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TRIBUNAL DE CUENTAS

251/000054 (CD)
771/000052 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el
BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES, Sección Cortes Genera-
les, de la Resolución adoptada por la Comisión Mixta
para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas sobre el
Informe de Fiscalización de la Empresa Mixta de Servi-
cios Funerarios de Madrid, ejercicios 1992 y 1993
(número de expediente. Congreso: 251/000054), número
de expediente. Senado: 771/000052), así como el Infor-
me correspondiente.

Palacio del Congreso de los Diputados, 28 de octubre
de 1998.—El Presidente del Congreso de los Diputados,
Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

RESOLUCIÓN APROBADA POR LA COMISIÓN
MIXTA PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBU-
NAL DE CUENTAS EN RELACIÓN AL INFORME
DE FISCALIZACIÓN DE LA EMPRESA MIXTA
DE SERVICIOS FUNERARIOS DE MADRID, EJER-
CICIOS 1992 Y 1993. (número de expediente. Congreso:
251/000054, número de expediente. Senado: 771/000052),
EN SU SESIÓN DEL DÍA 14 DE OCTUBRE DE 1998

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribu-
nal de Cuentas, en su sesión del día 14 de octubre
de 1998, a la vista del Informe remitido por ese Alto Tri-
bunal acerca de la Empresa Mixta de Servicios Funera-
rios de Madrid, ejercicios 1992 y 1993.

Acuerda

1. Como consecuencia de la entrada en vigor del Real
Decreto-Ley 7/96, de liberalización de los servicios fune-
rarios, se insta al Tribunal de Cuentas a velar por que las
corporaciones locales cumplan la nueva normativa, con-
virtiendo las concesiones en monopolio de los servicios
funerarios, en autorizaciones para prestar ese servicio en
régimen de competencia, fijando los requisitos que deben
cumplir aquellas empresas que se dedican a este servicio.
2. Se insta al Tribunal de Cuentas, a que vele por que
las corporaciones Locales mantengan el carácter de
servicio obligatorio de los cementerios, garantizando la
disponibilidad de unidades para todos los ciudadanos, y
el equilibrio financiero de los mismos, para evitar dese-
quilibrios presupuestarios que, bien perjudiquen los pre-
supuestos municipales, o bien lleven a la quiebra a las
entidades públicas o privadas que presten estos servicios.

3. Instar al Tribunal de Cuentas para que proceda a com-
pletar el Informe que se analiza incluyendo las pertinentes
recomendaciones y valoraciones, de acuerdo con el some-
timiento de la actividad económico-financiera a los princi-
pios de legalidad, eficiencia y economía, haciendo constar
todas las irregularidades observadas y todas las responsa-
bilidades y responsables que pudieran deducirse.

Palacio del Congreso de los Diputados, a 14 de octu-
bre de 1998.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LA EMPRESA
MIXTA DE SERVICIOS FUNERARIOS 

DE MADRID, S. A. (1992 Y 1993)

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de la
función fiscalizadora establecida en los artículos  2.a), 9
y 21.3.a) de la Ley orgánica 2/1982, de 12 de mayo, y a
tenor de lo previsto en los artículos  12 y 14.1 de la
misma disposición y concordantes de la Ley 7/1988, de 5
de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, ha
aprobado, en sesión de 28 de enero de 1998, el informe
de fiscalización de la Empresa Mixta de Servicios Fune-
rarios de Madrid, S. A. (EMSFM, S. A.), ejercicios 1992
y 1993. Asimismo, de acuerdo con lo prevenido en el
articulo 28 de la Ley de Funcionamiento, ha acordado su
elevación a las Cortes Generales, para su tramitación par-
lamentaria, y al Pleno del Ayuntamiento de Madrid.
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ANEXOS

ABREVIATURAS

EMSFM Empresa Mixta de Servicios Funerarios de
Madrid, S.A.

LCE Decreto 923/1965, de 8 de abril, por el que
se aprueba el Texto Articulado de la Ley de
Contratos del Estado.

LHL Ley 39/1988, de 28 de diciembre, regulado-
ra de las Haciendas Locales.

LoTCu Ley orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del
Tribunal de Cuentas.

LRBRL Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las
Bases de Régimen Local.

LRL Decreto de 24 de junio de 1955, por el que
se aprueba el Texto Articulado y Refundido
de la Ley de Régimen Local.

LSA Ley de 17 de julio de 1951, de régimen jurí-
dico de las Sociedades Anónimas.

MUNPAL Mutualidad Nacional de Previsión de la
Administración Local.

PAIF Programa de Actuación, Inversión y Finan-
ciación.

PGC Plan General de Contabilidad.

RBEL Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por
el que se aprueba el Reglamento de Bienes
de las Entidades Locales.

RCCL Decreto de 9 de enero de 1953, por el que se
aprueba el Reglamento de Contratación de
las Corporaciones Locales.

RGCE Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento Gene-
ral de Contratación del Estado.

ROF Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviem-
bre, por el que se aprueba el Reglamento de
organización, Funcionamiento y Régimen
Jurídico de las Entidades Locales.

RSCL Decreto de 17 de junio de 1955, por el que
se aprueba el Reglamento de Servicios de
las Corporaciones Locales.

TRLSA Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22
de diciembre, por el que se aprueba el Texto
Refundido de la Ley de Sociedades Anóni-
mas.

TRRL Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18
de abril, por el que se aprueba el Texto
Refundido de las disposiciones legales
vigentes en materia de Régimen Local.

1. INTRODUCCIÓN

1.1 Objetivos y alcance de la fiscalización.

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en sesión de 27 de
octubre de 1994 y en concordancia con la Resolución de
la Comisión Mixta Congreso-Senado para las Relaciones
con el Tribunal de Cuentas de 26 de septiembre de 1994,
acordó incluir en su programa de actuaciones la fiscali-
zación de la gestión económico-financiera de la Empresa
Mixta de Servicios Funerarios de Madrid, S. A. (en lo
sucesivo EMSFM, Sociedad o Empresa) de los ejercicios
de 1992 y 1993.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la
Ley orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de
Cuentas (LoTCu), en la fiscalización se fijaron los
siguientes objetivos:

a) La verificación de la fiabilidad de los diferentes
registros y estados contables y si éstos representan la
situación y las variaciones económico-patrimoniales de
la Sociedad, de conformidad con los principios y crite-
rios de contabilidad que le son aplicables.

b) La comprobación de que la gestión de la Socie-
dad se ha realizado de conformidad con la normativa que
le es de aplicación.

c) El análisis de la privatización del 49 por ciento
del capital de la Sociedad.

1.2 Marco normativo.

La gestión de la EMSFM y las actuaciones relativas
al procedimiento de privatización de una parte de su
capital social han venido determinadas por la concurren-
cia de tres ámbitos distintos:



1.o El jurídico-público, constituido por la gestión de
los servicios funerarios y de cementerios y por el carác-
ter municipal de la Empresa.

2.o El jurídico-privado, en lo referente a la activi-
dad mercantil de la Empresa.

3.o El de carácter patrimonial, relativo a la enaje-
nación por el Ayuntamiento de Madrid de una parte de
las acciones de la Sociedad para conseguir la privatiza-
ción parcial de ésta.

Formuladas estas precisiones, el marco jurídico apli-
cable al entorno de la EMSFM ha estado configurado
fundamentalmente por las siguientes disposiciones:

a) Normativa de carácter público:

— Decreto de 24 de junio de 1955, por el que se
aprueba el Texto Articulado y Refundido de la Ley de
Régimen Local (LRL).

— Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases
de Régimen Local (LRBRL).

— Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de
abril, por el que se aprueba el texto refundido de las dis-
posiciones legales vigentes en materia de Régimen Local
(TRRL) .

— Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de
las Haciendas Locales (LHL).

— Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, por el que
se desarrolla el Capitulo Primero de la LHL en materia
de presupuestos (Real Decreto 500/1990).

— Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se
aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporacio-
nes Locales (RSCL).

— Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el
que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades
Locales (RBEL).

— Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por
el que se aprueba el Reglamento de organización, Fun-
cionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Loca-
les (ROF) .

— Decreto 923/1965, de 8 de abril, por el que se
aprueba el Texto Articulado de la Ley de Contratos del
Estado (LCE).

— Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre, por el
que se aprueba el Reglamento General de Contratación
del Estado (RGCE).

— Decreto de 9 de enero de 1953, por el que se
aprueba el Reglamento de Contratación de las Corpora-
ciones Locales (RCCL).

b) Normativa de carácter privado:

— Estatutos de la Sociedad.
— Código de Comercio.
— Ley de 17 de julio de 1951, de régimen jurídico

de las Sociedades Anónimas ( LSA) .
— Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de

diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la
Ley de Sociedades Anónimas (TRLSA).

— Real Decreto 1643/1990, de 20 de diciembre, por
el que se aprueba el Plan General de Contabilidad (PGC).

1.3 Antecedentes

La EMSFM se creó el 15 de septiembre de 1966
como sociedad mixta municipal del Ayuntamiento de
Madrid, bajo el régimen jurídico de sociedad anónima y
con el objeto de prestar servicios funerarios en el término
municipal de Madrid. La duración inicial se fijó en 20
años y en junio de 1989 se prolongó hasta los 50 años
desde la fecha de su constitución, por lo que la Sociedad
tiene previsto desarrollar su actividad hasta el 15 de sep-
tiembre del año 2016. El capital fundacional fue de 45
millones de pesetas, perteneciendo el 51  por ciento al
Ayuntamiento de Madrid y el restante 49 por ciento a dos
personas físicas.

A la fecha de la constitución de la Sociedad, los servi-
cios funerarios se encontraban municipalizados, aunque el
régimen de monopolio con el que, de hecho, ha venido ejer-
ciendo estas funciones no quedó debidamente concretado.

Con estas características, la Empresa vino desempe-
ñando su objeto social hasta 1985, año en el que la Socie-
dad experimentó su primer cambio significativo. Duran-
te este primer período los resultados económicos fueron
excelentes, lo que permitió habituales repartos de divi-
dendos y la constitución de reservas.

No obstante, en 1982 comenzaron las discrepancias
entre los representantes del capital público y privado,
manteniendo estos últimos una postura contraria a la de
realizar inversiones que significasen una mayor aporta-
ción de capital, lo que, unido a otros factores, originó que
en 1985 el Ayuntamiento adquiriese las acciones de titu-
laridad privada y comenzase un nuevo período en el que
éste gestionó de manera exclusiva la Sociedad. Entre los
acuerdos adoptados por el Pleno del Ayuntamiento cele-
brado el 1 de febrero de 1985, tienen especial relevancia
los siguientes extremos:

a) La declaración de que la prestación de los servi-
cios funerarios estaba atribuida a la EMSFM en régimen
de monopolio.

b) La encomienda a la EMSFM, a partir de ese
momento, del servicio de cementerios.

La agrupación de los servicios funerarios con los de
cementerios respondía a la necesidad de resolver en una
sola instancia, y ante un único gestor, todos los aspectos
derivados del fallecimiento: trámites con el Ayuntamien-
to, Registro Civil, Sanidad, Instituto Anatómico Forense,
etcétera.

Este período, comprendido entre 1985 y 1992, se
caracterizó por la ejecución de grandes inversiones, casi
10.000 millones de pesetas, financiadas en su totalidad
con endeudamiento. El elevado incremento de los gastos
financieros, junto con la acumulación de otros factores,
llevó a que los beneficios contables de la EMSFM dismi-
nuyesen de forma progresiva, con pérdidas en los ejerci-
cios de 1991 y 1992, que situaron el patrimonio neto con-
table con 106 millones de pesetas de saldo negativo 1.
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A lo largo de 1992, el Ayuntamiento de Madrid estu-
dió diversas formas para reequilibrar la situación finan-
ciera de la Sociedad, adoptando la solución de dar entra-
da al capital privado hasta el 49 por ciento de la
titularidad de la EMSFM 2.

1.4 Órganos de la Sociedad

Según sus Estatutos, la dirección y administración de
la Sociedad estuvo a cargo de los siguientes órganos:

a) Junta General de Accionistas.

En 1991 y 1992, la Junta General estuvo integrada
por 15 representantes designados por el Ayuntamiento de
Madrid como titular único de las acciones. A partir de
1993, con el cambio en la titularidad de aquellas, la Junta
General se forma con dos representantes designados uno
por cada accionista (Ayuntamiento de Madrid y Funes-
paña, S. L.).

La Junta General de Accionistas no se reservó ningu-
na facultad especial, por lo que su actuación se limitó a
las atribuciones comunes a este órgano de administra-
ción y que, fundamentalmente, consistieron en las
siguientes:

— Aprobación de las modificaciones de los Estatutos.
— Nombramiento de los miembros del Consejo de

Administración y designación del Gerente.
— Aprobación de la gestión social.
— Aprobación de las cuentas anuales y la distribu-

ción de resultados.

b) Consejo de Administración.

Hasta la privatización parcial de la Sociedad, a fina-
les de 1992, estuvo compuesto por 9 Consejeros designa-
dos por el Ayuntamiento de Madrid y desde entonces por
15 miembros, 8 designados por el Ayuntamiento y 7 en
representación de Funespaña, S. L.

El Consejo de Administración estuvo investido estatu-
tariamente de las más amplias facultades para representar
y obligar a la sociedad en todos los actos y contratos así
como en todos los asuntos relativos al giro o tráfico de la
Empresa, con excepción de los reservados por Ley a la
Junta General de Accionistas. No obstante, el Consejo
delegó competencias y otorgó poderes para el general
desenvolvimiento de la Sociedad de la siguiente manera:

Hasta octubre de 1992:

— Con carácter ilimitado, al Gerente mancomuna-
damente con el Presidente o el Vicepresidente del Conse-
jo de Administración.

— Hasta 20 millones de pesetas, al Gerente manco-
munadamente con la firma de uno cualquiera de los otros
apoderados.

Desde octubre de 1992, con efectos a partir de enero
de 1993:

— Con carácter ilimitado, mancomunadamente al
Presidente y Vicepresidente del Consejo de Administra-
ción.

— Hasta 20 millones de pesetas, al Presidente o
Vicepresidente, mancomunadamente con la firma de uno
de los otros tres apoderados.

Desde enero de 1993, con efectos a partir de marzo
del mismo año:

— Con carácter ilimitado, el Gerente mancomuna-
damente con la firma del Presidente o del vicepresidente
de la Sociedad.

Desde febrero de 1993, con efectos a partir de abril
del mismo año:

— Con carácter ilimitado, mancomunadamente al
Gerente con el Presidente o Vicepresidente del Consejo
de Administración.

— Hasta 500 millones de pesetas, salvo actos dispo-
sitivos o de enajenación de inmuebles, al Gerente de la
Empresa.

c) Gerente.

La figura del Gerente, prevista en los Estatutos sin
competencias especificas, desarrolló las facultades que
el Consejo de Administración le delegó y a las que ante-
riormente se ha hecho referencia.

El Gerente que venía desempeñando el cargo a pro-
puesta del Ayuntamiento fue cesado por el Consejo de
Administración el 2 de octubre de 1992, abonándosele
una indemnización de 29 millones de pesetas, conforme
al contrato de alta dirección que regulaba la relación pro-
fesional desde octubre de 1990. En su sustitución se
designó un nuevo Gerente el 29 de diciembre de 1992, a
propuesta de Funespaña, S. L., como consecuencia de
resultar adjudicataria del concurso de privatización par-
cial de la Sociedad.

1.5 Trámite de alegaciones

En cumplimiento del artículo 44 de la Ley 7/1988, de
5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas
(LFTCu), los resultados de las actuaciones practicadas
fueron remitidos, el día 2 de junio de 1997, al Excmo. Sr.
Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Madrid, a los
actuales Presidente y Gerente de la EMSFM y a los que
durante el período fiscalizado ostentaron dichos cargos
en la Sociedad. A todos ellos se les confirió un plazo
común de quince días para que alegaran y presentaran
los documentos y justificantes que estimasen pertinentes.

Dentro del citado plazo, el Excmo. Sr. Alcalde-Presi-
dente del Ayuntamiento de Madrid y el actual Gerente de
la EMSFM presentaron las alegaciones que, en virtud de
lo dispuesto en el apartado 4 del mencionado artículo 44
de la LOFTCu, se incorporan al Informe. El que fuera
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Gerente de la Sociedad durante 1992 comunicó que no
formulaba alegaciones en tanto que ninguno de los Presi-
dentes de la EMSFM, actual o anteriores, contestó al
escrito de remisión del anteproyecto de Informe.

En relación con el contenido de las alegaciones y su
tratamiento, con independencia de las aclaraciones y
puntualizaciones que en cada caso figuran en el Informe,
con carácter general, es preciso señalar lo siguiente:

a) En los supuestos en los que se ha considerado
necesario realizar alguna matización, ésta se presenta en
párrafo independiente o en nota a pie de página.

b) Salvo los casos concretos que lo han requerido,
no se realizan valoraciones respecto de aquellas alega-
ciones que:

— Confirman deficiencias o irregularidades señala-
das en el Informe.

— Plantean criterios y opiniones sin soporte docu-
mental o normativo.

— No rebaten el contenido del Informe, pero dan
explicaciones o justificaciones sobre las actuaciones del
Ayuntamiento de Madrid o de la EMSFM.

c) En los casos en que se ha modificado total o par-
cialmente el contenido del Informe, se indica expresa-
mente este hecho en nota a pie de página.

2. CUENTAS ANUALES

2.1 Aprobación de las cuentas.

La EMSFM, como sociedad anónima, dio cumpli-
miento a las previsiones normativas sobre la formula-
ción, presentación, verificación, aprobación y depósito
de las cuentas anuales, tanto en forma como en plazo, de
conformidad a los artículos 34 y siguientes del Código
de Comercio y 171 y siguientes del TRLSA, y que se
acompañan en los anexos 1, 2 y 3 3.

La Sociedad, por su carácter municipal, cumplió con
las previsiones del artículo 193 de la LHL, remitiendo en
plazo las cuentas anuales al Ayuntamiento de Madrid,
para que se integraran en la Cuenta General del mismo y
se aprobaran por el Pleno, tras los trámites legalmente
preceptivos.

Con carácter previo a la aprobación por los órganos
correspondientes, las cuentas anuales fueron verificadas
por auditores de cuentas, como exige el artículo 203 del
TRLSA, y sometidas a control financiero por el Inter-
ventor del Ayuntamiento, en cumplimiento de los
artículos 185.2, 194, 201 y 202 de la LHL, que emitieron
sendos informes al respecto.

2.2 Incidencia de los criterios contables aplicados.

Los valores del neto patrimonial de la Sociedad,
según las cuentas anuales aprobadas por la Junta General

de Accionistas y por el Pleno del Ayuntamiento Madrid
al cierre de los últimos ejercicios, eran los siguientes:

No obstante, existen algunas operaciones que deben
analizarse especialmente, dado que afectan a la situación
patrimonial de la EMSFM, bien porque se encuentran
pendientes de acontecimientos futuros o porque fueron
valoradas conforme a unos criterios sobre los que deben
formularse algunas precisiones. Las principales opera-
ciones que se encuentran en estas circunstancias se anali-
zan en los epígrafes siguientes.

2.2.1 Dotación extraordinaria a la previsión para com-
plementos de pensiones

Al 31 de diciembre de 1992, la EMSFM dotó 921
millones de pesetas a la previsión para el complemento
de pensiones que correspondía a los devengos del ejerci-
cio 1992 (151 millones de pesetas) y a la falta en la
cobertura de la previsión originada en ejercicios anterio-
res (770 millones de pesetas).

No obstante, la Disposición Transitoria Cuarta del
Real Decreto 1643/1990, de 20 de diciembre, por el que
se aprueba el Plan General de Contabilidad (PGC), per-
mitía un régimen especial para la actualización del défi-
cit entre los compromisos y riesgos totales devengados
por pensiones y los asegurados y cubiertos contablemen-
te. En concreto, se permitía que la actualización de los
déficits en la cobertura contable de los compromisos y
riesgos totales devengados por pensiones existentes hasta
el 1 de enero de 1990 se realizase en un plazo máximo
de 7 años y la de pensiones no causadas en un máximo
de 15, por lo que, de haberse acogido a este diferimiento,
aproximadamente 212 millones de pesetas podían haber-
se aplicado a lo largo de los siguientes ejercicios, ya que
correspondían a compromisos no cubiertos con anteriori-
dad a 31-12-89, con el consiguiente efecto sobre los
resultados del ejercicio, tal y como advirtió el Interven-
tor General, en el informe de control financiero, con
carácter previo a la aprobación de las cuentas anuales de
1992 por el Pleno del Ayuntamiento de Madrid 4.

Además, la contabilización de la dotación se realizó
con cargo a la cuenta de cargas sociales del ejercicio,
cuando, de acuerdo con normas y principios contables
generalmente aceptados, la parte de la dotación destina-
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3 Las cuentas anuales de 1992 y 1993, formadas por el balance de situación,
la cuenta de pérdidas y ganancias y la memoria, se ponen en relación con las
de 1991, para permitir la comparación con las del ejercicio inmediato anterior, tal
y como establece el artículo 35.4 del Código de Comercio.

4 El actual Gerente de la EMSFM ha manifestado en el trámite de alegacio-
nes que no disponía de estudios actuariales a 31 de diciembre de 1989, por lo que
no es posible conocer el déficit de la provisión para pensiones a dicha fecha. Sin
perjuicio de ello, el Tribunal ha estimado, en función de los datos facilitados por
la Sociedad, que de los 921 millones de pesetas dotados a 31-12-92 para la cober-
tura del déficit, 212 millones de pesetas correspondían al déficit originado antes
del 31-12-89 (párrafo  modificado como consecuencia de las alegaciones).



da a la cobertura del déficit debería haberlo sido con
cargo a la cuenta de gastos y pérdidas de otros ejercicios,
dentro del epígrafe de resultados extraordinarios.

2.2.2 Consideración fiscal de la compensación de la
deuda con el Ayuntamiento de Madrid.

Con motivo de la privatización parcial de la Socie-
dad, el Ayuntamiento de Madrid acordó compensar la
deuda que la EMSFM mantenga a favor de éste, por
2.275 millones de pesetas.

La EMSFM contabilizó esta operación como ingresos
extraordinarios en el ejercicio 1993, pero sin que en la
liquidación del Impuesto sobre Sociedades se considera-
se ingreso a los efectos de determinar la base imponible,
lo que originó que se dotase una previsión de 365 millo-
nes de pesetas por el Impuesto de Sociedades. No obs-
tante, la Intervención General del Ayuntamiento de
Madrid no aceptó la solución adoptada y cuantificó la
cuota de este ejercicio, de conformidad con otros crite-
rios menos cuestionables, en 796 millones de pesetas

Por ello, dado que la liquidación fiscal permanece
abierta a inspección, en los informes de auditoria y de
control financiero sobre las cuentas anuales de 1993,
1994 y 1995 se ha mantenido una salvedad respecto de la
suficiencia de la previsión para responder a la obligación
final que se derivaría de una posible actuación de la
Administración Tributaria 5.

2.2.3 Reversión de los activos

La Sociedad no tiene prevista la forma en que se
amortizará la participación de los accionistas privados en
el capital, al carecer éstos de derecho alguno en la cuota
de liquidación, por cuanto los Estatutos sociales estable-
cen que, a su extinción en el año 2016, todo el activo de
la EMSFM revertirá al Ayuntamiento de Madrid, que-
dando éste como dueño absoluto, en pleno y exclusivo
dominio, de todos los bienes de la Sociedad.

No obstante, el Consejo de Administración de 15 de
julio de 1994 acordó delegar en el Secretario la elabora-
ción de un texto refundido de los Estatutos sociales, a par-
tir del cual se estudiarla la forma de amortizar el capital
privado. Sin embargo, este acuerdo, ratificado por la Junta
General de Accionistas, al cierre de 1995 estaba pendiente
de ejecución y, en consecuencia, se desconoce si el acuer-
do que finalmente se adopte podría tener repercusión en la
situación patrimonial de la Sociedad, por lo que los infor-
mes de auditoria y del interventor General del Ayunta-
miento de Madrid, relativos a las cuentas anuales de 1993,
1994 y 1995, contienen una reserva al respecto.

2.2.4 Gastos financieros de los capitales ajenos utiliza-
dos en la financiación de inversiones hasta su
puesta en funcionamiento.

La EMSFM no ha venido incluyendo dentro del coste
de producción de las obras los gastos financieros deven-

gados antes de la puesta en condiciones de uso y que
correspondían a préstamos destinados a financiar su
construcción. Si la Sociedad hubiese aplicado este crite-
rio contable generalmente aceptado (tolerado en el Plan
General de Contabilidad de 1973 y admitido en el
de 1990), hubiera tenido efectos significativos sobre la
valoración de los bienes de inmovilizado, ya que las
obras emprendidas durante el período 1987-1992, que
alcanzaron una inversión cercana a los 10.000 millones
de pesetas, se financiaron con fuentes externas y tuvie-
ron unos plazos de construcción dilatados, por lo que
parte de los costes financieros podrían haberse conside-
rado mayor valor de la inversión.

Al cierre de 1990, la EMSFM tuvo ocasión de revisar
los valores de sus activos, en virtud de lo establecido en
la Disposición Transitoria Primera del Real Decre-
to 1643/1990, de 20 de Diciembre, por el que se aprueba
el PGC, que permitió la opción de adaptar las valoracio-
nes de los elementos patrimoniales a los principios y nor-
mas establecidos en la Ley 19/1989, de 25 de julio, de
reforma parcial y de adaptación de la legislación mercan-
til a las Directivas de Comunidad Económica Europea en
materia de sociedades. Este Tribunal ha estimado que la
valoración de los activos de la Sociedad podía haberse
incrementado, de acuerdo a esta disposición, al menos en
las siguientes cuantías 6:

A partir del ejercicio 1991, primero de aplicación de
los principios del PGC de 1990, la Sociedad tampoco
consideró los gastos financieros previos como mayor
valor de adquisición, aunque las normas de valoración
relativas al inmovilizado material admiten «la inclusión
de los gastos financieros en el coste de producción, siem-
pre que talos gestos se hayan devengado antes de la pues-
ta en condiciones de funcionamiento, y hayan sido gira-
dos por el proveedor o correspondan a préstamos u otro
tipo de financiación ajena, destinada a financiar la fabri-
cación o construcción» 7.
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5 Véanse los subapartados 5.2. Compensación de la deuda con el Ayunta-
miento de Madrid y 5.3. Cuestiones fiscales.

6 Aplicando un coste medio de financiación del 14 por ciento anual, cercano
al de la EMSFM. En la estimación del coste de las unidades de enterramiento
sólo se han tenido en cuenta las existencias no cedidas a 31-12-90. En las estima-
ciones de los costes imputables al Tanatorio Sur y a las obras de cementerios se
ha considerado un período de ejecución de un año y se han descontado las amor-
tizaciones que corresponderían hasta el 31-12-90.

7 Las normas de valoración del inmovilizado material fueron desarrolladas
en la Resolución del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas de 30 de
julio de 1991. En concreto, en la norma sexta se especifican los criterios para la
capitalización de gastos financieros en el inmovilizado material.



El Tribunal estima que los gastos financieros deven-
gados desde 1991 susceptibles de haber incrementado el
coste de adquisición de las obras ascienden, como míni-
mo, a las siguientes cuantías 8:

En las alegaciones se señala que no procede incorpo-
rar estos gastos financieros al activo, argumentando inde-
bidamente que el valor de las construcciones viene dado
por las tarifas aprobadas por el Pleno del Ayuntamiento
de Madrid, lo que no se corresponde con lo establecido
en la norma de valoración 2.a del vigente PGC.

Para determinar el precio de la adquisición de los
activos no son determinantes las tarifas vigentes en un
momento concreto, sino la capacidad de generar ingre-
sos suficientes. Como se señala en este informe, la fija-
ción de las tarifas no ha obedecido a criterios estricta-
mente técnicos o económicos, ya que mientras los
costes de las construcciones se elevaban en cantidades
relativamente importantes, las tarifas apenas incremen-
taban los precios, sin tener en cuenta el principio de
equivalencia o suficiencia, mediante el cual las tarifas
deben cubrir el coste del servicio de la actividad, y al
que se refiere el actual Gerente de la EMSFM en otro
punto de las alegaciones, cuando señala que «las tarifas
anteriores a 1992 ni eran suficientes, ni cumplían lo dis-
puesto en la LHL (artículos 41 a 43) en lo relativo a la
suficiencia de las tarifas y (destinadas) como mínimo a
cubrir el coste del servicio o a subvencionar por parte
del Ayuntamiento lo que obligaba, en todo caso, a com-
prometer nuevos recursos públicos para evitar la liqui-
dación de la EMSFM».

Sin embargo, la capacidad de la Sociedad para gene-
rar ingresos suficientes que permitan la recuperación del
valor contable del inmovilizado se pone de manifiesto
con las tarifas en 1992 y en 1993, mediante las cuales los
ingresos de la EMSFM se incrementaron en un 29 y 17
por ciento, respectivamente, dando con ello cobertura
suficiente a los gastos, incluida la amortización.

En una Sociedad como la EMSFM, que realiza inver-
siones con largo período de ejecución y que ha venido
prestando los servicios en régimen de monopolio, la con-
sideración de los intereses intercalarlos dentro del precio
de adquisición hubiera favorecido la aplicación de los
principios de equivalencia y de correlación de ingresos y
gastos, ya que de esta forma todos los costes se imputarían

a partir del momento en que los bienes fuesen producti-
vos. Con el procedimiento aplicado por la EMSFM, las
tarifas vigentes en un determinado momento están sopor-
tando parte de los costes financieros de la construcción de
otros bienes productivos que, dado que no han entrado en
servicio, no son susceptibles de facturación 9.

3. PREVISIONES DE INGRESOS Y GASTOS Y
PROGRAMAS DE ACTUACIÓN, INVERSIONES
Y FINANCIACIÓN

Las previsiones de ingresos y gastos y los programas
de actuación, inversiones y financiación (PAIF) de los
ejercicios 1992 y 1993 fueron aprobados por el Consejo
de Administración en sesiones de 11 de noviembre
de 1991 y 16 de noviembre de 1992, respectivamente,
por lo que, aún habiendo dado cumplimiento a los artícu-
los 149.3 de la LHL y 111 a 114 del Real Decre-
to 500/1990, la remisión de la citada documentación se
realizó fuera del plazo previsto en el artículo 149.3 de la
LHL que fija que aquélla debe realizarse antes del 15 de
septiembre.

La ejecución de los PAIF se resume en el siguiente
detalle:

Las inversiones se concentraron principalmente en
obras de infraestructura propia de cementerios y otras de
construcción y urbanización en el Cementerio Sur.

Las inversiones efectivamente realizadas en ambos
ejercicios fueron inferiores a las previstas, especialmente
en 1992 que solamente alcanzaron el 60 por ciento de lo
presupuestado.

En 1993 se estimaron unas inversiones de 890 millo-
nes de pesetas que se financiarían con una ampliación de
capital. Sin embargo, aunque la ampliación real única-
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8 Este cálculo se ha realizado considerando, igualmente, un coste medio de
financiación del 14 por ciento y un período de ejecución de las obras de un año.
Se ha utilizado como base de cálculo el saldo medio de la cuenta Inmovilizacio-
nes en curso.

9 Este posicionamiento se ratifica con lo señalado en el Acta del Consejo de
Administración de la EMSFM de 22-7-91 sobre la situación financiera de la
Empresa, en la que se resume la problemática de la misma, señalando que se «ha
tratado de precios subvencionados sin subvencionador» y la solución debe enfo-
carse hacia «equiparar precios a costes».



mente llegó a los 200 millones de pesetas, no fue necesa-
rio acudir a fuentes externas de financiación, ya que la
diferencia pudo cubrirse, sobradamente, con los resulta-
dos del ejercicio.

En los anexos 4 a 7 se presentan las previsiones rela-
tivas a los ejercicios fiscalizados en comparación con las
cifras reales, sobre las que hay que significar las siguien-
tes consideraciones:

a) Referentes al ejercicio 1992:

— La situación de la tesorería al cierre del ejercicio
fue superior a la estimada en 2.540 millones de pesetas,
esencialmente porque no se cubrieron los niveles de
inversión previstos.

— La EMSFM previa un beneficio neto de 586
millones de pesetas, pero realmente obtuvo unas pérdi-
das de 372 millones de pesetas, debido principalmente a
que las ventas efectivas fueron un 13 por ciento inferio-
res a las previstas al no alcanzarse el nivel de servicios
estimado y a la falta de previsión de la dotación extraor-
dinaria a la provisión para pensiones.

b) Referentes al ejercicio 1993:

— La Sociedad renta previsto ampliar el capital
social por 2.275 millones de pesetas, que finalmente se
materializó en 200 millones de pesetas (un aumento del
capital social de la Empresa de 90.000 pesetas y una
prima de emisión de 199.910.000 pesetas).

— La Sociedad alcanzó unos beneficios de 3.433
millones de pesetas cuando sólo había previsto un benefi-
cio de 20 millones de pesetas, debido a los resultados
extraordinarios derivados de la operación de cancelación
de la deuda 10 y a que la cifra de ventas (7.544 millones de
pesetas) superó la previsión en 920 millones de pesetas).

— El total de los gastos reales se aproximó a la can-
tidad inicialmente prevista, aunque ello se debe a la con-
junción de desviaciones de distinto signo entre los dife-
rentes gastos, como se muestra en el siguiente detalle:

— Los gastos de explotación superaron la previsión
debido a que en el presupuesto no se consideró el canon
de gestión favorable a Funespaña, S.L. (20 por ciento de
los beneficios netos antes de impuestos). Asimismo, el
exceso de amortizaciones sobre el importe presupuestado
obedece a la aplicación de los nuevos coeficientes de
amortización, en aplicación de la Orden del Ministerio de
Economía y Hacienda de 12 de mayo de 1993, que incre-
mentaron los que se venían practicando en la Sociedad.

— Los gastos de personal presupuestados incluían
los costes de los funcionarios del Ayuntamiento de
Madrid que prestaban servicios en los cementerios. Sin
embargo, estos gastos no se produjeron efectivamente,
por lo que la cifra real fue un 11  por ciento inferior a la
presupuestada 11.

4. PROCESO DE PRIVATIZACIÓN PARCIAL DE
LA SOCIEDAD

4.1 Situación jurídica v patrimonial previa a la privati-
zación parcial

A finales de 1992, momento en el que se procede a la
privatización parcial, la Sociedad estaba influenciada por
las siguientes circunstancias:

a) El carácter de empresa mixta en toda su exten-
sión desde su constitución en 1966 hasta 1985, ya que el
capital social pertenecía al Ayuntamiento de Madrid y a
personas físicas.

b) El carácter de empresa de integro capital munici-
pal desde 1985 a 1992.

c) El régimen de monopolio con el que se prestaban
los servicios funerarios.

d) La prestación, desde 1985, del servicio de cemen-
terios en virtud de una encomienda del Ayuntamiento.

En 1985, con la adquisición por el Ayuntamiento de
Madrid del capital social en poder de personas físicas
privadas dio comienzo un nuevo período de gestión. El
cambio en la composición del capital de la EMSFM y la
encomienda de los servicios de cementerios implicó de
hecho una alteración del tipo de gestión 12. En concreto,
se produjeron las siguientes modificaciones:
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10 Véase el subapartado 5.2. Compensación de la deuda con el Ayuntamiento
de Madrid.

11 Véase en este Informe el subapartado 5.1. Funcionarios del Ayuntamiento
de Madrid al servicio de la Empresa.

12 En las alegaciones se defiende que la Empresa siempre ha sido mixta,
incluso en el período 1985-1992 en el que la titularidad de las acciones era ínte-
gramente municipal.

En relación con lo anterior, debe señalarse que la sociedad mercantil cuyo
capital pertenece íntegramente a la entidad local es una de las formas de gestión
directa de servicios públicos locales, definida en los artículos 85.3.c) de la
LRBRL, 103.1 del TRRL, 41, 67.3.a, 89 y siguientes del RSCL. La sociedad mer-
cantil cuyo capital social sólo parcialmente pertenece a la entidad local es una de
las formas de gestión indirecta de los servicios públicos reconocida en los
artículos 85.4.e) de la LRBRL y 104 del TRRL.

A pesar del contenido de las alegaciones, el Ayuntamiento, en relación con la
situación de 1985, había admitido la existencia de un cambio en la forma de ges-
tión de la Sociedad. En concreto, en el informe de 11 de abril de 1997, remitido a
este Tribunal por el Concejal Delegado del Área de Hacienda y Economía, se
especifica literalmente: “Además se produjo la compra, porta Corporación Local
de la participación en el capital de la empresa por parte de terceros, producién-
dose un cambio importante ya que la prestación del servicio se va a llevar a cabo
mediante gestión directa. Así la gestión directa del servicio se hace por una de



— La gestión de los servicios funerarios pasó de
prestarse por empresa mixta a ser realizada de forma
directa por sociedad municipal.

— Los servicios de cementerios pasaron a gestionar-
se directamente sin órgano especial a una gestión directa
por sociedad municipal.

No obstante, estas alteraciones se realizaron sin que
previamente se hubiese tramitado el oportuno expediente
administrativo en el que, de conformidad con los
artículos 97 y 98 del RSCL, se fundamentase su conve-
niencia y se regularizasen los efectos inherentes a las
propias alteraciones.

Además, en las sucesivas modificaciones estatutarias
de la EMSFM no se tuvieron en consideración las cir-
cunstancias anteriormente señaladas -íntegro capital
municipal y alteración en la forma de gestión de los ser-
vicios- por lo que, habiendo dejado de serlo, la Sociedad
siguió configurándose como una empresa mixta. Esta
falta de adecuación entre la situación material y formal
determinó actuaciones y conductas dispares en uno y
otro sentido, como las siguientes:

a) Como sociedad íntegramente municipal:

– La manifestación expresa en el artículo 1.o del
Reglamento de Cementerios del Ayuntamiento de
Madrid de 25 de septiembre de 1987 de que la Sociedad
presta de forma directa la gestión de este servicio 13.

– La bonificación del 99 por ciento de la cuota en el
Impuesto de Sociedades, regulada en el artículo 25.a.1
de la Ley del Impuesto.

– La integración de las cuentas de la EMSFM en la
Cuenta General del Ayuntamiento de Madrid, como esta-
blece el artículo 190.1.c de la LHL.

b) Como sociedad mixta:

— El mantenimiento en los Estatutos de la denomi-
nación social de «Empresa mixta».

— La diferenciación de las dos series de acciones
distintas representativas de derechos y obligaciones dife-
rentes, una vez adquirido el 100 por ciento de la titulari-
dad de la EMSFM por el Ayuntamiento.

— El mantenimiento del régimen de adopción de
acuerdos propio de una empresa mixta, sin que se hayan
modificado los Estatutos para adaptar aquél al propio de
una sociedad cuyo capital pasó a ser 100 por ciento
municipal, de conformidad con los artículos 89 a 94
del RSCL.

El período en el que la EMSFM fue de íntegra titula-
ridad del Ayuntamiento se caracterizó por la ejecución de
grandes inversiones, tales como:

— La construcción de múltiples unidades de enterra-
miento en los diferentes cementerios, muy por encima de
las necesidades, que originó que se pasase de una capaci-
dad media de 4.500-5.000 unidades libres a 18.096 uni-
dades al cierre de 1991 14.

— La urbanización y construcción del Cementerio
Sur.

— La construcción de un nuevo tanatorio (Tanatorio
Sur).

— La rehabilitación del pórtico del Cementerio
Nuestra Señora de la Almudena.

Dentro de este período, en diciembre de 1990 se pro-
dujo un canje de parcelas entre el Ayuntamiento y la
EMSFM mediante el cual aquél aportó la parcela donde
se ubica el Tanatorio de la M-30, materializándose la
diferencia de valor de ambos terrenos en una ampliación
de capital de 298 millones de pesetas.

En general, durante este segundo período los resulta-
dos contables disminuyeron de forma progresiva, con
pérdidas en los ejercicios de 1991 y 1992 que dejaron el
neto patrimonial en 106 millones de pesetas de saldo
negativo al cierre de este último año.

Las principales causas que originaron esta situación
fueron las siguientes:

a) El establecimiento de unos precios de cesión de
las unidades de enterramiento muy inferiores a los costes
reales de construcción. En concreto, durante el período
1986-1992 los costes unitarios de construcción fueron
entre un 134 por 100 y 417 por 100 superiores a los pre-
cios de tarifa.

b) Los costes de financiación de las inversiones
señaladas anteriormente, en torno al 14 por 100 anual,
que, además, fueron imputados íntegramente como gas-
tos en el ejercicio de su devengo, no optándose por la
incorporación de parte de los mismos al valor de los acti-
vos, cuando ello era factible de acuerdo con las prácticas
contables generalmente admitidas y, en particular, con la
norma de valoración 2.a 2 del PGC de 1990.

c) La supresión en 1990 de la tarifa de conservación
de cementerios, con la que se venía compensando los
gastos de mantenimiento y conservación.

d) La actuación, a partir de 1990, de otras empresas
funerarias en la prestación de estos servicios en el térmi-
no municipal de Madrid.

e) Una política de personal, condicionada por los
convenios colectivos, que resultaba gravosa para la
Sociedad, ya que durante este período se produjeron los
siguientes hechos:

— La asunción por la Sociedad de un complemento
para el personal jubilado que cubría la diferencia de la
pensión de jubilación de la Seguridad Social hasta el
nivel de retribuciones de la EMSFM.
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las formas que especifica el Reglamento de Servicios en su artículo 67, en con-
creto por sociedad privada municipal, siendo la Corporación la propietaria
exclusiva del capital de la empresa (artículo 89.2)”.

Por otra parte, el cambio de gestión en 1992 —de directa a indirecta a través
de empresa mixta implícitamente se admite en alegaciones para fundamentar la
privatización y el concurso como forma de adjudicación.

13 Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.

14 No es posible aceptar algunos de los datos aportados en las alegaciones
por el actual Gerente de la EMSFM. En concreto, se señala que el consumo de
nichos en 1991 fue de 10.892 unidades, en tanto que en la documentación recaba-
da en la EMSFM el número total de unidades cedidas en 1991 (incluidos nichos,
sepulturas y columbarios) fue de 9.599 (párrafo parcialmente modificado como
consecuencia de las alegaciones del actual Gerente de la EMSFM).



— La aceptación de unos incrementos salariales
superiores en un 1,5 por 100 a los que se fijaron para los
funcionarios del Ayuntamiento de Madrid, además de
otras equiparaciones retributivas.

f) La dotación de 921 millones de pesetas con cargo
a los resultados del ejercicio 1992 a fin de equilibrar la
provisión para pensiones con los importes efectivamente
devengados a dicha fecha.

g) La asunción por la Sociedad de cargos del Ayun-
tamiento de Madrid por las retribuciones y costes socia-
les de los funcionarios de éste que prestaban servicios en
los cementerios. Desde julio de 1987 la EMSFM no
abonó los citados cargos, por lo que la deuda al cierre del
ejercicio de 1992 ascendía a 2.275 millones de pesetas

No obstante, ya durante 1992 se adoptaron una serie
de medidas encaminadas a mejorar la situación de la
Empresa, entre las que hay que destacar las siguientes:

— La subida de las tarifas en cuantía tal que, aunque
el número de servicios funerarios y traslados realizados
fue inferior al de 1991, significó un aumento global del
16 por 100 de los ingresos por estos conceptos.

— El incremento de los precios de cesión de las uni-
dades de enterramiento en un 69,5 por 100 (pasó de
49.735 pesetas a 84.300 pesetas).

— La finalización en 1992 de la mayoría de las
inversiones contratadas e iniciadas en años anteriores 15.

— La suspensión temporal en la construcción de
nuevas unidades de enterramiento, por disponer de sufi-
cientes existencias 16.

Todos estos factores supusieron una preparación de la
Sociedad para la cobertura holgada de las necesidades
funerarias y de cementerios en los siguientes ejercicios.

4.2 Análisis jurídico

En la tramitación de la privatización se han utilizado
indistintamente los preceptos reguladores del contrato de
gestión de servicios públicos y los relativos al contrato
de contenido patrimonial. Así, aunque el propósito del
Ayuntamiento parece que era el de dar opción al adjudi-
catario para gestionar el servicio, el desarrollo del expe-
diente únicamente se realizó teniendo en cuenta el aspec-
to patrimonial, como se pone de manifiesto en lo
siguiente:

a) La parte dispositiva del Decreto de iniciación del
expediente omite la mención expresa a la gestión del
servicio.

b) La Unidad que tramitó el expediente hasta la
valoración de las ofertas fue exclusivamente el Departa-
mento de Patrimonio, a pesar de que la gestión de la
EMSFM estaba incardinada en el Área de Sanidad, bajo
la coordinación de la Primera Tenencia de Alcaldía, a tra-
vés de su Dirección de Empresas.

c) La fundamentación de la competencia del Pleno
para aprobar el expediente en el artículo 22.2.l) de la
LRBRL, que se refiere exclusivamente a la enajenación
de patrimonio.

Por otro lado, sólo se aludió en el expediente a la ges-
tión del servicio para justificar el concurso frente a la
subasta, sin llevar a cabo las actuaciones que ello impli-
caba: cambio de gestión directa a indirecta, determina-
ción de los requisitos de índole técnica de los licitadores,
fijación de los criterios de adjudicación y fundamenta-
ción de la competencia del Pleno en el artículo 22.2.f) de
la LRBRL, relativo a la aprobación de las formas de ges-
tión de los servicios y de los expedientes de municipali-
zación.

Sin embargo, dado que la operación financiera de la
venta de acciones constituyó un mero instrumento para
dar entrada en la gestión al sector privado, en esta trami-
tación deberían haberse observado los preceptos relati-
vos al contrato de gestión de servicios públicos. Partien-
do de esta premisa, los principales incumplimientos en el
procedimiento fueron los siguientes:

a) No se tramitó el preceptivo expediente en el que
se fundamentase la necesidad y conveniencia del cambio
de gestión de los servicios funerarios y de cementerios,
de gestión directa por empresa municipal a indirecta a
través de empresa mixta.

b) El primer antecedente de la privatización se
encuentra en el Pleno extraordinario del Ayuntamiento
de 28 de julio de 1992. Del enunciado del único punto
del orden del día —«Análisis de la situación actual de
la EMSFM»— parece deducirse que se trata de un
pleno de debate, pero en el desarrollo de la sesión se
presentaron propuestas sobre asuntos no incluidos en
aquél que fueron sometidas a votación, aprobándose
algunas contradictorias e incompatibles entre si, como
lo fueron la reprivatización de la sociedad y el manteni-
miento del 100 por 100 del capital social en poder del
Ayuntamiento 17.

La Corporación Municipal no se ha pronunciado cla-
ramente en el expediente sobre el carácter —ejecutivo o
de debate-—de este Pleno 18, aunque en las alegaciones
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15 Según la memoria a las cuentas anuales de 1992, el volumen de inversio-
nes contratadas pendientes de ejecución material a 31-12-92 ascendía a 633
millones de pesetas y correspondían a la VII fase del Cementerio Sur, por lo que
la mayoría de las inversiones a las que se hace referencia en las alegaciones del
actual Gerente de la EMSFM correspondían a decisiones adoptadas con posterio-
ridad a la privatización, y se trataban de inversiones de renovación, de manteni-
miento y de crecimiento moderado. El promedio de inversiones entre enero de
1993 y abril de 1997 ha sido de 738 millones de pesetas/año, que contrasta con el
del período 1987-1992, que fue de 1.668 millones de pesetas/año (párrafo par-
cialmente modificado como consecuencia de las alegaciones del actual Gerente
de la EMSFM).

16 Durante 1992 no se construyeron unidades de enterramiento, retomándo-
se, a partir de 1993, la construcción de las mismas a un ritmo significativamente
inferior al de los ejercicios 1989, 1990 y 1991 (párrafo parcialmente modificado
como consecuencia de las alegaciones del actual Gerente de la EMSFM).

17 Sobre la validez de esta actuación el Tribunal de Cuentas no se pronuncia,
por corresponder a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (párrafo modifi-
cado como consecuencia de las alegaciones.

18 La confusión sobre el carácter del Pleno del Ayuntamiento de 28 de julio
de 1992 y la naturaleza jurídica de los acuerdos adoptados en él motivaron la
emisión por el Secretario de la Corporación de informes interpretativos, en fechas
de 8 de septiembre y 7 de octubre de 1992, cuya fundamentación jurídica difiere
de uno a otro.



se mantiene que es un pleno de debate negando el carác-
ter ejecutivo de los acuerdos adoptados en el mismo 19.

c) No constan informes o estudios que justifiquen
que la privatización constituía la fórmula idónea para la
mejor gestión de los servicios públicos, frente a otras
posibles, como el arrendamiento de servicios, la conce-
sión administrativa, la gestión interesada o el concierto.
Igualmente, no se fundamentó qué forma era la más
aconsejable para la integración del capital privado, si
únicamente por suscripción de acciones o también con
participación en la gestión, alternativas previstas en el
artículo 104.2 del TRRL 20.

d) En consecuencia, no consta la existencia de una
tramitación formal y previa de la privatización que moti-
vase y justificase el cambio de gestión de directa a indi-
recta, así como la forma en que ésta debería efectuarse,
procediéndose directamente en el Pleno de 7 de octubre
de 1992 a la aprobación de un pliego de condiciones que
regirla el concurso para la enajenación de acciones de la
EMSFM 21.

e) La fijación del objeto del contrato en el pliego no
se realizó con la claridad y precisión que exigían los
artículos 11 de la LCE y 28 del RGCE 22. En concreto,
aquél se refería a «la integración del capital privado
ajeno a la Corporación en la EMSFM en cualquiera de
las modalidades o fórmulas admitidas en la legislación
vigente, hasta el limite del 49 por 100 del capital social»,
por lo que adolece de las siguientes anomalías:

— No todos los elementos sustantivos del objeto del
contrato quedaron explicitados en la cláusula primera del
pliego, expresamente dedicado a esta finalidad. En este
sentido, la cláusula primera permitía que la integración
podía realizarse por cualquiera de las modalidades legal-
mente establecidas y, sin embargo, las cláusulas cuarta y
novena restringían las opciones exclusivamente a la
modalidad de transmisión de acciones. Esta discrepan-
cia, unida a que los Estatutos de la Empresa sólo admitían
la integración de capital privado por medio de enajena-
ción de acciones, produjo, como mínimo, una ambigüe-
dad injustificada en la fijación del objeto.

— A la fecha de aprobación del pliego 23, el total de
acciones susceptible de transmisión sólo alcanzaba al
6,41 por 100 del capital social, por lo que la fijación del
objeto del contrato en el limite del 49 por 100 sin especi-
ficar la forma en que se liberalizaría dicha restricción
resultaba, cuanto menos, de difícil articulación e incluso
cabria calificar de contenido imposibles 24.

— No se determinó el porcentaje de propiedad que
se deseaba transmitir, pudiendo oscilar éste entre una
acción y el 49 por 100 del capital social.

f) La fijación de un importe orientativo como tipo
de licitación —1.470 millones de pesetas, señalado en la
cláusula tercera del pliego de condiciones como valor
tipo, «valor que se fijará de manera definitiva en el
acuerdo de adjudicación, admitiéndose tanto ofertas al
alza como a la baja»—, significó que la fijación del pre-
cio del contrato se dejó exclusivamente a los licitadores,
vulnerando el principio de precio cierto regulado en los
artículos 12 de la LCE y 30 del RGCE, al no quedar esta-
blecido como importe mínimo a superar 25.

g) En el pliego de condiciones no se fijaron los cri-
terios concretos que atendieran a la protección y mejor
satisfacción del interés público para la selección del
adjudicatario, limitándose su cláusula octava a señalar
que el concurso «se adjudicará a la proposición más ven-
tajosa sin atender necesariamente al valor económico de
la misma, antes bien se tendrán en cuenta las circunstan-
cias especiales de los concursantes para mejor colaborar
en la gestión del servicio público encomendado a la
EMSFM», dejando sin concretar en que podrían consistir
tales «circunstancias».
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19 En las alegaciones se señala que «... el Pleno de debate tiene un marcado
carácter político como se deduce ... de la propia literalidad del acuerdo que
adopta al respecto el Ayuntamiento ... el 15 de junio de 1987... ». Ahora bien, ni
en el Pleno de 28 de julio de 1992 ni en los informes emitidos por el Secretario de
la Corporación, interpretativos de la citada sesión, se hace referencia al acuerdo
de 1987.

No obstante lo anterior, no ha existido un posicionamiento homogéneo en las
alegaciones, ya que en diferentes partes de las mismas se manifiestan posturas
difícilmente conciliables, tales como defender el carácter del Pleno como de
debate al mismo tiempo que se afirma que se celebró de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 46 a 54 de la LRBRL y 77 a 110 del ROF (Título Tercero),
que regulan el funcionamiento, desarrollo y régimen de adopción de acuerdos. A
este respecto, conviene destacar, a título de ejemplo, los siguientes textos:

— En las alegaciones presentadas por el Ayuntamiento de Madrid se dice tex-
tualmente: «... el Pleno (solicitado por el grupo municipal socialista de confor-
midad con lo previsto en el artículo 46.2 a) de la misma Ley (LRBRLJ) se reunió
con el quórum legal de asistencia, y las proposiciones presentadas fueron apro-
badas con el número de votos exigidos, teniendo en cuenta a este respecto que en
las sesiones plenarias extraordinarias pueden aprobarse proposiciones que estén
relacionadas con el asunto que figura en el orden del día de la sesión de la con-
vocatoria.

El Pleno de 28 de julio de 1992 no trataba de la adopción de actos adminis-
trativos ... sino simplemente un debate político sobre una situación delicada para
exigir soluciones políticas ...».

— En las alegaciones presentadas por el actual Gerente de la EMSFM se dice
literalmente lo siguiente: «En este supuesto no solamente es que no haya acuerdo
y no solamente es que no se ponía en peligro la seguridad jurídica, sino que nos
encontramos ante una misma sesión de un Pleno Extraordinario, celebrada en
unidad de acto, que acuerda dar entrada al capital privado en la EMSFM, por
mayoría absoluta, dentro del ámbito de un Pleno de debate, sin ningún expedien-
te administrativo, de los que hay reiterados precedentes como consta en los infor-
mes de la Secretaría General ...».

20 Esta falta de pronunciamiento se corrobora con las alegaciones del Ayun-
tamiento de Madrid que textualmente señalan que «objetivamente el Ayuntamien-
to deseaba aportación económica externa y gestión para salvar a la EMSFM,
pero hubiesen sido admisibles ofertas sólo de aportación económica, aunque no
eran probables» (párrafo parcialmente modificado como consecuencia de las ale-
gaciones).

21 Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.

22 La imprecisión en la fijación del objeto del contrato se corrobora con las
propias alegaciones del actual Gerente de la EMSFM en las que se señala, por un
lado, que «... el objeto (del concurso) es la integración del capital privado en la
Empresa Mixta...», por otro, «... lograr la integración del capital privado en la
gestión de la Empresa Mixta...» y, finalmente, «... el objeto de la naturaleza del
contrato de gestión de servicios públicos...».

23 La modificación de los Estatutos de la EMSFM liberando la restricción a
la transmisibilidad de las acciones se realizó el 21-12-92, es decir, un día antes de
la adjudicación.

24 Contrariamente a lo señalado en las alegaciones del Ayuntamiento de
Madrid, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justi-
cia de Madrid no se pronunció sobre el pliego, sino tan sólo sobre la no suspen-
sión de la ejecución del acuerdo de adjudicación (párrafo modificado como con-
secuencia de las alegaciones).

25 En relación con las alegaciones hay que señalar que las oscilaciones sobre
la valoración de una empresa son perfectamente posibles; ahora bien, la Corpora-
ción, una vez asumido un valor de la EMSFM, debió haber fijado un importe
mínimo por debajo del cual no se pudiera admitir ninguna oferta.



h) El plazo para el pago del precio quedó indetermi-
nado, pues, según la cláusula novena del pliego en rela-
ción con la cuarta, el pago deberla tener lugar en los 30
días siguientes a la notificación de la finalización de las
operaciones necesarias para la adjudicación definitiva,
sin especificarse cuales eran éstas.

i) Se adujo, injustificadamente, que la circunstancia
anterior era, por si misma, causa habilitante para la exen-
ción de garantía definitivas 26.

j) Tampoco se estableció en el pliego si la entrada
en el capital de la sociedad implicaría la asunción de res-
ponsabilidades de gestión ni se fijaron, en consecuencia,
condiciones para la retribución al adjudicatario por este
concepto.

k) La tramitación de urgencia del expediente de pri-
vatización, propuesta y aprobada por el Pleno de 7 de
octubre de 1992, no resulta motivada ni justificada en
alguno de los supuestos establecidos en el artículo 116
del TRRL 27.

4.3 Valoración económica v financiera de la Empresa

La determinación del valor de una empresa como la
EMSFM en circunstancias lejanas al libre mercado, en el
que aquélla se obtiene por el precio que impone la con-
fluencia de la oferta y la demanda, no es un problema sen-
cillo dado que está influenciada por variables exógenas a
la propia entidad y no exentas de subjetividad. De hecho,
la misma empresa tendrá valores diferentes en función de
factores tan difícilmente mensurables como, por ejemplo,
el riesgo de cambios futuros, la tendencia del sector, la
variación de los tipos de interés, el plazo y la forma en
que se materializará la reversión de lo invertido, etc.

No obstante lo anterior, para una adecuada interpreta-
ción de la situación económica y financiera de la Empre-
sa en el momento previo a su privatización parcial, hay
que tener en consideración las siguientes observaciones:

a) La cifra de ingresos refleja un crecimiento soste-
nido, en tanto que el número de servicios propios presta-
dos presenta una evolución errática, como se resume en
el siguiente detalle:

La conjunción de ambos factores originó que el ingre-
so medio por servicio prestado pasase de 186.464 pese-
tas en 1990 a 339.988 pesetas en 1993. Esta situación
sólo pudo darse debido al tipo de negocio y al carácter
monopolístico de la Empresa, que permite que las cifras
de ingresos se incrementen mientras el número de servi-
cios prestados disminuye.

b) Los resultados de explotación fueron positivos
en todos los ejercicios comparados, con excepción de
1991, año en el que los gastos fijos aumentaron en un 18
por 100 y los financieros en un 188 por 100.

También debe considerarse que en las pérdidas de
1991 influyó el hecho de que la tarifa no experimentase
un crecimiento acorde con los gastos. Sin embargo, en
1992 ésta aumentó en un 16 por 100 respecto de los pre-
cios que estuvieron vigentes durante la mayor parte de
1991, por lo que, de haberse actualizado con anteriori-
dad, el resultado de explotación no hubiese sido negati-
vo. No obstante lo anterior, si se hubiesen considerado
los intereses del endeudamiento afecto a nuevas inver-
siones como mayor valor de adquisición, la tarifa vigente
en 1991 hubiese sido suficiente para cubrir los gastos de
la Empresa 28.

c) Las pérdidas de 1991 y 1992, últimos ejercicios
previos a la privatización parcial de la Sociedad, no se
produjeron como consecuencia de.la actividad ordinaria
de la Empresa sino por los gastos atípicos que, en con-
junto, supusieron un mayor coste de 1.632 millones de
pesetas 29.

Como consecuencia de lo señalado anteriormente, las
expectativas de la Empresa a fin de 1992, momento en el
que se produce la privatización parcial del capital social,
no eran especialmente negativas.

Asimismo, a efectos de concretar el cálculo del valor
contable de la Empresa en dicha fecha, es preciso señalar
lo siguiente:

— Según se detalla en el epígrafe 5.2 de este Infor-
me, el Ayuntamiento de Madrid condonó a la EMSFM
una deuda de 2.275 millones de pesetas, generada por
gastos y suplidos de personal funcionario del Ayunta-
miento que vino prestando servicios en los cementerios 30.

— La operación anterior se contabilizó en 1993 sin
considerarla sujeta a tributación por el Impuesto sobre
Sociedades, cuando la EMSFM ya habla perdido la boni-
ficación del 99 por 100 sobre la cuota de la que gozó
mientras fue de integra titularidad municipal, por lo que
la condonación, tal como fue contabilizada, presentaba
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26 No se puede aceptar la pretensión de las alegaciones, dado que las garantías
tienen que depositarse en la Caja de la Corporación y estar expresamente afectas al
cumplimiento del contrato, sin que en los artículos 75 del RCCL, 113 de la LCE
y 350 del RGCE, se prevea la «prima de emisión» como forma de Garantía contrac-
tual.

27 En ningún momento de la formación del expediente se motiva la urgencia,
sin aportar al mismo ninguna de las causas concretas argumentadas en las alega-
ciones del Ayuntamiento de Madrid, especialmente la situación de la Empresa.

Por otra parte, la urgencia en la tramitación del expediente no se corroboró
con la celeridad de las actuaciones, ya que desde el 28 de julio de 1992, fecha en
que según el Ayuntamiento se expone la situación de la EMSFM, hasta el 10 de
septiembre no se inicia el expediente y la aprobación del pliego se pospone del
orden del día del Pleno del 30 de septiembre al del 7 de octubre.

28 Al respecto, en el epígrafe 2.2.4. Gastos financieros de los capitales aje-
nos utilizados en la financiación de inversiones hasta su puesta en funcionamien-
to se evalúa el efecto de estos gastos para este ejercicio en 260 millones de pese-
tas, lo que, en consecuencia, supone que el resultado de explotación podía haber
sido positivo en 82 millones de pesetas.

29 En concreto, el coste de funcionarios del Ayuntamiento de Madrid impu-
tado en estos dos últimos ejercicios ascendió a 932 millones de pesetas y la actua-
lización del déficit del fondo de pensiones, estimada en 770 millones de pesetas,
se realizó exclusivamente con cargo al ejercicio 1992.

30 Las tres ofertas presentadas exigían esta condonación y no incluían dicho
pasivo en la valoración de la Empresa.



un riesgo fiscal valorado en 796 millones de pesetas (el
35 por 100 de 2.275 millones de pesetas).

De todo ello se deduce que el neto patrimonial al cie-
rre de 1992 era el siguiente:

Este valor viene determinado en función de los crite-
rios contables aplicados por la Sociedad y ajustados al
PGC. Si hubiese optado por el Aterimiento de la actuali-
zación de los déficits del fondo de pensiones (212 millo-
nes de pesetas —apartado 2.2.1 de este Informe—) y
capitalizado los gastos financieros de los recursos ajenos
utilizados en la financiación de las inversiones hasta su
puesta en funcionamiento (1.150 millones de pesetas 
—apartado 2.2.4—), criterios ambos permitidos asimis-
mo por el PGC, el neto patrimonial resultante se elevaría
a 2.735 millones de pesetas 31.

4.4 Adjudicación 32

La adjudicación de cualquier operación de este tipo, por
su eficacia, debe tender a la mejor satisfacción de los inte-
reses en juego —públicos y patrimoniales de la Adminis-
tración—, debiendo partir para su consecución, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 115. del RGCE, de
la fijación de unos criterios objetivos que hubiesen servido
de base para la adjudicación del contrato por el Ayunta-
miento de Madrid. Por el contrario, como se ha señalado en
el apartado 4.2, la imprecisión que ha presidido todo el pro-
ceso, el carácter ambiguo del pliego de condiciones 
—dejando muchas cuestiones abiertas e inconcretas—, la
laxitud en la determinación del objeto del contrato y la falta
de precisión de los criterios que se emplearían para valorar
las ofertas —que provocó la presentación de proposiciones
heterogéneas que dificultan su comparación, lo que no per-
mite conocer si la del adjudicatario era la mejor de las tres
que se presentaron 33— favorecieron una decisión no moti-
vada de la Administración, tanto respecto a la adjudicación
finalmente acordada como si aquélla lo hubiera sido en
favor de cualquiera de los otros dos licitadores 34.

No obstante, respecto a la adjudicación a la Empresa
Funespaña, S. L., es preciso señalar lo siguiente:

a) La proposición económica nominativamente
ascendió a 4.058 millones de pesetas, aunque dicha cuan-
tía no correspondía a un precio cierto y cerrado, sino que
era el resultado de una serie de valoraciones de determi-
nados pasivos de la propia EMSFM, unos efectivos y
otros presuntos. En consecuencia, no se puede aceptar
que la propuesta económica reflejase un verdadero pre-
cio, ya que la participación en el patrimonio neto de la
Sociedad es condición inherente a la calidad de accionis-
ta en la misma proporción en que éste participe en el
capital social, sin necesidad de declaración de voluntad y
sin posibilidad de negociación. En definitiva, el objeto
del contrato consistió en enajenar parte del neto patrimo-
nial —diferencia entre el valor de los activos y los pasi-
vos exigibles—, por lo que en la oferta de Funespaña, S. L.
se confundía el objeto con el precio.

Además, la cláusula cuarta del pliego de condiciones
señalaba que «el pago del precio total de la adjudicación
se ingresará por el adjudicatario en la Tesorería Munici-
pal...», por lo que la proposición económica de las ofer-
tas debía consistir en un importe fijo y determinado, no
admitiéndose ningún otro medio de pago que no fuese el
ingreso en metálico en las arcas municipales 35.

b) La única contribución firme que contenta la pro-
posición consistía en la aportación de 200 millones para
«con carácter inmediato cubrir el neto patrimonial
negativo». Como en definitiva esta aportación constituyó
el verdadero precio del contrato, la operación se realizó
con una baja del 86,4 por 100 sobre el valor tipo de la
licitación 36.

c) La oferta del adjudicatario simultáneamente pro-
ponga la adquisición del 49 por 100 del capital de la
Sociedad y la suscripción integra de una ampliación de
capital, lo que, de haberse llevado a cabo en los términos
literales de la oferta, hubiese convertido al Ayuntamiento
en accionista minoritario.

El objeto del contrato se materializó el 8 de febrero
de 1993 mediante la suscripción por Funespaña, S. L. de
las 9 acciones de una ampliación de capital de 90.000
pesetas, con una prima de emisión de 199.910.000 pese-
tas Sin embargo, para otorgarle la titularidad del 49 por
100 del capital social resultante, el Ayuntamiento tuvo
que transferirle 16.800 acciones nominativas, lo que se
instrumentalizó en póliza intervenida por fedatario públi-
co por un precio simbólico de 100 pesetas.

d) La ampliación de capital que dio origen al desem-
bolso de Funespaña, S. L. estaba indebidamente funda-
mentada ya que, como anteriormente se ha señalado, al
aceptarse la condonación de la deuda con el Ayunta-
miento, la situación patrimonial de la EMSFM no era
negativa. Además, este hecho ya quedó patente en el
informe del Interventor General del Ayuntamiento de
Madrid que valoró el neto patrimonial de la Empresa en
2.241 millones de pesetas, cuyo 49 por 100 ascendía a
1.098 millones de pesetas.
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31 El Interventor General del Ayuntamiento de Madrid, en el informe previo
a la privatización, valoró el neto patrimonial de la Sociedad en 2.241 millones de
pesetas.

32 Contra la adjudicación se han interpuesto 2 recursos contencioso-admi-
nistrativos (números 412/93 y 1561/93), sin que a la fecha del cierre de los traba-
jos de fiscalización conste que hayan sido resueltos.

33 Respecto al contenido de las alegaciones indicando la existencia de un
informe de un consultor privado en el que se reconoce que la oferta de FUNES-
PAÑA, S. L. era la mejor de las presentadas, hay que indicar que dicho informe
está fechado el 13 de diciembre de 1993, es decir, un año después de la privatiza-
ción y emitido a solicitud de la propia EMSFM, una vez que la gestión estaba
encomendada a FUNESPAÑA, S. L. (párrafo modificado parcialmente como
consecuencia de las alegaciones) .

34 Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.

35 Párrafo parcialmente modificado como consecuencia de las alegaciones.
36 Aunque en las alegaciones se señala que la oferta del adjudicatario asumía

todas las contingencias y obligaciones no reflejadas en balance o derivadas de
pleitos de la empresa, ni en la propuesta de FUNESPAÑA, S. L. ni en el informe
valorativo de las ofertas en el que se propuso la adjudicación, se manifestaron
estas circunstancias.



e) Según la oferta, las aportaciones económicas que
procedieran como consecuencia del contrato se ingresa-
rían en la Sociedad, lo que parece contrario a lo estable-
cido en la cláusula cuarta del pliego que, como se ha
transcrito, exigía que el precio se abonase en la Tesorería
Municipal. El pago de la operación se realizó conforme a
la oferta del licitador y no de acuerdo al pliego que regu-
laba la adjudicación, mediante el desembolso por Funes-
paña, S. L. de los 200 millones de pesetas en la tesorería
de la EMSFM y no en la del Ayuntamiento de Madrid.

f) En la oferta se aceptaba la cobertura de la prorra-
ta del déficit del fondo de pensiones, que se estimaba en
1.200 millones de pesetas, señalando que ésta se podría
«llevar a cabo con los propios recursos generados a partir
de su adjudicación» y se afirmaba que, en su caso, se pro-
veerla a la EMSFM «de fondos para dar cobertura a este
proyecto». No obstante, dado que el citado déficit fue
absorbido íntegramente con cargo a los resultados
de 1992, esta proposición careció de valor.

g) La oferta de Funespaña, S. L. no exigía que la
dirección o gerencia de la EMSFM recayera en alguna
persona de su confianza, sino que ésta seria una decisión
del Consejo de Administración, en el que los represen-
tantes del Ayuntamiento tendrían la mayoría en caso
necesario.

Sin embargo, sin exigir para si las responsabilidades
de gestión, la adjudicataria solicitó una retribución por
su «gestión corporativa» del 20 por 100 de los benefi-
cios netos antes de impuestos, añadida a la inherente por
su calidad de accionista.

Como en su día advirtió el Interventor General del
Ayuntamiento de Madrid, esta condición de la oferta ha
determinado que Funespaña, S. L. reciba una retribu-
ción del 65 por 100 de los beneficios después de impues-
tos, en tanto que al Ayuntamiento le corresponde el 35
por 100 37.

h) No quedaron suficientemente concretados los
derechos y obligaciones mutuos entre el Ayuntamiento
de Madrid y Funespaña, S. L. para los casos en que
pudieran quedar sustancialmente modificadas las condi-
ciones que dieron origen a la oferta. En concreto, en la
memoria de la oferta se detallan algunas situaciones por
las cuales Funespaña, S. L. podrá instar al Ayuntamiento
el rescate de su participación e, incluso, se detalla el sis-
tema para calcular la cuantía que deberla pagarse, sin que
estos requisitos se especifiquen en la propuesta propia-
mente dicha, ni hayan quedado posteriormente reflejados
en el contrato administrativos 38.

i) La adjudicación se realizó con informe desfavo-
rable del interventor General del Ayuntamiento de
Madrid.

j) La sociedad Funespaña, S. L. se constituyó el 8
de octubre de 1990 y a la fecha de publicación del pliego

para la adjudicación del concurso tenga un capital social
de 50 millones de pesetas, que fue ampliado en otros 50
millones de pesetas el 7 de noviembre de 1992.

Pese a no disponer de la capacidad financiera sufi-
ciente para hacer frente a la oferta presentada, el Ayunta-
miento aceptó el compromiso de la licitadora de realizar
cuantos actos fuesen necesarios para «consumar la adju-
dicación de la oferta... y poder suscribir la ampliación de
capital que se pretende».

5. OTRAS ACTUACIONES ECONÓMICO-FINAN-
CIERAS DE ESPECIAL RELEVANCIA

5.1 Funcionarios del Ayuntamiento de Madrid al servi-
cio de la Empresa

El Ayuntamiento de Madrid, desde julio de 1987, ha
venido presentando una serie de liquidaciones a la
EMSFM por «personal al servicio de cementerios», que
ésta consideraba gasto propio y contabilizaba como gasto
de personal. No obstante, la Empresa no abonaba regu-
larmente al Ayuntamiento dichos cargos, por lo que, a
septiembre de 1992, la empresa debía por este concepto
al Ayuntamiento 2.274.747.645 pesetas La composición
de este saldo obedece a las siguientes operaciones:

Las características del personal que producía las
correspondientes liquidaciones eran las siguientes:

a) Se trataba de funcionarios del Ayuntamiento de
Madrid, en servicio activo en éste, que cobraban sus
haberes por el Ayuntamiento y no por la EMSFM. En
concreto en 1992, fueron 147 personas (90 oficiales, 14
ayudantes, 10 encargados, 32 operarios y 1 capellán).
Asimismo, tampoco consta que se hubieran formalizado
comisiones de servicio, aun cuando en alguna documen-
tación analizada se manifiesta que el colectivo se encon-
traba en dicha situación. De conformidad con el artículo
17 del Reglamento de Situaciones Administrativas de los
Funcionarios de la Administración del Estado, aprobado
mediante Real Decreto 730/1986, de 11 de abril 39, estos
funcionarios debieron haber sido declarados por el Ayun-
tamiento en excedencia voluntaria e integrarse, a todos
los efectos, en la plantilla de la Empresa.

b) Las liquidaciones o cargos que reconocía la
EMSFM respondían al cálculo de haberes que realizaba

39 Aplicable a los funcionarios de Administración Local en virtud de lo dis-
puesto en el artículo 140 del TRRL.
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37 En relación con los beneficios alcanzados a partir del momento de la pri-
vatización, hay que señalar que en el ejercicio 1994 y siguientes quedaron fuera
del ámbito temporal de esta fiscalización. No obstante, para interpretar correcta-
mente las cifras aportadas en las alegaciones, deberían ponerse en relación con la
cifra de ventas, número de servicios prestados y tarifas vigentes en cada ejercicio,
información que no se aporta ni por el Ayuntamiento de Madrid ni por la
EMSFM.

38 Párrafo parcialmente modificado como consecuencia de las alegaciones.



el Departamento de Programación de Personal del
Ay.untamiento de Madrid, e incluía las retribuciones del
personal y las cuotas de la Corporación a la extinta
Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración
Local (MUNPAL), sin que tales liquidaciones hubiesen
sido fiscalizadas por la Intervención General del Ayunta-
miento de Madrid.

c) Los derechos reconocidos en el Ayuntamiento
como deuda pendiente de la EMSFM no tenían exacta
correspondencia con las liquidaciones practicadas. La
evolución de los derechos contraídos por el Ayuntamien-
to fue la siguiente:

El Ayuntamiento consideraba las nóminas de este per-
sonal igual que las restantes de la entidad, sin diferencia-
ción respecto de otro personal al servicio directo de la
Corporación. En consecuencia, la presupuestación y
autorización de los créditos, el reconocimiento de las
obligaciones y los pagos se realizaban con cargo al capi-
tulo 1 —Gastos de personal— de su propio presupuesto,
sin que correlativamente se produjese la contabilización
del derecho de cobro por el importe de las liquidaciones
presentadas a la Empresa, sino que con posterioridad se
reconocía un ingreso por transferencia corriente o como
reintegro de pago, por otras cantidades, si bien al cierre
de 1992 los derechos y obligaciones respectivos coinci-
dían.

d) No se presentaron liquidaciones correspondien-
tes al 4.º trimestre de 1992. Esta interrupción sólo res-
ponde, en el contexto del proceso de privatización, a que
se advirtió la inconsistencia de estas operaciones y su
difícil aceptación por los licitadores posibles, lo que pos-
teriormente se ratificó, ya que ninguna de las tres ofertas
presentadas al concurso de adjudicación aceptó la deuda
acumulada ni el coste de este personal.

Además, en relación con esta operación, hay que
señalar lo siguiente:

— No quedaron correctamente instrumentalizadas
estas liquidaciones, toda vez que no consta ningún acuer-
do que determinase el régimen por el cual la EMSFM tuvo
que soportar los costes que le imputaba el Ayuntamiento.
Asimismo, talos transacciones deberían haberse formali-
zado en facturas, al constituir una prestación de servicios
del Ayuntamiento, con un objeto determinado (vigilancia
y mantenimiento de cementerios), de carácter habitual y
periódico y a titulo oneroso para la EMSFM. En conse-
cuencia, estas operaciones debieron haber estado sujetas a
tributación por el Impuesto sobre el Valor Añadido.

— No existía ningún vinculo laboral entre el perso-
nal que originaba las liquidaciones del Ayuntamiento y la

EMSFM, por lo que estos gastos, una vez aceptados por
la Empresa, deberían haberse considerado como gastos
por «Servicios exteriores» y no como «Gastos de perso-
nal», de conformidad con las definiciones y relaciones
contables del PGC.

5.2 Compensación de la deuda con el Ayuntamiento de
Madrid

Las diferentes actuaciones y estudios realizados
para buscar soluciones a la situación de la Sociedad
consideraron que la deuda con el Ayuntamiento no
suponía un verdadero exigible 40. En este sentido, son
de destacar las reuniones del Consejo de Administra-
ción de 22 de septiembre y 2 de octubre de 1992, en las
que se acordó el aumento del capital social de la
Empresa mediante la aportación no dineraria del Ayun-
tamiento por capitalización de la deuda de la Sociedad.
De esta manera el capital social pasaría a ser de 2.617
millones de pesetas, del que podría transferirse a terce-
ros hasta el 49 por 100. A fin de llevar a cabo lo acor-
dado, el propio Consejo de Administración convocó la
Junta General Extraordinaria de Accionistas para el
inmediato 14 de octubre.

Sin embargo, en lugar de proceder con el criterio del
Consejo de Administración, el Ayuntamiento de Madrid,
el 7 de octubre (cinco días después de que aquél se mani-
festase) convocó el concurso para la adjudicación del 49
por 100 del neto patrimonial de la Sociedad.

Las tres ofertas presentadas exigían la condonación o
compensación de la deuda y no incluían dicho pasivo en
la valoración de la empresa ni, por ende, en el precio que
ofertaban por el 49 por 100 de la titularidad de la Socie-
dad. En consecuencia, una vez adjudicado el concurso, el
Ayuntamiento asumió este compromiso mediante acuer-
do del Pleno de 26 de febrero de 1993, en el que se apro-
bó una aportación municipal extraordinaria, sin carácter
de subvención, a la EMSFM, por el importe de la deuda
que la misma tiene con este Ayuntamiento por los gastos
y suplidos del personal funcionario en comisión de servi-
cios en la mismas 41, generada durante los ejercicios de
1987 a 1992 y cifrada al 30 de septiembre de 1992 en
2.274.747.645 pesetas.
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40 Las alegaciones vienen a confirmar la opinión del Tribunal, a pesar de lo
reflejado en los balances de situación. En relación con el posicionamiento mante-
nido en las alegaciones, hay que señalar que ni la memoria de las cuentas anuales
de 31-12-92 y el correspondiente informe del auditor privado se indicaba la exis-
tencia de la condonación de la deuda, aunque los referidos documentos relativos
a 31-12-91 no manifestaron reserva alguna. Asimismo, es preciso señalar que lo
indicado en las alegaciones es discrepante con los documentos facilitados por el
propio Ayuntamiento de Madrid, en los que el Concejal Delegado del Área de
Régimen Interior y Personal comunica a la propia EMSFM y al auditor privado
que a 30 de septiembre de 1992 «el importe de la deuda acreditada es líquido,
está vencido y es exigible en su totalidad a la mencionada fecha de 30 de sep-
tiembre de 1992», cuyas copias se acompañan en el anexo 10.

Por consiguiente, no puede aceptarse que con anterioridad al proceso de priva-
tización ya estuviese acordado que la deuda entre la EMSFM y el Ayuntamiento
fuese a condonarse, ya que cabían otras soluciones como la conversión en capital
social, tal y como renta previsto el Consejo de Administración.

41 En el subapartado 5.1. Funcionarios del Ayuntamiento de Madrid al servi-
cio de la Empresa ya se comenta la irregular situación administrativa de estos
funcionarios, que no producían los efectos previstos de la situación en comisión
de servicios.



Al respecto deben señalarse las siguientes observa-
ciones:

a) Desde un punto de vista económico-presupuestario
este tipo de aportación sólo puede considerarse como sub-
vención, pese a la declaración formal del texto del acuerdo.
Esta aportación, sin embargo, no implicó movimientos de
tesorería, sino que se fue realizando «en formalización»
por compensaciones parciales de la obligación que nacía
en este acto con los derechos previamente reconocidos.

b) Aún cuando la compensación obedece a la exi-
gencia del adjudicatario, en el expediente administrativo
se aduce que el objetivo de la operación era compensar a
la EMSFM de las inversiones en los cementerios y cuyo
gasto correspondía al Ayuntamiento de Madrid. Con
independencia de la forma, desde un punto de vista jurí-
dico-financiero, esta operación supuso la condonación
de la deuda.

c) El acuerdo, de eminente contenido económico-
presupuestario, se realizó sin la habilitación de los crédi-
tos necesarios circunstancia nos fue debidamente adverti-
da por el Interventor General del Ayuntamiento. De
conformidad con la normativa de aplicación, con carácter
previo a la adopción del acuerdo debería haberse modifi-
cado el. presupuesto del ejercicio, mediante la aprobación
de un crédito extraordinario contra el que cargar los 2.275
millones de pesetas de la operación. Sin embargo, el
acuerdo presentaba las siguientes deficiencias:

— La imputación temporal del gasto no se realizó en
el ejercicio 1993, que fue en el que se adoptó el acuerdo
de compensación, sino que se repercutió a lo largo de tres
presupuestos de acuerdo a la siguiente distribución:

Año 1993: 14.747.645
Año 1994: 1.130.000.000
Año 1995: 1.130.000.000

— La imputación de las citadas cantidades quedó
supeditada a las disponibilidades presupuestarias de
dichos ejercicios.

— La operación no quedó registrada entre los gastos
del Ayuntamiento con cargo a ejercicios futuros.

d) El hecho de que la compensación de la deuda se
realizase con posterioridad a la privatización permitió
ofrecer un situación patrimonial de la EMSFM sensible-
mente más negativa que la real, lo que pudo provocar una
limitación a la concurrencia de las ofertas.

e) Esta operación, nacida una vez que Funespaña, S. L.
se había incorporado al accionariado de la Sociedad,
supuso un beneficio extraordinario para la EMSFM de
2.275 millones de pesetas que, aunque se contabilizó en
1993, corresponde al ejercicio 1992. Por ello, a instancia
del Interventor del Ayuntamiento, quedó contabilizada
como ingreso procedente de ejercicios anteriores, a fin de
que dicho importe no fuese considerado en la determina-
ción del canon de gestión a favor de la adjudicataria.

f) El Interventor General del Ayuntamiento de
Madrid ha venido exigiendo que una parte de las reser-
vas voluntarias de la Sociedad se clasifiquen adecuada-

mente a fin de que se formalice la no disponibilidad de
las que se originaron como consecuencia de actuaciones
realizadas con anterioridad a la privatización, sin que
hasta el momento de redactar este Informe se hayan
tomado los acuerdos oportunos 42.

5.3 Cuestiones fiscales

La Empresa, al 31 de diciembre de 1993, se encontra-
ba abierta a inspección fiscal por los ejercicios 1989 a
1993, si bien durante el período fiscalizado estaban pen-
dientes de resolución definitiva los siguientes recursos
interpuestos contra actas levantadas por la Inspección
Tributaria:

En relación con el impuesto sobre Sociedades relati-
vo a los ejercicios 1983 a 1986 hay que señalar que la
EMSFM consideró como gasto deducible las amortiza-
ciones del inmueble de la sede social y de las inversio-
nes en cementerios y, a su vez, practicó las correspon-
dientes deducciones de la cuota por inversiones. La
Inspección inicialmente no consideró correcto este crite-
rio ya que la Sociedad no podía acreditar suficientemen-
te la titularidad del inmueble y de la gestión en cemente-
rios, por lo que levantó las correspondientes actas.
Finalmente, la Inspección notificó el 12 de febrero de
1991 que aceptaba las amortizaciones y deducciones
practicadas por el inmueble pero no así las correspon-
dientes a las inversiones en cementerios. No obstante,
desde dicha fecha la Sociedad no recibió ninguna notifi-
cación, dejando la Administración Tributaria prescribir
la deuda tributaria, lo que comunicó a la Sociedad el 22
de marzo de 1992.
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42 Con fecha 11 de noviembre de 1997, vencido el plazo de alegaciones, se
recibió en el Tribunal de Cuentas escrito del Excmo. Sr. Alcalde-Presidente del
Ayuntamiento de Madrid, al que adjunta comunicación del Presidente de la
EMSFM, de la misma fecha, cuyo contenido literal es el siguiente:

«A la vista de la carta-informe de fecha 10 de noviembre de 1997 que me
envía el Gerente de la EMSFM, S. A., paso a poner en tu conocimiento lo siguien-
te: En la Junta General de accionistas de 1994 de esta Empresa se acordó repartir
únicamente los beneficios de explotación a partir del 1 de enero de 1993, sin
incluir los ingresos generados en anteriores ejercicios.

Asimismo quiero comunicarte que en base al acuerdo unánime del Pleno de
27 de Junio de 1996 y una vez en vigor la ordenanza de 21 de marzo de 1997,
deben modificarse los Estatutos por los que se rige esta Sociedad, adaptándolos a
la nueva legalidad y en consecuencia, previo cumplimiento de los requisitos lega-
les establecidos, la reserva de los 2.274.000.000 millones de pesetas sería exigi-
ble por el Ayuntamiento».

43 No se puede aceptar la pretensión manifestada en las alegaciones del
actual Gerente de la EMSFM, en relación con la consideración de «deuda exigi-
ble» al importe de las actas recurridas pendientes de resolución por la Adminis-
tración Tributaria. Tal y como se recoge en las memorias contables y en los infor-
mes del auditor, había suficientes indicios para considerar que las actas no
llegarían a liquidarse.



Hasta 1992, la EMSFM, por su carácter de empresa
de íntegra titularidad municipal, gozó de una bonifica-
ción del 99 por 100 de la cuota por el Impuesto sobre
Sociedades, de conformidad al artículo 25.a.1 de la
Ley 61/1978, de 27 de diciembre, reguladora de este tri-
buto. A partir de 1993, tras la privatización parcial del
capital, perdió este beneficio fiscal.

Con referencia a las liquidaciones del Impuesto de
Sociedades, la EMSFM ha mantenido criterios dispares.
ordinariamente, los cargos del Ayuntamiento por los ser-
vicios de funcionarios en cementerios se consideraron
gasto deducible, mientras que, posteriormente, la com-
pensación de la deuda por la acumulación de los mismos,
acordada y contabilizada con posterioridad a la privatiza-
ción parcial, no se consideró ingreso integrante de la base
imponible.

No obstante, tras advertirse los riesgos fiscales de la
operación, a fin de que la compensación de la deuda no
constara como ingreso producido en 1993, se practicaron
declaraciones complementarias de la liquidación del
Impuesto sobre Sociedades de ejercicios anteriores, no
deduciendo de la base este gasto y, respecto de la de
1993, el Consejo de Administración acordó impugnar la
autoliquidación presentada, para que fuese la Adminis-
tración Tributaria la que determinase la procedencia o no
de los criterios adoptados.

Este proceder no fue aceptado por la Intervención
General del Ayuntamiento de Madrid, que manifestó en
su informe de control financiero que «con independen-
cia de la verdadera naturaleza jurídica o económica
aplicable a la aportación realizada por el Ayuntamien-
to,..., el ingreso forma parte de la base imponible a efec-
tos del Impuesto de Sociedades, pudiendo quedar con-
dicionada su imputación temporal, desde el punto de
vista fiscal, por los criterios de contabilización adopta-
dos».

No obstante, la Administración Tributaria no se ha
manifestado sobre la procedencia de estas actuaciones.

5.4 Deudores incobrados

LA EMSFM mantuvo hasta 1989 la tarifa de conser-
vación de cementerios, con la que compensaba, en parte,
los gastos directos. Regularmente venia clasificando las
deudas pendientes como derechos de dudoso cobro y
dotando una provisión del 100 por 100 del saldo pen-
diente. Los derechos derivados de esta tarifa experimen-
taron la siguiente evolución durante los ejercicios fiscali-
zados:

Como puede apreciarse, los saldos pendientes tenían
una cierta relevancia mientras que los cobros fueron muy
poco significativos, a lo que contribuyó el hecho de que
la sociedad no utilizase la exacción por vía de apremio,
como establece el artículo 155 del. RSCL.

Los saldos reconocidos y no cobrados de otros deu-
dores al cierre de 1993 eran los siguientes:

Respecto de estos derechos, sobre los que no se pro-
dujo cobro alguno durante 1992 y 1993, la EMSFM no
ejercitó la vía judicial para su recaudación.

Por otra parte, los saldos a fin de ejercicio por la fac-
turación a hospitales, principalmente públicos, presenta-
ban una antigüedad superior a los seis meses, debido al
lento proceso de pago de estas instituciones. Además,
debido a su particular sistema contable, no se obtuvieron
confirmaciones que permitieran contrastar los registros
de la EMSFM.

6. CONCLUSIONES

6.1 Sobre los servicios públicos gestionados por la
Sociedad

La EMSFM se constituyó en 1966 como empresa
mixta del Ayuntamiento de Madrid para la gestión de los
servicios funerarios en su término municipal. Cuando en
el año 1985 el Ayuntamiento adquirió la integra titulari-
dad del capital, la Empresa comenzó a prestar, además,
los servicios de cementerios. Tras esta etapa de gestión
directa, a finales de 1992 se privatizó el 49 por 100 de la
Sociedad. No obstante, no quedaron fundamentadas las
diferentes modificaciones de la forma de gestión de estos
servicios públicos.

6.2 Sobre la situación patrimonial de la Sociedad

1.ª Las cuentas anuales de la EMSFM presentan la
información necesaria y suficiente para su adecuada
interpretación y comprensión y han sido formadas de
conformidad con los principios de contabilidad estable-
cidos en el PGC. No obstante, en el balance de situación
a 31-12-92 figuraba como deuda a favor del Ayunta-
miento 2.275 millones de pesetas y que, como se señala
en la memoria contable, finalmente no resultó exigible,
debido a las condiciones de los licitadores en el concur-
so para la adquisición del 49 por 100 del capital de la
Sociedad 45.

45 La adjudicación se acordó el 22 de diciembre de 1992, aunque la compen-
sación de esta deuda se formalizó el 26 de febrero de 1993.

44 En 1993 se dan de baja todos los derechos de cobro con origen en el ejer-
cicio 1986, por compensación con la provisión para insolvencias de tráfico.
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Por otra parte, teniendo en cuenta que la compensa-
ción de la deuda de la Sociedad con el Ayuntamiento
señalada en el presente Informe (2.275 millones de pese-
tas) se registró como ingreso extraordinario en el ejer-
cicio 1993 y no se incluyó en la base imponible del
impuesto sobre Sociedades, existía un riesgo fiscal valo-
rado en 796 millones de pesetas, del que no se recogen
en las cuentas anuales 431 millones de pesetas 46.

2.ª El deterioro de la situación patrimonial de la
EMSFM se debió al mantenimiento de unas tarifas sufi-
cientes para cubrir los gastos básicos de la explotación
del servicio, pero insuficientes para cubrir otros costes
de la Sociedad, como los de personal del Ayuntamiento
destinado en los cementerios y las dotaciones al fondo de
pensiones. Esta falta de equilibrio entre ingresos y gastos
comenzó a regularizarse en el propio ejercicio 1992,
antes del proceso de privatización, con medidas talos
como el incremento de los precios, la finalización de
determinadas inversiones, la suspensión temporal en la
construcción de nuevas unidades de enterramiento y el
cese de las liquidaciones del Ayuntamiento de Madrid
por personal funcionario 47.

6.3 Sobre el proceso de privatización parcial de la
Sociedad

1.ª En la tramitación de la privatización parcial se
han utilizado indistintamente los preceptos reguladores
del contrato de gestión de servicios públicos y los relati-
vos al contrato de contenido patrimonial. De hecho, la
privatización se cumplimentó alternando la utilización
de uno y otro régimen de forma discrecional 48.

2.ª El inicio del expediente de privatización se fun-
damentó en un Pleno del Ayuntamiento de Madrid, sobre
cuya naturaleza se pronuncia la Corporación de una
forma ambigua, considerándolo pleno de debate en cuan-
to a su planteamiento y resultado —negando fuerza eje-
cutiva a las propuestas aprobadas— y admitiendo, sin
embargo, que el desarrollo de la sesión (quórum legal de
asistencia, votación y aprobación de proposiciones) se
ajustó a las normas de funcionamiento del Pleno que
regulan el régimen de adopción de acuerdos 49.

3.ª La falta de una definición precisa del objeto del
contrato y la de un verdadero tipo de licitación, así como la
ausencia de criterios explícitos para la selección del adjudi-
catario en el concurso, son factores que impidieron valorar
cuál de las ofertas presentadas era la más ventajosa 50.

4.ª La adjudicación recayó en la Sociedad Funespaña,
S. L., cuya oferta presentaba contradicciones y falta de
concreción, especialmente la proposición económica,

que señalando un precio de 4.058 millones de pesetas,
sólo se concretó en la aportación de 200 millones de
pesetas, según se detalla en el subapartado 4.4.

5.ª El contrato administrativo en que se formalizó la
operación remitía expresamente a las condiciones del
pliego y de la oferta, por lo que no quedaron suficiente-
mente especificados todos los derechos y obligaciones
de cada una de las partes. Este hecho toma especial
importancia debido a la falta de concreción con que
quedó el Ayuntamiento de Madrid en relación con algu-
nas obligaciones exigidas por el adjudicatario, tales
como el rescate de la participación en la Sociedad y la
retribución específica por su gestión en la EMSFM 51.

6.4 Sobre otras actuaciones económico-financieras de
especial relevancia.

1.ª El Ayuntamiento de Madrid vino cargando a la
EMSFM los costes de los funcionarios que prestaban ser-
vicios en los cementerios. La deuda acumulada por este
concepto, que ascendía a 2.275 millones de pesetas, fue
compensada por acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de
26 de febrero de 1993, una vez privatizado el 49 por 100
de la EMSFM. Desde un punto de vista jurídico-finan-
ciero esta transacción consistió en una condonación, de
la que resultó favorecida Funespaña, S. L.

2.ª La Sociedad se ha visto beneficiada por la pres-
cripción de algunas deudas tributarias. No obstante,- el
tratamiento en el Impuesto sobre Sociedades dado a la
compensación de la deuda con el Ayuntamiento está pen-
diente de revisión por la Administración Tributaria y
pudiera tener una repercusión patrimonial valorada en
431 millones de pesetas.

7. RECOMENDACIÓN 52

Madrid, 28 de enero de 1998.—El Presidente del Tri-
bunal de Cuentas, Ubaldo Nieto de Alba.

ANEXOS

ÍNDICE DE ANEXOS

N.º ANEXO

1 Balances de situación.
2 Cuentas de pérdidas y ganancias.
3 Memoria.
4 Presupuesto patrimonial. Ejercicio 1992.
5 Presupuesto de resultados. Ejercicio 1992.
6 Presupuesto patrimonial. Ejercicio 1993.
7 Presupuesto de resultados. Ejercicio 1993.
8 Cuentas de pérdidas y ganancias. Clasificación

analítica.
9 Servicios prestados.

10 Escritos en relación con la deuda a favor del
Ayuntamiento de Madrid.
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46 A la fecha de cierre de la fiscalización se desconoce si la Administración
Tributaria ha revisado las actuaciones fiscales de la EMSFM y, en consecuencia,
si este riesgo pudiera devenir en un exigible cierto.

47 Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.
48 Contrariamente a lo señalado en las alegaciones del Ayuntamiento de

Madrid, los Autos de 8 de octubre de 1993 y 3 de enero de 1994 no se pronuncian
sobre el régimen jurídico y la tramitación de la privatización, sino que resuelven
que no ha lugar a la suspensión de la ejecutividad de los acuerdos de adjudicación
y de compensación de deuda recurridos (artículos 122 y 123 de la Ley de 27 de
diciembre de 1956, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa).

49 Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.
50 Párrafo parcialmente modificado como consecuencia de las alegaciones.

51 Párrafo parcialmente modificado como consecuencia de las alegaciones.
52 Apartado eliminado como consecuencia de las alegaciones.
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EMPRESA MIXTA DE SERVICIOS FUNERARIOS
DE MADRID, S. A.

MEMORIA CONTABLE DE LOS EJERCICIOS
1992 Y 1993

1. ACTIVIDAD DE LA SOCIEDAD

La Empresa Mixta de Servicios Funerarios de
Madrid, S.A. (EMSFM) se constituye el 15 de septiem-
bre de 1966, no habiéndose modificado su denominación
social desde su constitución. Su domicilio social actual
se encuentra en la calle Salvador de Madariaga, 11, de
Madrid. Su objeto social es la prestación de servicios
fúnebres, servicios de cementerios municipales de
Madrid y cualquier otra actividad que, directa o indirec-
tamente, esté relacionada o sea complementaria o vaya
dirigida hacia una mayor y más perfecta atención a los
usuarios de dicho servicio.

La sociedad realiza su actividad bajo una concesión
administrativa otorgada por el Excmo. Ayuntamiento de
Madrid, consistiendo en el servicio público de funeraria
y una encomienda del servicio de cementerios. Esta con-
cesión tiene validez por 50 años desde la fecha de consti-
tución de la EMSFM.

2. BASES DE PRESENTACIÓN DE LAS CUENTAS
ANUALES

A) Imagen fiel y principios contables

Las cuentas anuales se han preparado a partir de los
registros contables, habiéndose aplicado las disposicio-
nes legales en materia contable con objeto de presentar la
imagen fiel del patrimonio, la situación financiera y los
resultados de la Sociedad.

De acuerdo con los estatutos sociales aprobados en la
Junta General de fecha 21 de diciembre de 1992, la
Sociedad tiene una duración de cincuenta años a partir de
la fecha de su constitución, es decir hasta el 15 de sep-
tiembre de 2016. La Sociedad está aplicando los princi-
pios contables como si se tratara de una sociedad con
duración ilimitada.

En 1966 la Sociedad adquirió del Excmo. Ayunta-
miento de Madrid la concesión del servicio público de
funeraria.

Con motivo de la integración de capital privado en la
sociedad en virtud de los acuerdos del Pleno del Ayunta-
miento de Madrid celebrado el 22 de diciembre de 1992,
se hace necesaria la regularización del régimen jurídico
del Servicio de Cementerios. En este sentido, el Pleno
del Excmo. Ayuntamiento de Madrid, en sesión celebra-
da el 26 de febrero de 1993, acordó otorgar a la EMSFM
la concesión del Servicio de Cementerios, la cual se
extinguirá el 1S de septiembre de 2016.

B) Comparación de la información

Al objeto de facilitar la comparación de las cuentas
anuales de los ejercicios 1992 y 1993 con las respectivas
del ejercicio anterior, la Sociedad presenta sus cuentas
anuales de acuerdo con el Plan General de Contabilidad
aprobado por Real Decreto 1643/1990, de 20 de diciembre.

3. DISTRIBUCIÓN DE RESULTADOS

El Consejo de Administración propuso, y la Junta
General de Accionistas aprobó, la distribución de resul-
tados que se indica a continuación (en miles de ptas.):

4. NORMAS DE VALORACIÓN

Los criterios contables aplicados en relación con las
diferentes partidas son los siguientes:

A) Gastos de establecimiento

La única cuenta que incorpora es la de gastos de
ampliación de capital. La amortización anual se calcula
linealmente y el coeficiente de amortización utilizado es
el 20 por 100.

B) Inmovilizado inmaterial

Incorpora las cuentas propiedad industrial y aplica-
ciones informáticas, las cuales están valoradas a su pre-
cio de adquisición.

La dotación anual a la amortización de las aplicacio-
nes informativas se calcula por el método lineal en fun-
ción de la vida útil estimada. La cuenta de la propiedad
industrial se amortiza en un plazo máximo de cinco años.

Los coeficientes aplicados, que no superan los máxi-
mos fiscalmente permitidos, han sido adaptados, para el
ejercicio 1993, de acuerdo a la orden del Ministerio de
Economía y Hacienda de 12 de mayo de 1993, siendo los
siguientes:

C) Inmovilizado material

Los bienes comprendidos en el Inmovilizado material
se encuentran valorados a su precio de adquisición, el
cual incluye los gastos adicionales que se producen hasta
la puesta en condiciones de funcionamiento del bien; no
se incluyen gastos financieros.

Los costes de renovación, ampliación o mejora de los
bienes del inmovilizado material se incorporan al activo
en la medida en que supongan un aumento de su capaci-
dad, productividad o ampliación de su vida útil, y siem-
pre que sea posible conocer o estimar razonablemente el
valor neto contable de los elementos que, por haber sido
sustituidos, deban ser dados de baja del inmovilizado.

Los gastos de mantenimiento del inmovilizado mate-
rial se registran en la cuenta de reparación y conservación.
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La dotación anual a la amortización se calcula por el
método lineal, en función de la vida útil estimada de los
diferentes bienes.

Los coeficientes aplicados, que no superan los máxi-
mos fiscalmente permitidos, han sido adaptados, para el
ejercicio 1993, de acuerdo a la orden del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda de 12 de mayo de 1993. Los coeficien-
tes aplicados son los que se detallan a continuación (en por-
centaje):

Las inmovilizaciones materiales en curso se valoran
al precio de las certificaciones de obras de las fases del
proyecto de inversión. Este inmovilizado no se amortiza
hasta que las fases se encuentran terminadas y el coste se
traspasa a las cuentas de inmovilizado correspondientes.

Las unidades de enterramiento y obras de infraestruc-
tura en cementerios están realizándose sobre terreno
municipal del Excmo. Ayuntamiento de Madrid y los
importe netos al 31 de diciembre ascendían a la siguien-
tes cantidades (en ptas.):

Elementos afectos a libertad de amortización. Real
Decreto Ley 2/85, de 30 de abril

La Sociedad tiene en su patrimonio construcciones de
unidades de enterramiento afectas a libertad de amortización
según establece el Real Decreto Ley 2/85, de 30 de abril.

La amortización anual de estos elementos se calcula
aplicando los coeficientes establecidos para unidades de
enterramiento. La provisión libertad de amortización se
aplica anualmente a ingresos en el mismo porcentaje en
que se amortizan las unidades de enterramiento.

Expediente de expropiación del Cementerio de Barajas

Mediante anuncio publicado en el diario El País, el 12
de febrero de 1993 el Ministerio de obras Públicas y Trans-
portes, dio conocimiento al expediente 17/AENA/92,

ED/P, de relación de bienes y derechos afectados por el
citado proyecto, a efectos de expropiación forzosa «Aero-
puerto de Madrid-Barajas: Nueva zona aeroportuaria la
fase; B. plataforma de estacionamiento aeronaves y edifi-
cio terminal y accesos».

Entre las fincas afectadas en el término municipal de
Madrid Barajas, con el número 832-00, se recoge como
titular del cementerio que allí radica al Ayuntamiento de
Madrid y que pretende expropiarse de forma total.

D) Existencias

Los bienes comprendidos en las existencias comer-
ciales y elementos incorporables se encuentran valorados
al menor del precio medio ponderado de compra o precio
de realización. Los materiales deteriorados u obsoletos
se dan de baja del inventario.

E) Subvenciones en capital

Tienen carácter de no reintegrables y están valoradas
por el importe concedido. Su imputación al resultado del
ejercicio se efectúa proporcionalmente en los diez años
siguientes desde la fecha de concesión.

F) Provisiones para pensiones

De acuerdo con el convenio colectivo vigente, la
Sociedad viene obligada a complementar la pensión de la
Seguridad Social en unos porcentajes que van del 65 al
100 por 100 de los emolumentos líquidos que tenga el
personal en el momento de su jubilación si ésta se produ-
ce antes de los sesenta y cinco años y únicamente para el
personal con derecho a jubilación anticipada.

La sociedad, a 31 de diciembre de cada ejercicio,
tiene dotado el fondo necesario para el personal jubilado
y el pasivo devengado por los servicios pasados del per-
sonal en activo, de acuerdo con los estudios actuariales
referidos a la situación al cierre de cada ejercicio (Ver
epígrafe 11 de esta memoria contable).

G) Impuesto sobre sociedades

La cuantía de este tributo se calcula en función del
resultado del ejercicio, considerándose la diferencias
temporales o permanentes existentes entre los resultados
contable y fiscal (base imponible del impuesto).

La Sociedad registra los impuestos anticipados, surgi-
dos como consecuencia de las diferencias entre el
impuesto sobre sociedades a pagar y el gasto devengado
por dicho concepto, siempre y cuando su realización
futura esté razonablemente asegurada.

H) Deudas a corto y largo plazo

El período que determina la clasificación entre corto
y largo plazo es de 12 meses a partir de la fecha a que se
refieren las cuentas anuales.

I) Reconocimiento de ingresos

Los ingresos por servicios fúnebres se registran cuan-
do se presta el servicio.

Los ingresos por servicio de cementerios se registran
en el momento de efectuar la cesión de las unidades de
enterramiento.
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(*) Para las unidades cedidas por diez años, se considera una vida útil de cin-
cuenta años, pero la dotación del 20 por 100 se realiza cada diez años, coinci-
diendo con el año en que se produce el ingreso, al objeto de establecer una ade-
cuada correlación entre ingresos y gastos.



5. GASTOS DE ESTABLECIMIENTO

La composición de esta cuenta a 31 de diciembre es
la siguiente (en miles de ptas.):

Los movimientos en la cuenta fueron los siguientes
(en miles de ptas):

6. INMOVILIZADO INMATERIAL

La composición de esta cuenta a 31 de diciembre es
la siguiente (en miles de ptas.):

Los movimientos en la cuenta fueron los siguientes
(en miles de ptas.):

7. INMOVILIZACIONES MATERIALES

La composición de esta cuenta a 31 de diciembre es
la siguiente (en miles de ptas.):

Los movimientos en la cuenta fueron los siguientes:
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De acuerdo con los Estatutos de la Sociedad aproba-
dos por la Junta General de Accionistas el 21 de diciem-
bre de 1992, todos los activos revertirán al Excmo. Ayun-
tamiento de Madrid al extinguirse el plazo de duración
de la Sociedad, es decir en el año 2016.

La construcción e instalaciones anexas del Tanatorio
Sur, por un valor de 3.757 millones de ptas., está pen-
diente de inscripción en el Registro de la Propiedad y se
hayan ubicadas en terrenos pendientes de recalificación
urbanística por parte del Excmo. Ayuntamiento de
Madrid. No obstante, la Sociedad cuenta con la corres-
pondiente licencia de obras expedida por el Ayuntamien-
to, por lo que entiende que esta situación será regulariza-
da sin perjuicio económico alguno.

Al 31 de diciembre de 1992, dentro de las inmoviliza-
ciones materiales en curso se encontraban, por su impor-
tancia, las siguientes inversiones y compromisos de
inversión (en miles de ptas.):

La mayor parte de estas obras fueron adjudicadas a las
sociedades Dragados y Construcciones, S. A. y Jerical, S. A.

8. INMOVILIZACIONES FINANCIERAS

El movimiento de cada una de las cuentas durante
estos ejercicios ha sido el siguiente (en miles de ptas.):

Los préstamos al personal, de acuerdo con el convenio
colectivo vigente, son concedidos con un plazo de amor-
tización máximo de 3 años y sin devengo de intereses.

9. FONDOS PROPIOS

El movimiento de las distintas cuentas que componen
este epígrafe durante los ejercicios respectivos ha sido el
siguiente (en miles de ptas.):

Capital suscrito

Situación al 31 de diciembre de 1992

El capital social al 31 de diciembre de 1992 estaba
compuesto por 34.300 acciones totalmente desembolsa-
das, de acuerdo al siguiente detalle:

La Junta General de Accionistas del día 21 de diciem-
bre de l992 acordó refundir las dos series de acciones
«A» y «B» existentes hasta ese momento en una sola de
carácter nominativo de 10.000 ptas./titulo, numeradas
del 1 al 34.300 inclusive. Con este acuerdo se dio cum-
plimiento al artículo 260, párrafo 4.º de la Ley de Socie-
dades Anónimas.

De dichas acciones, las numeradas del I al 17.500,
ambas inclusive, propiedad del Excmo. Ayuntamiento de
Madrid. que representan el 51 por 100 del capital social,
son intrasferibles, salvo lo dispuesto en la legislación
vigente.

Situación al 31 de diciembre de 1993

La Junta General de Accionistas, el 21 de diciembre
de 1992, a tenor del informe-propuesta del Consejo de
Administración, adoptó el siguiente acuerdo:

— Ampliar el capital social por importe de 90.000
ptas, mediante la emisión de 9 nuevas acciones nomina-
tivas de 10.000 ptas., numeradas del 34.301 al 34.309.

— La emisión se realizará con prima de suscripción,
de manera que el desembolso integro por las 9 acciones
sea de 200 millones de ptas.

— Los suscriptores serán accionistas de capital pri-
vado no municipal, previa renuncia a la suscripción por
el Pleno del Ayuntamiento de Madrid.

— El desembolso debe hacerse en el momento de la
suscripción.

— Las nuevas acciones disfrutarán, desde el momen-
to de su desembolso, de los mismos derechos políticos y
económicos que las hasta ese momento en circulación,
en proporción a su valor nominal.

Estos acuerdos fueron elevados a escritura pública
ante el notario de Madrid, D. Nicolás Gómez de Enterria
y Gutiérrez, el 15 de enero de 1993, bajo el número 68
de su protocolo.

El Pleno del Ayuntamiento de Madrid en sesión de 22
de diciembre de 1992, resolvió el concurso, que previa-
mente había sido convocado por Acuerdo Plenario de 7
de octubre de 1992, para la integración de capital priva-
do, ajeno a la Corporación, en el capital social de la
Empresa Mirta de Servicios Funerarios de Madrid, S.A.
hasta el limite máximo del 49 por 100 del mismo, adjudi-
cándolo a la empresa Funespaña. S.L. Dicho acuerdo
produjo la compra por el adjudicatario de 16.800 accio-
nes nominativas. que se instrumentalizó mediante póliza
intervenida por fedatario público el 21 de enero de 1993.

La anteriormente mencionada ampliación de capital
fue suscrita e íntegramente desembolsada por la empresa
mercantil Funespaña, S.L. el día 8 de febrero de 1993 y
elevada a pública un día después ante el notario de
Madrid D. Nicolás Gómez de Enterria y Gutiérrez, con el
número 256 de su protocolo.
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La estructura del capital social, compuesto por 34.309
títulos nominativos de 10.000 ptas, a partir de dicho
momento es la siguiente:

Prima de emisión de acciones

Esta cuenta únicamente ha tenido movimiento en
1993, con una adición de l99.910.000 ptas., como con-
secuencia de la operación descrita en el apartado ante-
rior.

Reserva legal

Hasta el ejercicio l990 esta reserva estaba cubierta de
acuerdo con lo establecido en el art. 214 del texto Refun-
dido de la Ley de Sociedades Anónimas.

Con motivo de las ampliaciones de capital realiza-
das en 1991 y 1993, esta reserva habrá que dotarla con
cargo a beneficios de ejercicios futuros hasta que
alcance al menos el mínimo del 20 por 100 del capital
social.

Esta reserva, mientras no supere el límite indicado,
sólo podrá destinarse a la compensación de pérdidas en
el caso de que no existan otras reservas disponibles sufi-
cientes para este fin o para ampliaciones de capital con
cargo a reservas en la parte que exceda del 10 por 100
del capital ya aumentado.

Reservas estatutarias

Esta reserva hasta el ejercicio 1991 se dotaba en una
cuantía mínima del 10 por 100 de los beneficios obteni-
dos en el ejercicio anterior, de acuerdo con lo que esta-
blecía el art. 19.c de los Estatutos de la Sociedad vigen-
tes hasta ese momento.

Otras reservas

Dentro de este epígrafe se incluyen los siguientes
conceptos:

— Reservas voluntarias de libre disposición con
importe de 398.595.179 ptas. De estas reservas son indis-
ponibles 3.753.000 ptas. correspondientes a Gastos de
establecimiento pendientes de amortización. En 1992 y
1991 esta reserva estuvo también dotada por el mismo
importe.

— Provisión por libertad de amortización, según
Real Decreto Ley 2/1985, de 30 de abril. En los distintos
ejercicios esta reserva estuvo dotada con los siguientes
importes (en miles de ptas.):

10. SUBVENCIONES

La sociedad no ha recibido ninguna subvención en
1992 ni en 1993. La subvención que figura en el balan-
ce de la Sociedad fue otorgada en el ejercicio de 1986
por el Excmo. Ayuntamiento de Madrid para financia-
ción de las inversiones, por un importe de 192,3 millo-
nes de ptas.

El movimiento de esta cuenta ha sido el siguiente (en
miles de ptas.):

11. PROVISlONES PARA PENSIONES Y OBLI-
GAClONES SIMILARES

El movimiento de esta cuenta durante los tres últimos
ejercicios ha sido el siguiente (en miles de ptas.):

La provisión se ha constituido para cubrir el importe
del pasivo devengado por el colectivo de activos y pasi-
vos que, de acuerdo con el convenio colectivo vigente,
tiene derecho a complementos de pensiones. El cálculo
de los fondos constituidos al 31 de diciembre de 1992
y de 1993 se ha basado en sendos estudios actuariales
que incluyen una proyección de la evolución de dichos
fondos.

El tipo de capitalización utilizado para la actualiza-
ción del fondo de pensiones a 31 de diciembre de 1992 y
1993 ha sido del 6 por 100 anual.

12. PROVISIÓN PARA IMPUESTOS

En 1993 la Sociedad dotó una provisión de 7.189.000
ptas. por el Impuesto sobre Actividades Económicas,
dado que a la fecha de cierre de este ejercicio la Admi-
nistración no habla remitido notificación al respecto. En
los dos años anteriores, este tributo fue abonado dentro
del ejercicio correspondiente.

13. OTRAS PROVISlONES

El detalle de esta cuenta al 31 de diciembre es el
siguiente (en miles de ptas.):
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En 1992, la Sociedad ha procedido a la dotación de
20 millones de ptas. para hacer frente a los gastos de
escrituración del Tanatorio Sur.

Durante el ejercicio 1993 se han aplicado provisiones
por importe de 6.384.490 ptas. correspondientes a actas
de la Inspección de Tributos por el Impuesto de Socieda-
des de los ejercicios 1975 a 1979. Asimismo, se ha apli-
cado la provisión por obras con Unión Eléctrica por con-
siderar que no será necesaria la realización de las
mismas.

14. PROVISIÓN PARA EL IMPUESTO DE SOCIE-
DADES DIFERIDO)

El movimiento de esta cuenta ha sido el siguiente
(en miles de ptas.):

Como se indica en el epígrafe 4.c de esta memoria
(normas de valoración del inmovilizado material), la
Sociedad se acogió a la libertad de amortización estable-
cida en el Real Decreto Ley 2/1985, de 30 de abril. Como
consecuencia, por la diferencia de los criterios contable y
fiscal, surge el impuesto diferido, que se va aplicando a
medida que se va realizando la amortización técnica de
los elementos del inmovilizado sujetos a la libertad de
amortización.

15. DEUDAS NO COMERCIALES

Deudas con entidades de crédito

Corresponde a préstamos bancarios en moneda nacio-
nal, que pueden clasificarse de la siguiente manera (en
miles de ptas.):

Durante 1992 se han realizado amortizaciones de
vencimientos a corto plazo por importe de 266.090.291
ptas. y durante 1993 por 1.136.144.248 ptas.

Durante 1993 se ha amortizado una póliza de crédito
por importe de 500 millones de ptas. que estaba contrata-
da con el Banco de Crédito Local, cuyo principal estuvo

dispuesto a fin de 1991 y durante 1992. No existe al cie-
rre del ejercicio 1993 ninguna póliza de crédito o présta-
mo con vencimiento a corto plazo pendiente de amorti-
zación.

El plan de amortizaciones previsto de las disposicio-
nes de los préstamos anteriormente relacionados es el
siguiente (en miles de ptas.):

Los intereses devengados y no pagados al cierre
del ejercicio ascienden a las siguientes cantidades
(en miles de ptas.):

Al 31 de diciembre de 1993 no existen préstamos
pendientes de disposición.

16. DEUDAS CON EMPRESAS DEL GRUPO Y
ASOCIADAS A CORTO PLAZO

La deuda incluida hasta el ejercicio de 1992 en este
epígrafe correspondía al importe a pagar al Excmo.
Ayuntamiento de Madrid por los sueldos correspondien-
tes del período julio/87 hasta septiembre/92 del personal
funcionario del Excmo. Ayuntamiento de Madrid, afecto
a la actividad de la Empresa Mixta de Servicios Funera-
rios de Madrid, S.A., por un total de 2.274.747.645 ptas.
Dicho importe no devengaba intereses.

En el Pleno del Excmo. Ayuntamiento de Madrid,
celebrado el 26 de febrero de 1993, se adoptó el acuerdo
de compensación de la mencionada deuda mediante la
aprobación de una aportación municipal extraordinaria
por el referido importe, sin carácter de subvención.
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El movimiento de esta cuenta durante los últimos
ejercicios ha sido el siguiente (en miles de ptas.):

La aplicación de la compensación de la deuda que la
Sociedad mantenía con el Ayuntamiento de Madrid,
según sugerencia de la Intervención General del mismo,
se ha registrado como ingreso en la cuenta de «Ingresos
de ejercicios anteriores».

17. SITUACIÓN FISCAL

Los saldos reflejados en el balance de situación de
la cuenta de Administraciones Públicas deudores y acre-
edores, se corresponden con los siguientes detalles
(en miles de ptas.):

a) Administraciones Públicas Deudores:

b) Administraciones Públicas Acreedores

c) Conciliación del resultado con la base imponible
del Impuesto de Sociedades

La conciliación entre el resultado contable antes
de impuestos y la base imponible del Impuesto sobre
Sociedades de los años 1991, 1992 y 1993 es la siguiente
(en miles de ptas.):

1992

Las diferencias permanentes más destacadas en 1992
fueron las siguientes:

— La dotación del ejercicio para pensiones, por
921.215.856 ptas., y la dotación del ejercicio por amorti-
zaciones del inmovilizado material de cementerios, por
212.067.249 ptas., que no se consideran gastos deduci-
bles, aumentan la base imponible.

— La aplicación de la provisión para pensiones, por
41.067.219 ptas., disminuye la base imponible ya que el
gasto derivado de las mismas no fue deducido en las declara-
ciones del Impuesto de Sociedades de ejercicios anteriores.

En cuanto a las diferencias temporales que incremen-
tan la base imponible del Impuesto, cabe destacar por su
importancia la dotación del ejercicio para escritura de
obra nueva del Tanatorio Sur, por 20.000.000 ptas., y la
dotación del ejercicio por deudas pendientes de la Comu-
nidad de Madrid, por 14.783.744 ptas.,, derivadas de ela-
boración de proyectos de cementerios supramunicipales
en los términos de Getafe y Alcobendas.

1993

Las diferencias permanentes más destacadas de este
ejercicio fueron las siguientes:

— La dotación del ejercicio para la provisión para
pensiones, por 46.490.439 ptas., que no se considera
gasto deducible y, en consecuencia, aumenta la base
imponible.

— La aplicación de la provisión para pensiones,
por 49.636.239 ptas., cuyo gasto no fue deducido en
declaraciones anteriores, y la compensación de la deuda
con el Ayuntamiento, por 2.274.747.645 ptas., que no se
considera ingreso fiscalmente imputable, disminuyen la
base imponible.

Como se observa en el cuadro anterior, la base impo-
nible del Impuesto sobre Sociedades ha resultado positi-
va tanto en 1992 como en 1993. Sin embargo, una vez
aplicada la bonificación del 99 por 100, de acuerdo con
el art. 178 del Reglamento del Impuesto de Sociedades,
y las deducciones por inversiones y por creación de
empleo, la Sociedad no tendrá que pagar por el Impuesto
de Sociedades del ejercicio 1992.

d) Deducciones declaradas en el Impuesto sobre
Sociedades de ejercicios anteriores pendientes de
aplicar a 31 de diciembre del ejercicio inmediato
anterior

Las cuantías de estas deducciones pendientes de apli-
car son (en miles de ptas.):
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e) Otros aspectos fiscales

La Sociedad se encuentra abierta a inspección para el
impuesto de sociedades desde el ejercicio 1987 y los
cinco últimos ejercicios para el resto de impuestos.

Hasta el 31 de diciembre de 1985 la Sociedad ha esta-
do sujeta al tipo impositivo normal del Impuesto sobre
Sociedades. A partir de esta fecha. en la que el Excmo.
Ayuntamiento de Madrid adquirió la totalidad de las
acciones. obtiene una bonificación del 99 por 100 sobre
la cuota.

Con fecha 28 de diciembre de 1989, la Inspección
Tributaria levantó Actas por el Impuesto de Sociedades
de los ejercicios 1983 a 1986 por importe de 743.272.000
ptas., intereses y sanciones incluidas.

Tales actas se originaron principalmente por no con-
siderar la Inspección gasto deducible las dotaciones de
amortización. ni aplicable la deducción por inversiones,
relativas ambas al inmueble donde está ubicada la sede
social y a las inversiones en cementerios, por no constar
que sean propiedad de la Empresa Mixta de Servicios
Funerarios de Madrid, S.A.

Presentados escritos de alegaciones ante la Inspec-
ción de Tributos, ésta ha reconsiderado parte de las actas
levantadas, según su escrito de 12 de febrero de 1991,
admitiendo las amortizaciones y deducciones para inver-
siones relativas al inmueble donde está ubicada la sede
social de la Empresa. Por otra parte, la Inspección afirma
la procedencia de la aplicación del 99 por 100 de bonifi-
cación en la cuota del Impuesto sobre Sociedades.

No se ha recibido ninguna notificación al respecto
desde la última con fecha 12 de febrero de 1991, habien-
do transcurrido un plazo superior a seis meses, enten-
diendo según el estudio realizado por los asesores fisca-
les, que es razonable considerar prescritos los referidos
impuestos y ejercicios objeto de inspección. Consecuen-
temente, la Sociedad no ha registrado ninguna provisión
considerando que no se devenga ningún pasivo de las
referidas actas.

En la cuenta de provisiones para responsabilidades
(ver epígrafe 13 de este anexo) se incluyen los siguientes
conceptos relativos a otras actas de inspección recurridas
por la Sociedad (en miles de Ptas.):

Las bases imponibles negativas de la Sociedad por el
Impuesto sobre Sociedades al 31 de diciembre de 1992,
corresponden al ejercicio 1991 por un importe de
346.968.000 ptas. Sin embargo, la Sociedad tiene previs-
to presentar declaraciones complementarias por el
Impuesto sobre Sociedades de los ejercicios 1988 a 1992,
ambos inclusive, por lo que, una vez recalculados los
impuestos de los mencionados ejercicios, la Sociedad

compensa en el ejercicio 1993 bases imponibles negati-
vas por importe de 59.548.263 ptas., correspondientes al
ejercicio 1991.

18. GARANTÍAS RECIBIDAS Y DEPOSITADAS
CON TERCEROS

El detalle de las cuentas incluidas en este capítulo es
el siguiente (en miles de ptas.):

19. INGRESOS Y GASTOS

a) Ventas

Las cifras de ventas (en miles de ptas.) de la Socie-
dad, distribuida por actividades, son las siguientes:

La cifra de ventas es neta, es decir, una vez deducidos
el IVA, las devoluciones, bonificaciones, así como otros
impuestos directamente relacionados con la citada cifra
de ventas.

El 100 por 100 de los servicios funerarios se han pres-
tado en el Municipio de Madrid.

b) Consumos

El desglose de las partidas de la cuenta de pérdidas y
ganancias, «Consumo de mercaderías», y «Consumo de
materias primas y otras materias consumibles», es el
siguiente (en miles de ptas.):

(*) Dentro de este epígrafe está incluido el consumo de decoración de sepul-
turas y panteones.
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c) Personal

El desglose de la partida de la cuenta de pérdidas y
ganancias, «Cargas sociales», es el siguiente:

(*) Los pagos realizados al personal jubilado durante 1993 ha sido cargado
contra el fondo constituido para tal fin, por importe de 49.636.239 ptas., respecti-
vamente.

El número de empleados al 31 de diciembre de 1992
ascendía a 594 personas, en tanto que al 31 de diciembre
de 1993 la plantilla estaba compuesta por 649 personas.

El personal funcionario del Ayuntamiento de Madrid
que ha prestado sus servicios en la Sociedad durante
1992 ha sido de 147 personas. En 1993, una vez cerrado
el proceso de reprivatización, este personal dejó de pres-
tar estos servicios.

d) Provisiones

El desglose de la partida de pérdidas y ganancias
«Variación de provisiones y pérdidas de créditos inco-
brables», es el siguiente (en miles de ptas.):

e) Resultados extraordinarios

El detalle de los «Gastos e Ingresos Extraordinarios»
es el siguiente (en miles de ptas.):

f) Ingresos y beneficios de ejercicios anteriores

El saldo de 2.274.747 miles de ptas. de esta cuenta,
existente exclusivamente en 1993, está compuesto por
el importe de la compensación de la deuda con el Ayun-
tamiento.

20. REMUNERACIONES DE CONSEJEROS

Las remuneraciones satisfechas durante estos ejerci-
cios al conjunto de los miembros del Consejo de Admi-
nistración, distribuidas por conceptos, han sido las
siguientes (en miles de ptas.):

21. CUADRO DE FINANCIACIÓN DE LOS
EJERCICIOS DE 1992 Y 1993.

En el cuadro de la página siguiente se muestran las
variaciones patrimoniales de estos ejercicios.

En el cuadro siguiente se detalla (en miles de ptas.) la
variación del capital circulante los ejercicios 1991, 1992
y 1993.
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ANEXO 10

Empresa Mixta de Servicios Funerarios de Madrid, S. A.

Escritos en relación con la deuda a favor del Ayunta-
miento de Madrid

Sr. Concejal Delegado del Área de Régimen Interior 
y Personal

Muy señor mío:

De acuerdo con la propuesta que se presentara en la
próxima Junta General Extraordinaria de Accionistas
sobre el aumento de capital por compensación de crédi-
tos que se llevara a cabo en la Empresa Mixta de Servi-
cios Funerarios de Madrid, S. A. conforme al artículo
156 del TRLSA, les rogamos nos comuniquen el saldo y
la composición del mismo al 30 de septiembre de 1992,
en relación con los gastos de personal funcionario en
comisión de servicios en esta Empresa.

Asimismo, rogamos nos indiquen expresamente si
dicha deuda con ese Ayuntamiento es líquida, está venci-
da, y es exigible a 30 de septiembre de 1992, y que se
corresponde con el importe total devengado por ese con-
cepto a dicha fecha.

La contestación a esta carta deberán remitirla a esta
Empresa y a nuestros auditores, ERNST & YOUNG, con
domicilio en la calle Orense, 4, y dirigida a la atención
de don Justo Correas Martínez.

Reciba un cordial saludo,

Madrid, 18 de septiembre de 1992.—Francisco José
Yáñez Román, Director-Gerente.

Sr. Gerente de la Empresa Mixta de Servicios Funerarios
de Madrid, S. A.

Muy señor nuestro:

En relación con el importe de la deuda que la Empre-
sa Mixta de Servicios Funerarios de Madrid, S. A., tiene
contraida con este Ayuntamiento por gastos de personal
funcionario en comisión de servicios, devengado al 30
de septiembre de 1992 y pendiente de pago, les comuni-
camos lo siguiente:

1. El importe total de los gastos de personal funcio-
nario en comisión de servicios en esa Empresa devenga-
dos y no pagados al 30 de septiembre de 1992, asciende
a la cantidad de 2.274.747.645 pesetas (dos mil doscien-
tos setenta y cuatro millones setecientas cuarenta y siete
mil seiscientas cuarenta y cinco pesetas).

Ver detalle de este saldo en anexo adjunto.
2. El importe de la deuda acreditada es líquido, está

vencido y es exigible en su totalidad a la mencionada
fecha de 30 de septiembre de 1992.

Reciba un cordial saludo.

Madrid, 21 de septiembre de 1992.—El Concejal
delegado del Área de Régimen Interior y Personal, Anto-
nio Moreno Bravo.

Relación de las liquidaciones efectuadas a la Empresa
Mixta de Servicios Funerarios, en concepto de cantida-
des acreditadas por el Ayuntamiento de Madrid al perso-
nal municipal que presta sus servicios en dicha Empresa
según las liquidaciones efectuadas en este Departamen-
to, con datos tomados de las nóminas.

Pesetas

Año 1987

Liquidación (medio año) .................. 202.916.863

Año 1988
Liquidación ....................................... 399.086.058

Año 1989
Liquidación ....................................... 448.760.483

Año 1990
Liquidación ....................................... 291.806.494

Año 1991
Liquidación ....................................... 532.383.895

Año 1992
Liquidación (hasta 30-9-92) .............. 399.793.852

Total ........................................... 2.274.747.645

Madrid, 21 de septiembre de 1992.—El Concejal
delegado del Área de Régimen Interior y Personal, Anto-
nio Moreno Bravo.

Don Justo Correas Martínez
Ernst & Young
C/ Orense, 4
28020 Madrid

Muy señor nuestro:

En relación con el importe de la deuda que la Empre-
sa Mixta de Servicios Funerarios de Madrid, S. A., tiene
contraida con este Ayuntamiento por gastos de personal
funcionario en comisión de servicios, devengado al 30
de septiembre de 1992 y pendiente de pago, les comuni-
camos lo siguiente:

1. El importe total de los gastos de personal funcio-
nario en comisión de servicios en esa Empresa devenga-
dos y no pagados al 30 de septiembre de 1992, asciende
a la cantidad de 2.274.747.645 pesetas (dos mil doscien-
tos setenta y cuatro millones setecientas cuarenta y siete
mil seiscientas cuarenta y cinco pesetas).

Ver detalle de este saldo en anexo adjunto.
2. El importe de la deuda acreditada es líquido, está

vencido y es exigible en su totalidad a la mencionada
fecha de 30 de septiembre de 1992.

Reciba un cordial saludo.

Madrid, 21 de septiembre de 1992.—El Concejal
delegado del Área de Régimen Interior y Personal, Anto-
nio Moreno Bravo.
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Relación de las liquidaciones efectuadas a la Empresa
Mixta de Servicios Funerarios, en concepto de cantida-
des acreditadas por el Ayuntamiento de Madrid al perso-
nal municipal que presta sus servicios en dicha Empresa
según las liquidaciones efectuadas en este Departamen-
to, con datos tomados de las nóminas.

Pesetas

Año 1987

Liquidación (medio año) .................. 202.916.863

Año 1988
Liquidación ....................................... 399.086.058

Año 1989
Liquidación ....................................... 448.760.483

Año 1990
Liquidación ....................................... 291.806.494

Año 1991
Liquidación ....................................... 532.383.895

Año 1992
Liquidación (hasta 30-9-92) .............. 399.793.852

Total ........................................... 2.274.747.645

Madrid, 17 de septiembre de 1992.—El Jefe del
Departamento de Programación de Personal, Vidal Mar-
quina Sanz.

251/000055 (CD)
771/000053 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el
BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES, Sección Cortes Genera-
les, de la Resolución adoptada por la Comisión Mixta
para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas sobre el
Informe de Fiscalización de las obras del Polideportivo
Pisuerga, ejecutadas por el Ayuntamiento de Valladolid.
(núm. expte. Congreso: 251/000055, núm. expte. Sena-
do: 771/000053), así como el Informe correspondiente.

Palacio del Congreso de los Diputados, 28 de octubre
de 1998.—El Presidente del Congreso de los Diputados,
Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

RESOLUCIÓN APROBADA POR LA COMI-
SIÓN MIXTA PARA LAS RELACIONES
CON EL TRIBUNAL DE CUENTAS EN
RELACIÓN AL INFORME DE FISCALIZA-
CIÓN DE LAS OBRAS DEL POLIDEPORTI-
VO PISUERGA, EJECUTADAS POR EL
AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID. (Núm.

expte. Congreso: 251/000055, Núm. expte.
Senado: 771/000053), EN SU SESIÓN DEL
DÍA 14 DE OCTUBRE DE 1998.

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribu-
nal de Cuentas, en su sesión del día 14 de octubre de
1998, a la vista del Informe remitido por ese Alto Tribu-
nal acerca de las obras del Polideportivo Pisuerga, ejecu-
tadas por el Ayuntamiento de Valladolid.

ACUERDA

Trasladar el Informe al Excmo. Ayuntamiento de
Valladolid para que tanto en su ámbito de competencias,
como en los del Patronato Deportivo Municipal, se ini-
cien las actuaciones que corresponda en relación con los
hechos denunciados por el Tribunal.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de octubre
de 1998.—El Presidente, Josep Sánchez i Llibre.—El
Secretario Primero, José Acosta Cubero.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LAS OBRAS
DEL POLIDEPORTIVO PISUERGA, EJECUTADAS

POR EL AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de la
función fiscalizadora establecida en los artículos 2.a), 9 y
21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, y a
tenor de lo previsto en los artículos 12 y 14.1 de la misma
disposición y concordantes de la Ley 7/1988, de 5 de
abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, ha
aprobado, en sesión de 25 de febrero de 1998, el informe
de fiscalización de las obras del Polideportivo Pisuerga,
ejecutadas por el Ayuntamiento de Valladolid. Asimismo,
de acuerdo con lo prevenido en el articulo 28 de la Ley
de Funcionamiento, ha acordado su elevación a las Cor-
tes Generales, para su tramitación parlamentaria, y al
Pleno del Ayuntamiento de Valladolid.

ABREVIATURAS

IGTE Impuesto General sobre el Tráfico de
Empresas.

IPC Índice de Precios al Consumo.
IVA Impuesto sobre el Valor Añadido.
LCE Texto Articulado de la Ley de Contratos del

Estado, aprobado por Decreto 923/1965,
de 8 de abril. 

LFTCu Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funciona-
miento del Tribunal de Cuentas.

LOTCu Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del
Tribunal de Cuentas.

PCAG Pliego de Cláusulas Administrativas Gene-
rales para la contratación de obras del Esta-
do, aprobado por Decreto 3854/1970, de
31 de diciembre.
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PCAGCEST Pliego de Cláusulas Administrativas Gene-
rales para la Contratación de Estudios y
Servicios Técnicos, aprobado por Orden
del Ministerio de Obras Públicas y Urba-
nismo de 8 de marzo de 1972.

PGOU Plan General de Ordenación Urbana.
RCCL Reglamento de Contratación de las Corpo-

raciones Locales, aprobado por Decreto de
9 de enero de 1953.

RDU Reglamento de Disciplina Urbanística para
el desarrollo de la Ley sobre el Régimen
del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado
por Real Decreto 2187/1978, de 23 de
junio.

RGCE Reglamento General de Contratación del
Estado, aprobado por Decreto 3410/1975,
de 25 de noviembre.

RSCL Reglamento de Servicios de las Corpora-
ciones Locales, aprobado por Decreto de 17
de junio de 1955.

TRLRL Texto Articulado y Refundido de la Ley de
Régimen Local, aprobado por Decreto de 24
de junio de 1955.

TRLRS Texto Refundido de la Ley sobre el Régi-
men del Suelo y Ordenación Urbana, apro-
bado por Real Decreto 1346/1976, de 9 de
abril.
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1. lNTRODUCClÓN

1. 1. Objetivos, alcance y limitaciones de la fiscaliza-
ción

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en sesión de 29 de
marzo de 1995, acordó, a iniciativa propia, la fiscaliza-
ción de las obras del Polideportivo Pisuerga, ejecutadas
por el Ayuntamiento de Valladolid 1.

Como antecedente de esta Resolución hay que seña-
lar el Acuerdo de la Mesa de las Cortes de Castilla y
León de 19 de enero de 1995, en el que, con el parecer
favorable de la Junta de Portavoces, resolvió solicitar del
Tribunal de Cuentas la fiscalización del expediente rela-
tivo al conjunto de las obras del Polideportivo Pisuerga
de Valladolid.

De conformidad con las disposiciones reguladoras
de las competencias del Tribunal de Cuentas, la fiscali-
zación tuvo por objeto el análisis de las actuaciones del
Ayuntamiento de Valladolid, realizadas directamente o
a través de su Fundación Municipal Deportiva, respecto
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al conjunto de las actuaciones citadas anteriormente o
que tuvieron relación con las mismas en las siguientes
materias:

a) Organización de la Corporación en cuanto se
refiera o afecte a la toma de decisiones sobre contrata-
ción.

b) Ordenación territorial, verificando si las mencio-
nadas obras se adaptan a los planes de ordenación.

c) Fuentes de financiación, tanto de procedencia
municipal como, en su caso, las obtenidas de otras admi-
nistraciones.

d) Procedimientos de selección de contratistas.
e) Expedientes de contratación, desde su prepara-

ción y adjudicación hasta la ejecución y terminación de
los correspondientes contratos.

f) Evaluación de los procedimientos de contrata-
ción y su adecuación a las normas reguladoras.

Para dar cumplimiento a los Acuerdos del Pleno del
Tribunal de Cuentas, la fiscalización se ha centrado en
los siguientes aspectos:

— El análisis de la contratación administrativa rela-
cionada con el Polideportivo Pisuerga, desde la redac-
ción del proyecto en 1984 hasta la liquidación de la obra
en 1988.

— La Organización de la Fundación- Municipal
Deportiva, dude que el Ayuntamiento de Valladolid acor-
dó que ésta redactara, aprobara y ejecutara el proyecto.

— La adecuación de las obras al planeamiento urba-
nístico.

— La actuación de la Asesoría Jurídica del Ayunta-
miento en el proceso contencioso-administrativo de
reclamación de cantidades por el contratista.

La fiscalización se ha visto limitada por la ausencia
de ciertos documentos relevantes que ha impedido el
análisis completo de todos los expedientes. Esta falta de
documentación no puede ampararse en el tiempo trans-
currido desde la ejecución del Polideportivo, sino que se
debe a un defectuoso sistema de archivo, tal y como
expresamente asumió el Ayuntamiento, el 28 de diciem-
bre de 1989, cuando el expediente fue reclamado por el
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León. Entre
los documentos que no constan en el expediente cabe
destacar los siguientes:

— El acta de comprobación del replanteo de la obra.
— El acta de recepción provisional de las obras, de

23 de enero de 1986.
— La documentación del Reformado sin repercusión

económica.
— El proyecto básico y de ejecución del comple-

mentario de cimentación y aumento de frontón y soleras.
— La Memoria completa de la modificación de la

malla espacial.
— La documentación acreditativa de otros gastos

producidos en las obras y la correspondiente a las fuentes
de financiación.

1.2. Legislación aplicable 2

Las normas reguladoras de las actividades fiscaliza-
das se contienen fundamentalmente, en las disposiciones
siguientes:

— Texto Articulado y Refundido de la Ley de Régi-
men Local, aprobado por Decretó de 24 de junio de 1955
(TRLRL).

— Reglamento de Servicios de las Corporaciones
Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955
(RSCL).

— Texto Articulado Parcial de la Ley 41/1975, de
Bases del Estatuto del Régimen Local, aprobado por
Real Decreto 3046/1977, de 6 de octubre.

— Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del
Suelo y Ordenación Urbana (TRLRS), aprobado por
Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril.

— Reglamento de Disciplina Urbanística para el
desarrollo de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Orde-
nación Urbana (RDU), aprobado por Real Decreto
2187/1978, de 23 de junio.

— Real Decreto-Ley 11/1979, de 20 de julio, sobre
medidas urgentes de financiación de las Corporaciones
Locales.

— Texto Articulado de la Ley de Contratos del Esta-
do, aprobado por Decreto 923/1965, de 8 de abril (LCE).

— Reglamento General de Contratación del Estado,
aprobado por Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre
(RGCE).

— Reglamento de Contratación de las Corporacio-
nes Locales, aprobado por Decreto de 9 de enero de 1953
(RCCL).

— Pliego de Cláusulas Administrativas Generales
para la contratación de obras del Estado, aprobado por
Decreto 3854/1970, de 31 de diciembre (PCAG).

— Pliego de Cláusulas Administrativas Generales
para la Contratación de Estudios y Servicios Técnicos
(PCAGCEST), aprobado por Orden del Ministerio de
Obras Públicas y Urbanismo de 8 de marzo de 1972.

— Decreto 1005/1974, de 4 de abril, por el que se
regulan los contratos de asistencia que celebren la Admi-
nistración del Estado y sus Organismos autónomos con
empresas consultoras o de servicios.

— Decreto 2512/1977, de 17 de junio, de tarifas de
honorarios de Arquitectos.

— Real Decreto 314/1979, de 19 de enero, de tarifas
de honorarios de Aparejadores y Arquitectos Técnicos.

— Decreto 462/1971, de 11 de marzo, por el que se
dictan normas sobre la redacción de proyectos y la direc-
ción de obras de edificación.

— Orden del Ministerio de la Presidencia de 12 de
noviembre de 1981, sobre limites cuantitativos de la con-
tratación directa en obras y servicios municipales y pro-
vinciales.

— Ley 50/1984, de 30 de diciembre, de Presupues-
tos Generales del Estado para 1985.

— Ley 30/1985, de 2 de agosto, del Impuesto sobre
el Valor Añadido.

2 Epígrafe modificado como consecuencia de las alegaciones.
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1.3. Organización de la Fundación Municipal Deportiva

La Fundación Municipal Deportiva del Ayuntamiento
de Valladolid (en lo sucesivo Fundación) se constituyó con
arreglo a lo previsto en los arte. 67 y 85 a 88 del Regla-
mento de Servicios de las Corporaciones Locales, aproba-
do por Decreto de 17 de junio de 1955 (RSCL). Estas Fun-
daciones se presentaban como una forma de gestión
directa de los servicios de las Entidades Locales, tenían
personalidad jurídica pública y sus Estatutos debían fijar
los órganos de gobierno y sus competencias, así como las
facultades de tutela de la Corporación. Tras la entrada en
vigor de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las
Bases de Régimen Local (LRBRL), aquellas pasaron a
denominarse Organismos autónomos.

Los Estatutos de la Fundación Pública Municipal para
Gestión y Fomento de instalaciones Deportivas —nombre
original de la Fundación que fue modificado el 9 de abril
de 1981— fueron aprobados al 26 de julio de 1973, si bien
ésta no llegó a constituirse hasta el 30 de julio de 1980,
fecha en la que se aprobó una nueva regulación, procedién-
dose ese mismo año a constituir sus diferentes órganos.
Estos Estatutos fueron modificados por acuerdos del Pleno
del Ayuntamiento de Valladolid de 22 de diciembre de 1980
y 9 de abril de 1981. El 9 de febrero de 1989, fecha poste-
rior a las actuaciones objeto de esta fiscalización, se proce-
dió a la aprobación de unos nuevos Estatutos.

Los órganos de la Fundación con competencias en las
materias relacionadas con la fiscalización, establecidos
en los arts. 9 a 19 de los Estatutos, eran los siguientes:

a) El Presidente, que ostentaba la representación de
la Fundación, al que le correspondía impulsar sus activi-
dades, ordenar el cumplimiento y ejecución de los acuer-
dos del Consejo y del Comité, dirigir el gobierno y admi-
nistración y ordenar los pagos. Era, asimismo, el
Presidente del Consejo y del Comité y podía nombrar un
Presidente-Delegado.

b) El Consejo, a quien estaban atribuidas las fun-
ciones de fiscalizar y sancionar las distintas actividades,
aprobar los presupuestos anuales y su liquidación, cono-
cer la gestión de explotación de las instalaciones y con-
tratar por concurso-subasta o subasta los servicios y
suministros cuya cuantía excediera de 50.000 ptas.

c) El Comité Ejecutivo, al que le correspondía con-
trolar la actuación del Gerente y de las Comisiones de
Instalaciones y aprobar las cuentas que aquellos presen-
taran, formar el presupuesto anual, controlar y desarro-
llar la gestión económica, elaborar el inventario de los
bienes de la Fundación y contratar y ejecutar por con-
cierto directo los servicios y suministros que no excedie-
ran de 50.000 ptas.

d) El Gerente, que tenía atribuidas las funciones de
ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo y del
Comité y las decisiones del Presidente, representar admi-
nistrativamente a la Fundación en lo referente a las insta-
laciones, gestionar económicamente éstas, formar el
anteproyecto del presupuesto anual y las cuentas anua-
les, balances y memorias de actividades y las demás atri-
buciones que le encomendaran el Presidente, el Consejo
y el Comité.

Entre los miembros del Consejo y del Comité deben
destacarse, además, al Secretario General del Ayunta-
miento y al Interventor de Fondos, o funcionarios en
quienes delegaran, ambos con voz pero sin voto.

1.4. Trámite de alegaciones

Para dar cumplimiento al art. 44 de la Ley 7/1988, de
5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas
(LFTCu), los resultados de las actuaciones practicadas
fueron remitidos el 28 de octubre de 1997, al actual
Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Valladolid y a
quien ostentó este cargo en el período comprendido entre
los años 1979-1995, confiriéndoles un plazo común no
superior a quince días para que alegaran y presentaran
los documentos y justificantes que estimaran pertinentes.

Solicitada ampliación de plazo por quien ostentó el
cargo de Alcalde del Ayuntamiento de Valladolid durante
el período 1979 a 1995 y por el Alcalde actual, el Tribu-
nal ha accedido a la misma, habiendo presentado ambos,
antes del vencimiento de ésta, las alegaciones que, en
virtud de lo dispuesto en el art. 44.4 de la LFTCu, se
incorporan al Informe.

En cuanto a las alegaciones formuladas por el titular
de la Alcaldía durante los ejercicios 1979 a 1995, las mis-
mas se refieren, además de al propio contenido del Infor-
me, a cuestiones diversas referentes a la iniciativa del
procedimiento fiscalizador, a las actuaciones del Tribu-
nal, a la prescripción derivada de la fecha de los hechos
objeto de fiscalización y a la incompetencia del Tribunal
o transgresión de los limites de la función fiscalizadora,
cuestiones que, por su naturaleza merecen las siguientes
consideraciones:

1. Sobre la nulidad de lo actuado. Se indica en la
alegación primera que el procedimiento fiscalizador rea-
lizado por el Tribunal lo ha sido a iniciativa de la Mesa
de las Cortes de Castilla y León, que carece de iniciativa
para el ejercicio de la función fiscalizadora. Contraria-
mente a lo manifestado en la alegación, hay que señalar
que el procedimiento fiscalizador se ha realizado, tal y
como se indica en el primer párrafo de la página 1 de este
Informe, a iniciativa del Pleno del Tribunal de Cuentas,
en el ejercicio de las previsiones de los arte. 45 de la
LOTCu y 32 de la LFTCu y tomando en consideración
cuantos antecedentes, documentos e información dispu-
so para la realización de dicha fiscalización, entre ellos
las peticiones del propio Ayuntamiento de Valladolid y,
en último término, la de la mencionada Mesa de las Cor-
tes de Castilla y León. Al respecto es preciso señalar lo
siguiente:

a) El Pleno del Tribunal de Cuentas, en sesión de 29
de marzo de 1995, acuerda la realización de esta fiscali-
zación «a iniciativa propia», según consta en el acta
correspondiente.

b) En la comunicación del Tribunal de Cuentas a las
Cortes de Castilla y León, de 3 de abril de 1995, notifi-
cando la resolución del inicio de la fiscalización, se indi-
caba, explícitamente, que aquélla se realizaba a iniciativa
del Tribunal de Cuentas.
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c) En el programa de trabajos del Tribunal de Cuen-
tas del ejercicio 1995, remitido a la Comisión Mixta
Congreso-Senado para las Relaciones con el Tribunal de
Cuentas el día 29 de noviembre de 1995 se incluía dicha
fiscalización en el bloque denominado «A realizar a ini-
ciativa del propio Tribunal».

2. Sobre la prescripción derivada de la fecha de los
hechos objeto de fiscalización aludida en las alegacio-
nes, hay que señalar que el Informe de fiscalización
expresa una opinión sobre el sometimiento de la actua-
ción seguida por la Fundación Municipal Deportiva del
Ayuntamiento de Valladolid y por el propio Ayuntamien-
to en la contratación de las obras del Polideportivo
Pisuerga a los principios de legalidad, eficiencia y eco-
nomía, sin que en el mismo se sustancien responsabilida-
des, únicas a las que se puede aplicar la prescripción.

3. Sobre la incompetencia jurisdiccional del Tribu-
nal de Cuentas o transgresión de los limites de la fun-
ción fiscalizadora del mismo de determinadas actuacio-
nes objeto del expediente. Con independencia de que en
las alegaciones no se distinguen las dos funciones pro-
pias del Tribunal de Cuentas —fiscalización y enjuicia-
miento de la responsabilidad contable—, establecidas en
el art. 2 de la LOTCu, el Tribunal de Cuentas no se ha
excedido de su función dado que, de conformidad con lo
dispuesto en los arts. 12.2 de la LOTCu, 6 del Texto Ar-
ticulado de la Ley de Contratos del Estado, aprobado por
Decreto 923/1965, de 8 de abril (LCE), y 18 del Regla-
mento General de Contratación del Estado, aprobado por
Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre (RGCE), en la
fiscalización de los contratos se deben indicar las infrac-
ciones legales de todo orden que se observen en los expe-
dientes; no en vano, la función fiscalizadora de este
Órgano se refiere al sometimiento de la actividad econó-
mico-financiera del sector público a los principios de
legalidad, eficiencia y economía.

4. Sobre la vulneración del principio «non bis in
idem» por la existencia de sentencias del orden jurisdic-
cional contencioso-administrativo sobre la materia, hay
que indicar que la Sentencia de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Castilla y León, de 28 de diciembre de 1993, resuelve
exclusivamente sobre las cantidades pendientes de pago
por el Ayuntamiento al contratista de las obras. Además,
por el ámbito y contenido del procedimiento fiscalizador,
resulta totalmente inaplicable el principio «non bis in
idem» —imposibilidad de que a través de procedimien-
tos distintos se sancione una misma conducta ilícita—
por cuanto el procedimiento fiscalizador no tiene por
objeto la imposición de sanciones.

En cuanto a las alegaciones formuladas por el actual
Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Valladolid en
relación con la existencia de un pronunciamiento judicial
que establece un juicio definitivo sobre la cuestión objeto
de controversia que determina que jurídicamente no sea
susceptible de una revisión contradictoria en nuevo enjui-
ciamiento bajo otra perspectiva de control o fiscalización
económica, hay que indicar que, con independencia de
que el procedimiento fiscalizador por su propio contenido

no supone un nuevo enjuiciamiento, en el Informe de fis-
calización no aparecen conclusiones distintas de las reco-
gidas en la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de
Castilla y León de 28 de diciembre de 1993, sino que,
muy al contrario, se incluyen conclusiones de ésta o las
repercusiones económicas de las mismas.

En relación con las restantes cuestiones formuladas
en alegaciones y su tratamiento, con independencia de
las aclaraciones y puntualizaciones que en cada caso
figuran en el Informe, con carácter general, es preciso
señalar lo siguiente:

a) Salvo los casos concretos que así lo requieren, no
se formulan valoraciones respecto de aquellas alegacio-
nes que:

— Confirman deficiencias o irregularidades señala-
das en el Informe.

— Plantean criterios y opiniones sin soporte docu-
mental o normativo.

— Constituyen meras explicaciones sobre las actua-
ciones pero no rebaten el contenido del Informe.

b) En los supuestos en los que se ha considerado
oportuno realizar alguna matización, ésta se presenta en
nota a pie de página.

c) En los casos en que se ha modificado el conteni-
do del Informe, se indica expresamente este hecho en
nota a pie de página.

2. DESCRIPCIÓN DE LAS OBRAS

A continuación se describen las actuaciones llevadas
a cabo para la construcción del Polideportivo Pisuerga,
desde la contratación de la redacción del proyecto hasta
el pago final de las obras.

a) El Pleno del Ayuntamiento de Valladolid, en
sesión de 1 de marzo de 1984, aceptó el encargo de la
Federación Española de Gimnasia para llevar a cabo la
gestión económica y, conjuntamente con ésta, la organi-
zación técnico-administrativa de los Campeonatos del
Mundial de Gimnasia Rítmica a celebrar en Valladolid
entre los días 10 al 13 de octubre de 1985.

b) El Pleno del Ayuntamiento de Valladolid, con
fecha 30 de julio de 1984, acordó que la Fundación
redactara, aprobara y ejecutara el proyecto del Polide-
portivo; no obstante, ésta llevó a cabo las actuaciones
para la contratación de la redacción del proyecto con
anterioridad a esta fecha, culminando con la adjudica-
ción de dicha redacción el 17 de julio.

c) El proyecto, presentado por los arquitectos el 6
de agosto de 1984, fue aprobado por el Consejo de la
Fundación el día 8 del mismo mes, con un presupuesto
de ejecución por contrata de 328.600.998 ptas. En esa
misma fecha fue convocado el concurso-subasta para la
contratación de las obras, que se declaró desierto el día
30 de dicho mes, concediéndose a los arquitectos un
plazo para reajustar el presupuesto del proyecto, debido
a las incorrecciones de cálculo detectadas.
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d) En la sesión del Consejo de 13 de septiembre de
1984, al señalar los técnicos municipales que no existían
incorrecciones de cálculo, sólo se aprobaron modificacio-
nes en aspectos técnicos y en los requisitos que debían
presentar los licitadores para la contratación directa, tam-
bién acordada en esa sesión.

e) El 26 de septiembre de 1984 se adjudicaron las
obras por un importe de 323.967.723 ptas., lo que repre-
sentaba una baja de un 1,41 por 100.

f) Las obras comenzaron el mes de octubre de 1984,
con un plazo de ejecución previsto de diez meses.

g) Durante la ejecución de las obras se realizaron
otros contratos relacionados con el Polideportivo, a tra-
vés de modificaciones al proyecto inicial, obras comple-
mentarias o suministros, que se relacionan en los Anexos
1, 2 y 3. Entre ellos hay que destacar el denominado
«Reformado sin repercusión económica», en virtud del
cual el presupuesto de ejecución por contrata de la obra
pasó de 328.600.998 ptas. a 323.329.643 3. Aunque este
Reformado no fue aprobado por la Fundación, a partir de
su redacción las certificaciones se elaboraron teniendo
en cuenta su presupuesto.

h) El 15 de julio de 1985 el Ayuntamiento acordó
financiar mediante un expediente de gastos plurianuales
con cargo al presupuesto de 1986 la mayoría de los con-
tratos señalados en el apartado anterior, por un importe
global de 250.000.000 de ptas. Este acuerdo del Ayunta-
miento fue declarado nulo de pleno derecho por Senten-
cia de la Audiencia Territorial de Valladolid de 20 de junio
de 1988, confirmada por Sentencia del Tribunal Supremo
de 21 de noviembre de 1991, al considerar que no proce-
día dicho expediente, sino un suplemento de crédito.

i) Terminadas las obras, el 9 de octubre de 1985 
—un día antes de empezar el Campeonato— tuvo lugar
una recepción provisional irregular, según se analiza en
el apartado 7.3.4 de este Informe.

j) Las certificaciones de liquidación tienen fecha de
14 de octubre de 1985; sin embargo constan en el expe-
diente escritos de fecha posterior entre los directores de
obra, el contratista y la Fundación acerca de las partidas
incluibles en la misma. La certificación de liquidación de
la obra principal fue aprobada por el Consejo de la Fun-
dación el 17 de noviembre de 1987.

k) Relacionada con esa liquidación se encuentra la
denominada «Memoria valorada por aumentos y mejoras»,
por un importe de 112.744.816 ptas., en la que los directo-
res de obra recogieron partidas referentes a unidades nue-
vas no previstas en el contrato inicial o a unidades previstas
cuyo precio aumentaba. Esta Memoria, aunque tiene fecha
de 9 de agosto de 1985, fue recibida el 22 de marzo de 1988
por la Fundación, que se negó a satisfacerla.

l) El contratista interpuso recurso contencioso-
administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia de
Castilla y León por la falta de pago de la Memoria ante-
rior y de otras cantidades reclamadas. Por Sentencia de
28 de diciembre de 1993, el Ayuntamiento fue condena-
do a pagar los 112.744.816 ptas. de la citada Memoria

con sus correspondientes intereses legales, que ascendie-
ron a 89.970.364 ptas.; 43.372.312 ptas. de obras de cli-
matización no incluidas en las certificaciones;
50.377.962 de intereses de demora de certificaciones
abonadas con retraso y 5.997.778 ptas. de intereses de
demora sobre retenciones del Impuesto General sobre el
Tráfico de Empresas (IGTE), por lo que en total se satis-
fizo la cantidad de 302.463.232 ptas.

m) El gasto final del Polideportivo ascendió a
955.158.340 ptas., según el detalle reflejado en el Anexo 4 4.
En dicho importe no se han incluido otros gastos que se
produjeron y que no han podido valorarse por no haberse
remitido la documentación solicitada.

3. CONTROL INTERNO

En la fiscalización efectuada se han observado las
deficiencias que se detallan en los siguientes epígrafes.

3.1. Estatutos

Los Estatutos no señalaban claramente que la Funda-
ción pudiera encargarse de realizar obras ya que sólo se
referían a contratación de servicios y suministros. Única-
mente los arts. 4 y 24 mencionaban actuaciones propias
del contrato de obras.

3.2. Competencia de los órganos

a) La Fundación llevó a cabo actuaciones care-
ciendo de competencias al respecto, ya que antes de que
el Ayuntamiento le encargara la redacción del proyecto
del Polideportivo seleccionó al equipo redactor del
mismo.

b) En el ámbito de la Fundación se realizaron las
siguientes actuaciones por órgano incompetente:

— El Presidente-Delegado encomendó verbalmente
y sin consignación presupuestaria la modificación de
cimentación, dando cuenta de ello al Consejo a los cua-
tro meses de su ejecución. De igual modo procedió al
designar a los redactores del proyecto y a los directores
de obra en esta misma modificación y en la obra comple-
mentaria de urbanización.

— El Presidente de la Fundación ordenó iniciar el
expediente de contratación directa de las obras del
Polideportivo, siendo competente el Consejo como
órgano de contratación, por lo que se vulneró el art. 83
del Reglamento General de Contratación del Estado,
aprobado por Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre
(RGCE).

4 Respecto al contenido de las alegaciones, con independencia de que en el
Inventario de bienes se ha de recoger, como regla general, el coste de producción
y no el valor de mercado, además de la irregularidad consistente en fijar en 1991
un valor contable superior al coste de producción, debe destacarse que el aumen-
to de valor del Polideportivo ha de ponerse en relación con la incidencia del
Índice de Precios al Consumo (IPC) y con la revalorización experimentada en el
mercado inmobiliario durante los seis años —1986 a 1991— en que se demoró el
inventariar el Polideportivo.

3 Para financiar este Reformado se utilizó la supresión de la partida de gra-
das que se recoge en el Anexo 2. Las partidas nuevas introducidas por este Refor-
mado ascendían a 13.831.890 pesetas. Con ello, el presupuesto resultante de la
obra era el siguiente: 328.600.998 + 13.831.890 – 19.103.245 = 323.329.643.
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3.3. Confusión de cargos

Se produjeron las siguientes confusiones en la actua-
ción de algunos miembros de la Fundación, al serlo tam-
bién del Ayuntamiento:

a) El Alcalde efectuó, como tal, la notificación a los
técnicos seleccionados por la Fundación para redactar el
proyecto del Polideportivo.

b) En el acta de la recepción provisional de 9 de
octubre de 1985 el Presidente-Delegado aparecía como
Concejal de Deportes del Ayuntamiento en lugar de
como representante de la Fundación.

Estas confusiones provocaron que, en ocasiones, los
arquitectos entendieran que los encargos provenían del
Ayuntamiento y no de la Fundación.

3.4. Reiteración de acuerdos del Consejo

El Consejo aprobó en dos ocasiones la supresión de
las partidas de gradas —además por cuantías distintas—,
el proyecto de urbanización, la contratación de las carca-
sas y el gasto para el equipamiento.

3.5. Ausencia de control

3.5.1. Control técnico

A pesar de que el Ayuntamiento puso a disposición de
la Fundación los Servicios Técnicos de su Departamento
de Arquitectura, no hubo inspección ni vigilancia alguna
de la redacción de los diversos proyectos y de la actua-
ción de los directores de obra, en contra de las cláusu-
las 5, 21 y 59 del Pliego de Cláusulas Administrativas
Generales para la Contratación de Estudios y Servicios
Técnicos (PCAGCEST), aprobado por Orden del Minis-
terio de Obras Públicas y Urbanismo de 8 de marzo 
de 1972. 

3.5.2. Actuación de la Intervención y de la Secretaría
General del Ayuntamiento

El Interventor y el Secretario eran miembros del Con-
sejo y del Comité y, por tanto, debían conocer cómo se
iban desarrollando las obras. A pesar de ello, en su actua-
ción debe destacarse, con carácter general, lo siguiente:

a) La Intervención no llevó a cabo un adecuado
control del cumplimiento de las normas presupuestarias,
al no realizar la función fiscalizadora tal como exigía el
art. 770 del Texto Articulado y Refundido de la Ley de
Régimen Local de 24 de junio de 1955 (TRLRL) y no
formular su oposición por escrito, según requería el art.
771 del mismo cuerpo legal, a pesar de las múltiples defi-
ciencias señaladas en diversos apartados de este Informe.
Además, su informe sobre la propuesta de financiación
plurianual de las modificaciones y suministros no fue
acertado, siendo el Acuerdo municipal que aprobó dicha
financiación declarado nulo de pleno derecho por la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

b) La Secretaría General no realizó adecuadamente
sus funciones, ya que no se emitieron los informes jurídi-
cos acerca de las diversas fases del procedimiento con-
tractual y sobre la adecuación de las actuaciones realiza-
das a la normativa urbanística. Los únicos informes
existentes, relativos a la procedencia de la contratación
directa, no fueron correctos y carecían de virtualidad,
según se señala en el apartado 7.3.2.2.5.2.a) de este
Informe.

4. ADECUACIÓN AL PLANEAMIENTO URBA-
NÍSTICO

Cuando se presentó el proyecto del Polideportivo 
—6 de agosto de 1984— se encontraba en trámite de
aprobación definitiva el Estudio de Detalle, que era con-
forme con la normativa urbanística de rango superior 
—Plan General de Ordenación Urbana y Plan Parcial—.
El proyecto presentado contravenía esta normativa, por
lo que se aceptaron las alegaciones formuladas por la
Fundación para adaptar el contenido del Estudio de Deta-
lle al citado proyecto.

Dicho proyecto, aprobado por el Consejo de la Fun-
dación el 8 de agosto de 1984, preveía una altura de
10,30 metros desde la rasante de acceso y 4,20 metros de
sótano y 17.586 m2 de edificación para la subzona 5
correspondiente a edificación cubierta. La obra finalmen-
te realizada alcanzó una superficie construida de 8.268
m2 bajo rasante y 22.913 m2 sobre rasante. En el Anexo 6
se incluye cuadro comparativo de las condiciones de edi-
ficabilidad y alturas de las diferentes normas de planea-
miento, del proyecto y de la obra ejecutada. Como se
desprende de dicho Anexo 5, la obra realizada superaba
las alturas y edificabilidad máxima permitidas, vulneran-
do las determinaciones de las siguientes normas de pla-
neamiento 6:

a) El Plan General de Ordenación Urbana (PGOU)
de Valladolid.

b) El Estudio de Detalle, aprobado definitivamente
el 6 de septiembre de 1984, que recogía las variaciones
propuestas por la Fundación 7.

La vulneración de estas normas constituía infracción
urbanística, a tenor de lo dispuesto en los arts. 53 y 54.3
del Reglamento de Disciplina Urbanística para el desa-
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5 A pesar del contenido de las alegaciones, en este Anexo se recogen los
datos de los expedientes aportados por el Ayuntamiento. No obstante, se modifica
el párrafo como consecuencia de aquellas.

6 El desglose de este párrafo ha sido modificado como consecuencia de las
alegaciones.

7 A pesar del contenido de las alegaciones, la aprobación definitiva del estudio
de detalle establecía que podría adoptarse la condición de edificación de 0,50 m2/m2

que el Plan General determina para las áreas deportivas —previsión establecida
en el apartado 2 del art. 1.18 del Titulo V del citado Plan General—. Sin embargo,
en el Acuerdo de aprobación definitiva del Estudio de Detalle no se estableció
condición mayor de edificabilidad que la permitida con carácter genérico en el
citado Plan General, sin que se aplicara la previsión contenida en el apartado 3
del art. 1.18 del Plan General, que señalaba que si la naturaleza de las instalacio-
nes y la conveniencia de su instalación justificaran la necesidad de mayor edifi-
cabilidad, el Ayuntamiento podrá aumentarla mediante acuerdo sujeto a trámite
de información pública durante quince días o adoptado conjuntamente en la tra-
mitación del Estudio de Detalle.



rrollo de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordena-
ción Urbana (RDU), aprobado por Real Decreto
2187/1978, de 23 de junio, en relación con el art. 226 del
Texto Refundido de la Ley de Régimen del Suelo y Orde-
nación Urbana, aprobado por Real Decreto 1346/1976,
de 9 de abril (TRLRS).

Ante estas actuaciones contrarias al planeamiento lle-
vadas a cabo por la Fundación, el Ayuntamiento de Valla-
dolid debería haber ejercido las competencias que le
otorgaba el art. 45 del RDU —control de la legalidad
urbanística y determinación y calificación de las infrac-
ciones, sin perjuicio de las que correspondieran a los Tri-
bunales de Justicia—, y adoptado las medidas previstas
en los arts. 51.1 y 52 en concordancia con el art. 65.1 del
mismo texto legal, e iniciar el procedimiento para la sus-
pensión y anulación de los actos producidos y, en su
caso, imposición de sanciones8.

5. FINANCIACIÓN Y ASPECTOS PRESUPUESTA-
RIOS

La fiscalización de las fuentes de financiación de la
obra ha resultado limitada por la ausencia de documenta-
ción acreditativa, no siendo posible establecer conclusio-
nes sobre las mismas. Únicamente consta una certifica-
ción del Gerente de la Fundación de 25 de septiembre de
1987, afirmando que la misma no recibió más aportacio-
nes que las del Ayuntamiento de Valladolid, de las cuales
un total de 148.659.068 ptas. correspondían a subvencio-
nes del Consejo Superior de Deportes.

En la fiscalización se ha detectado, tal como se deta-
lla en los sucesivos apartados de este Informe, que la
Fundación conculcó los siguientes principios y normas
básicos de carácter presupuestario:

a) El principio de especialidad presupuestaria seña-
lado en el art.13 del Real Decreto Ley 11/1979, de 20 de
julio, sobre medidas urgentes de financiación de las Cor-
poraciones Locales, al aprobarse o realizarse, de hecho,
gastos sin consignación presupuestaria.

b) El principio de anualidad presupuestaria regula-
do en el art. 15 del mismo Real Decreto-Ley, al aplicar a
un ejercicio gastos correspondientes a otro distinto.

c) El procedimiento de ordenación de gastos y
pagos establecido en los arts. 707 a 714 del TRLRL, al
realizarse pagos antes del reconocimiento de la obliga-
ción o antes de la emisión del mandamiento de pago.

6. REDACCIÓN DEL PROYECTO

La Fundación aprobó las bases para la contratación
externa del proyecto del Polideportivo y seleccionó al
equipo redactor con anterioridad a recibir el encargo del
Pleno de la Corporación de redacción, aprobación y eje-
cución del mismo, careciendo, por tanto, de competencia
para ello. Además, en la tramitación del expediente de

esta asistencia técnica se han observado las irregularida-
des siguientes:

a) No se justificó la insuficiencia de medios perso-
nales o materiales con que contaba la Fundación para lle-
var a cabo este proyecto.

b) El pliego de bases de contratación no fue infor-
mado jurídicamente, sometido a control interno y publi-
cado a efectos de reclamaciones. Además, en el mismo
no se hacía referencia al precio del contrato y se señalaba
como uno de los criterios a valorar para la adjudicación
el ofrecer facilidades para el pago aplazado del proyecto,
vulnerando lo dispuesto en el art. 12 del Texto Articulado
de la Ley de Contratos del Estado, aprobado por Decreto
923/1965, de 8 de abril (LCE).

c) Se produjo una predeterminación del adjudicata-
rio, según se deduce de los siguientes hechos:

— La adjudicación se realizó sin tener en cuenta el
informe técnico sobre las ofertas presentadas, ya que la
Presidencia de la Fundación propuso que, además, se
considerara una de las ofertas no destacadas en dicho
informe técnico, que, finalmente, seria la adjudicataria.

— La presentación por el equipo del arquitecto que
resultó adjudicatario de una Hoja de Encargo del Colegio
de Arquitectos de Madrid para la redacción y dirección
de la obra, firmada un día antes de que se produjera la
adjudicación del contrato. En esta Hoja de Encargo figu-
raba, además, como cifra del presupuesto de ejecución
material de la obra, 269.345.080 ptas., el mismo importe
por el que se aprobó después el proyecto cuya redacción
se encargaba, hecho que pone de manifiesto que este
equipo sabía de antemano que iba a ser adjudicatario de
la redacción del proyecto.

— La concesión de un plazo muy reducido —veinte
días a partir de la adjudicación— para la presentación del
proyecto redactado.

— La notificación de la adjudicación se efectuó el
mismo día que terminaba el plazo otorgado para la pre-
sentación del proyecto.

Todas estas circunstancias se corroboran en el escrito
presentado, con fecha 24 de agosto de 1984, por la Junta
del Colegio de Arquitectos de Valladolid, en el que se
señalaba «es evidente que el proyecto básico y de ejecu-
ción (164 planos) del Polideportivo estaba prácticamen-
te elaborado en su totalidad antes de la convocatoria del
concurso».

d) Los trabajos de redacción del proyecto no fueron
dirigidos por técnicos municipales, a pesar de estar pre-
vista en las Bases de contratación la posibilidad de desig-
nar Técnico con función de seguimiento de estos traba-
jos, incumpliéndose las cláusulas 5 y 21 del PCAGCEST.
Esta circunstancia, unida a que no se emitiera informe
técnico sobre el proyecto, una vez redactado, permitió:

— Que el proyecto no cumpliera el requisito de ofre-
cer una obra completa, como se requería en las Bases
para su contratación y exigía el art 21 de la LCE.8 Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.
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— Que la cuantía del presupuesto de ejecución mate-
rial del proyecto —269.345.080 ptas.— superara la cifra
indicada en las Bases de contratación —aproximadamen-
te 200.000.000 de ptas—.

— Que los Anexos a la Memoria del proyecto esta-
blecieran que las certificaciones de obra fueran elabora-
das por la empresa constructora, infringiendo lo dispues-
to en las cláusulas 45 a 48 del Pliego de Cláusulas
Administrativas Generales para la contratación de obras
del Estado, aprobado por Decreto 3854/1970, de 31 de
diciembre (PCAG).

— Que el 21 de diciembre de 1984, a los dos meses
de iniciarse la ejecución de las obras, se redactaran, aun-
que no fueran aprobados, los siguientes presupuestos que
suponían un aumento de un 65,7 por 100 sobre el presu-
puesto del proyecto inicial.

— Que el coste de construcción del Polideportivo
ascendiera, finalmente, a 706.998.034 ptas., según se
detalla en el Anexo 5, lo que supuso un incremento del
118 por 100 sobre el importe de adjudicación y que el
gasto final importara 955.158.340 ptas, un 195 por 100
más.

7. OBRAS DEL POLIDEPORTIVO PISUERGA

El Consejo de la Fundación, en sesión celebrada el 8
de agosto de 1984, aprobó un proyecto inicial por impor-
te de 328.600.998 ptas. y acordó la apertura del procedi-
miento de adjudicación, eligiéndose como forma de
selección del contratista el concurso-subasta. Posterior-
mente, por Acuerdo del Consejo de 30 de agosto de 1984
se declaró desierto el concurso-subasta convocado, se
otorgó un plazo de ocho días a los redactores del proyec-
to para reajustar el presupuesto del mismo, corrigiendo
los errores de cálculo detectados, y se aprobó asimismo
la contratación directa de las obras.

En los expedientes tramitados se observan las irregu-
laridades que se sintetizan en los siguientes apartados.

7.1. Actuaciones Preparatorias

7.1.1. Proyecto inicial

a) No fue informado por la Oficina de Supervisión
de Proyectos o por técnicos municipales que cumplieran
esta función, como exigía el art. 76 del RGCE. Esta falta
de supervisión tuvo importantes consecuencias, no sólo
en lo referente al procedimiento seguido para la adjudi-

cación, como se señalará en este Informe, sino también
en la ejecución de las obras, dado que fue necesaria la
redacción de otros proyectos para corregir éste.

b) Su aprobación por el Consejo de la Fundación se
realizó con anterioridad al visado por el Colegio de
Arquitectos.

c) La Presidencia de la Fundación informó en la
sesión del Consejo de 30 de agosto de 1984 que el presu-
puesto del proyecto presentaba errores de cálculo.

d) Los precios del proyecto se basaban en marcas
concretas, en vez de en precios medios de mercado.

e) La Memoria del proyecto incluía las alegaciones
que debían presentarse por la Fundación para resolver el
incumplimiento del Estudio de Detalle, de modo que éste
se adaptara a las características del proyecto en vez de a
la inversa.

7.1.2. Nuevo Proyecto

a) Se contrató sin realizar el replanteo previo, con
infracción del art. 81 del RGCE, lo que originó que
durante su ejecución hubieran de realizarse otros proyec-
tos para completar la obra, aumentando considerable-
mente el coste final.

b) No se reajustó su presupuesto, tal como se había
acordado por el Consejo de la Fundación considerando
que el ajuste se producía permitiendo a las empresas uti-
lizar materiales de la misma calidad pero más económi-
cos.

c) Existía contradicción entre la Memoria y el pre-
supuesto de este proyecto, ya que en aquélla se incluyó
un tipo de forjados cuyos precios unitario y global no
aparecían en el presupuesto.

7.1.3. Existencia de crédito

El expediente de contratación de las obras del Polide-
portivo se inició por la Fundación sin que existiera con-
signación presupuestaria. Este hecho se deduce de las
siguientes circunstancias:

a) El Pleno del Ayuntamiento, al encargar el 30 de
julio de 1984 a la Fundación la redacción, aprobación y
ejecución del Polideportivo, señaló que aquél transferiría
a la misma, con cargo al presupuesto municipal de 1985,
la cantidad necesaria para la ejecución de las obras. Sin
embargo, éstas se iniciaron en octubre de 1984.

b) El Ayuntamiento aprobó, el 6 de septiembre de
1984, un suplemento de crédito para financiar las obras
del Polideportivo y certificó el 11 de septiembre la exis-
tencia de consignación en el presupuesto de 1984 por un
importe de 332.202.737 ptas. No obstante, tal certifica-
ción se realizó a efectos de solicitar una ayuda económi-
ca al Consejo Superior de Deportes, puesto que no se
efectuaron transferencias a la Fundación hasta 1985,
debido a que la financiación del suplemento no era efec-
tiva, al consistir en una operación de crédito a concertar,
con lo que se incumple el art. 17 del Real Decreto-Ley
11/1979.

c) En la reunión del Consejo de la Fundación de 24
de octubre de 1984 se informaba que la financiación del
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Polideportivo no estaba incluida en el presupuesto ordi-
nario de la misma, puesto que figuraría en un presupues-
to extraordinario de Inversiones, que se debería redactar
separadamente. Ese presupuesto extraordinario no fue
elaborado y en el presupuesto ordinario de 1985 se inclu-
yó un crédito de 228.000.000 de ptas. para dicho Polide-
portivo, cantidad que era inferior al presupuesto de la
obra.

d) En 1985 se realizó una modificación presupues-
taria una vez que se concedieron las ayudas económicas
por el Consejo Superior de Deportes, vulnerando el art.
84.d) del RGCE, ya que en el expediente de contratación
debería haberse acreditado la disponibilidad de las apor-
taciones de distintas procedencias.

7.2. Adjudicación

a) El concurso-subasta convocado inicialmente para
la adjudicación de las obras fue declarado desierto por
los siguientes motivos:

— El rechazo de las ofertas presentadas, de acuerdo
con el informe técnico emitido, por no presentar el estu-
dio de cimentación, requisito exigido en los criterios de
selección.

— La necesidad de corregir errores de cálculo en el
presupuesto del proyecto y la conveniencia de su modifi-
cación, ya que la utilización de los materiales de la cali-
dad expresada en el mismo encarecería mucho el coste
de la obra.

Estas causas no pueden considerarse criterios objeti-
vos de selección, puesto que con posterioridad se elimi-
nó la necesidad de presentar el estudio de cimentación y
no se corrigió el presupuesto en el nuevo proyecto redac-
tado para contratar las obras directamente.

b) La selección de la empresa por contratación
directa, a través de la que se adjudicó la ejecución de
estas obras, se realizó basándose en:

— El rechazo de una de las ofertas presentadas por-
que la variante de la climatización que ofrecia resultaba
«ser inferior a la fijada por el proyecto».

— La desestimación de otra de las ofertas presenta-
das, además de por el precio, porque las dimensiones de
las gradas propuestas contradecían las del proyecto.

— La elección de la empresa adjudicataria entre las
dos ofertas restantes, a pesar de presentar un precio
mayor, por ofrecer mejoras y ventajas cuantificables en
lo referente a forjados, cubierta, prefabricados y grade-
ríos, sin que constara ningún estudio técnico que cuanti-
ficase y comparase los dos precios ofertados, entre los
que existía una diferencia de más de 7.000.000 de ptas.

Los criterios utilizados para la selección de la empre-
sa adjudicataria no fueron los más adecuados, como se
desprende de la posterior ejecución de las obras, ya que:

— El acuerdo del Consejo de la Fundación por el que
se contrataron las obras señalaba que se exigiría a la
empresa adjudicataria ajustarse íntegramente, en lo refe-

rente a la climatización del Polideportivo, a lo que espe-
cificaba el proyecto aprobado. Sin embargo, las obras de
climatización supusieron, como se detalla en el apartado
de este Informe, un incremento del 151 por 100 sobre lo
inicialmente presupuestado.

— Las gradas y carcasas fueron objeto de contrata-
ción independiente con un coste de un 159,6 por 100 más
del inicialmente previsto, siendo completamente distin-
tas de las contempladas en un principio.

Todas estas circunstancias denotan la falta de criterio
de los representantes de la Fundación y su imprevisión
en todo el proceso de planificación y ejecución del Poli-
deportivo.

7.3. Ejecución

7.3.1. Comprobación del replanteo

En el expediente no consta el acta de comprobación
del replanteo de la obra inicial, exigida en el art. 127.A)
del RGCE. La falta de este acta ha limitado la fiscaliza-
ción del Tribunal de Cuentas, al no tenerse constancia de
si el contratista manifestó algún tipo de reserva sobre las
posibles deficiencias del proyecto en el acto de la com-
probación del replanteo, circunstancia que, de no haberse
producido, hubiera limitado las reclamaciones efectua-
das por la empresa adjudicataria en el momento de la
liquidación de las obras.

7.3.2. Modificaciones, obras complementarias y sumi-
nistros

Las obras iniciales del Polideportivo, contratadas por
323.967.723 ptas., no se ejecutaron con sujeción al pro-
yecto aprobado, al incrementarse considerablemente
como consecuencia de modificaciones, obras comple-
mentarias y suministros, a pesar de que desde el Consejo
de la Fundación se insistió desde el principio en que no
debía superarse el presupuesto previsto «bajo ningún
pretexto». Estas modificaciones, obras complementarias
y suministros se detallan en los Anexos 1, 2 y 3 y fueron
necesarios para completar la obra, dejándola en condi-
ciones no sólo de poder albergar el Campeonato Mundial
de Gimnasia Rítmica —motivo propulsor de su construc-
ción—, sino de poder prestar los servicios exigibles a
cualquier Polideportivo, una vez concluido el citado
Campeonato.

En el examen de estos expedientes se han detectado
irregularidades de carácter general, comunes a todos
ellos, y otras de carácter particular que, por su especifici-
dad, conviene poner de manifiesto en apartados indepen-
dientes.

7.3.2.1. Irregularidades de carácter general

a) Estas contrataciones no se motivaron en otras
razones de interés público, nuevas necesidades o causas
técnicas imprevistas al tiempo de elaborar el proyecto
inicial, sino que fueron consecuencia de la defectuosa
redacción de éste, según se deduce de lo siguiente:
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– El proyecto no se refería a una obra completa ya
que no se preveían los pavimentos deportivos, impres-
cindibles para que el Polideportivo cumpliera su función
primordial.

— Los arquitectos, aunque dudaban de la validez del
sistema de cimentación por ellos propuesto, pospusieron
el estudio del terreno al momento en que se iniciaran las
obras, en vez de utilizar los procedimientos que la legis-
lación establecía, lo que originó una modificación de
hecho nada más comenzar la ejecución.

— En su redacción no se tuvieron en cuenta las nor-
mas internacionales para la instalación de gradas y carca-
sas, a las que sin embargo se acudió para su adquisición
posterior, y se incumplió la regulación técnica corres-
pondiente a las instalaciones eléctrica y de climatización.

— La realización, con fecha 21 de diciembre de 1984
—es decir, dos meses después de comenzadas las
obras—, de un resumen de presupuesto en el que consta-
ba una valoración de algunos de los aumentos que serían
necesarios para la ejecución del proyecto y que más tarde
se produjeron.

Todas estas circunstancias podrían haber sido obvia-
das si los técnicos de la Fundación hubieran supervisado
el proyecto en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 76
del RGCE y en las cláusulas 5, 21 y 59 del PCAGCEST.

b) Todas las modificaciones tuvieron lugar de
hecho, intentando realizar el expediente con posteriori-
dad a la ejecución de las mismas mediante la elaboración
de proyectos o memorias y sin solicitar el informe del
Consejo de Estado, requerido por el art. 18 de la LCE, en
los casos en que la modificación superaba el 20 por 100
del precio del contrato. Asimismo, las contrataciones de
las obras complementarias y suministros se llevaron a
cabo sin la realización del expediente determinado por la
legislación o con múltiples deficiencias en el mismo.
Estas circunstancias fueron reconocidas por la propia
Fundación, quien en la contestación a la demanda del
proceso contencioso-administrativo que concluyó con la
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y
León de 28 de diciembre de 1993 señalaba que: «se ha
de reconocer que las mismas (las modificaciones) no se
han operado en todo caso en la forma que es exigida en
la normativa vigente, por lo que en la actualidad resulta
incluso difícil la determinación de las obras realizadas
por encima del proyecto inicialmente previsto».

c) Todos los expedientes de obras complementarias
y suministros se contrataron de forma directa. Esta forma
de adjudicación no podía generalizarse por el simple
motivo de que el Polideportivo hubiera de concluirse
antes del inicio de los Campeonatos, puesto que tales
contrataciones se referían a unidades cuya necesidad ya
estaba prevista desde el comienzo de la obra.

d) El Ayuntamiento aprobó, el 15 de julio de 1985,
un expediente de gastos plurianuales para financiar estas
modificaciones, acordando que transferiría a la Funda-
ción 250.000.000 de ptas. con cargo a su presupuesto de
1986 a pesar de que la Fundación sólo había solicitado
216.770.696 ptas. y de que las obras del Polideportivo
debían estar finalizadas antes del 10 de octubre de 1985.

Por esta última razón, este acuerdo fue declarado nulo
por la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, al
entender que lo procedente habría sido un suplemento de
crédito en el presupuesto de 1985. Por otra parte, la Fun-
dación hizo pagos relativos a estas contrataciones en
1985, aunque las mismas se aplicaron presupuestaria-
mente al ejercicio de 1986, vulnerando las normas sobre
ordenación de gastos y pagos.

7.3.2.2. Irregularidades de carácter particular

7.3.2.2.1. Modificación de la malla espacial

Dentro de los elementos constructivos del Polidepor-
tivo, la malla espacial constituía para los arquitectos uno
de los aspectos más característicos y señalados del pro-
yecto. Para la presentación de ofertas en la contratación
directa se exigió que la malla espacial fuera de caracte-
rísticas geométricas y forma igual a la indicada en pla-
nos, y del contratista escogido se destacaba que presenta-
ba mejoras y ventajas cuantificables en lo referente a
cubierta. Asimismo, en la reunión del Consejo de 17 de
junio de 1985 se insistió en que «La gran mejora que
ofrecía la empresa adjudicataria sobre las restantes era
la cubierta y los prefabricados».

A pesar de la importancia concedida a la malla y del
estudio detallado contenido en el proyecto, en diciembre
de 1984 —dos meses después del inicio de las obras—
fue necesario realizar, a propuesta del contratista, una
modificación del diseño de la estructura espacial. Esta
modificación adolece, desde el punto de vista procedi-
mental, de las siguientes anomalías:

a) No fue autorizada por la Fundación, sino simple-
mente negociada entre los directores de la obra y la
empresa adjudicataria, sin que se exigieran las responsa-
bilidades señaladas en el art.155 del RGCE y en la cláu-
sula 62 del PCAG, consistiendo el expediente en una
Memoria incompleta que ha dificultado el análisis de sus
repercusiones y, en consecuencia, limitado la fiscaliza-
ción del Tribunal de Cuentas.

b) La Memoria fue visada por el Colegio de Arqui-
tectos en mayo de 1985, sin embargo las obras de la
estructura comenzaron con anterioridad, ya que se empe-
zaron a certificar en enero.

7.3.2.2.2. Cimentación y aumento de frontón y soleras 9

7.3.2.2.2.1. Cimentación

a) Esta modificación fue consecuencia de la defi-
ciente redacción del proyecto inicial, ya que los arquitec-
tos redactores, que dudaban de la validez del sistema de
cimentación incluido al no estar seguros de las condicio-
nes del terreno, no se acogieron a la previsión del art. 1
del Decreto 462/1971, de 11 de marzo, por el que se dic-
tan normas sobre la redacción de proyectos y la dirección
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de obras de edificación, que concedía al redactor de un
proyecto la facultad de exigir previamente al propietario
un estudio del suelo y subsuelo cuando lo considerara
necesario.

b) La modificación de cimentación fue autorizada
verbalmente por el Presidente-Delegado —que carecía de
competencia— y sin la tramitación de expediente alguno.
Posteriormente, cuando ya se habían ejecutado las obras,
se intentó elaborar un expediente con las siguientes actua-
ciones: redacción del proyecto, solicitud de crédito, apro-
bación por el Consejo, el 17 de julio de 1985, de la
ampliación del contrato suscrito con el contratista respec-
to a las obras de cimentación y elaboración de las certifi-
caciones en julio, agosto y septiembre de 1985.

c) Las obras de cimentación comenzaron con ante-
rioridad a que se dispusiera de las conclusiones defini-
tivas del estudio geotécnico del terreno, encargado
directamente sin concurrencia y sin consignación presu-
puestaria, implicando un riesgo en la ejecución de las
obras dadas las dudas existentes respecto al terreno
donde se iban a ejecutar.

d) Los arquitectos directores de la obra pretendie-
ron basar la ejecución de la modificación no autorizada
en el párrafo 4.O de la cláusula 62 del PCAG, que esta-
blecía la posibilidad de que el director de obra, en casos
de emergencia, ordenara la realización de las unidades
de obra imprescindibles para garantizar la permanencia
de las partes de obra ya ejecutadas anteriormente, lo cual
no puede aplicarse a la cimentación, al tratarse de la pri-
mera unidad ejecutada. Además, no se cumplieron los
requisitos que marcaba la citada cláusula para talos casos
—comunicación inmediata e incoación del expediente de
autorización del gasto—.

e) La ejecución de la cimentación se realizó con una
total falta de calidad, según los escritos de la dirección
de obra de 26 de febrero de 1985 y 9 de julio de 1986. A
pesar de estas advertencias, la Fundación no adoptó nin-
guna medida para corregir la circunstancia anterior ni
impuso al contratista la penalización económica propues-
ta por la dirección de obra en aplicación de la cláusula 44
del PCAG.

7.3.2.2.2.2. Aumento de frontón y soleras

El aumento del frontón se justificó porque la Federa-
ción Provincial de Pelota propuso modificar su capaci-
dad —pasando de 300 a 1.000 espectadores— y la de las
soleras por la necesidad de definir primero los pavimen-
tos deportivos, que estaban excluidos del proyecto ini-
cial. En la fiscalización se han observado las irregulari-
dades siguientes:

a) La redacción del proyecto se encargó verbalmen-
te por el Presidente-Delegado, en contra de lo dispuesto
en el art. 41 de la LCE, y sin la tramitación del oportuno
expediente administrativo.

b) El proyecto que recogía este aumento no fue
aprobado por el Consejo y existen contradicciones sobre
su importe, ya que el 17 de mayo de 1985 se aprobó por
28.776.522 ptas. —cantidad utilizada para calcular los
honorarios por redacción del proyecto— y el 17 de julio

de 1985 por 29.542.297 ptas., siendo ésta la cuantía por
la que se solicitó financiación, se adjudicaron las obras y
se expidieron las certificaciones.

c) No se tramitó expediente de este aumento, cons-
tando únicamente un acuerdo del Consejo de ampliación
del contrato de la obra principal.

7.3.2.2.3. Reformado 10 sin repercusión económica

El 8 de agosto de 1985, la dirección de obra estimó
necesario realizar una modificación, sin repercusión eco-
nómica, del proyecto de las obras, observándose en el
mismo las siguientes anomalías:

a) Se trata simplemente de una modificación de
hecho en la que se incumplieron todos y cada uno de los
requisitos señalados en los arts. 146 y siguientes del
RGCE y las cláusulas 59 a 65 del PCAG, constando úni-
camente un resumen del presupuesto de contrata, sin fir-
mar por los arquitectos, de fecha 9 de agosto de 1985. A
pesar de esta circunstancia y de que no fue aprobado por
el Consejo de la Fundación, las certificaciones de obra
correspondientes a los meses de agosto y septiembre de
1985 y la liquidación se emitieron sobre la base de este
reformado.

b) Su justificación —sin repercusión económica—,
al pasar de un presupuesto originario de 328.600.998 ptas.
a otro de 323.329.643 ptas. no responde a la realidad ya
que:

— El 17 de julio de 1985, con anterioridad a la for-
mulación de este reformado, la Fundación había aproba-
do una reducción del proyecto original por importe de
19.193.245 ptas., correspondientes a la supresión de las
partidas de gradas del proyecto original, quedando por
tanto el presupuesto de este último en 309.497.753 ptas.
y no en 328.600.998 ptas.

— Supuso un incremento de 13.831.890 ptas., que
correspondían a las partidas nuevas incluidas, para las
que no existía crédito presupuestario.

7.3.2.2.4. Obra complementaria de urbanización

Las irregularidades detectadas en este expediente
diferenciadas por las fases del procedimiento contractual
se detallan en los siguientes apartados.

7.3.2.2.4.1. Actuaciones preparatorias

a) La redacción de este proyecto y la dirección de
las obras fueron encomendadas verbalmente, sin expe-
diente alguno, vulnerando lo dispuesto en el art. 41 de la
LCE, por el Presidente-Delegado, que, además, carecía
de competencia.

b) Entre la documentación analizada por el Tribunal
consta un presupuesto, redactado por el futuro adjudica-
tario de esta obra —que era el contratista de la obra prin-
cipal—, de fecha anterior al presentado por los arquitec-
tos redactores. Este último está basado íntegramente en

10 Término utilizado por la Fundación.
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aquél y recoge las mismas partidas y precios unitarios. A
pesar de ello, los arquitectos percibieron 1.126.148 ptas.
en concepto de honorarios por la redacción de este pro-
yecto.

c) No existió supervisión del proyecto por parte de
los técnicos municipales, en contra de lo establecido en
los arts. 23 de la LCE y 73 a 78 del RGCE.

d) El replanteo de la obra se realizó con anteriori-
dad a la aprobación del proyecto, incumpliendo el art. 24
de la LCE.

e) El proyecto fue aprobado por el Consejo en dos
ocasiones —3 de junio y 29 de julio de 1985—. En
ambas, la aprobación se produjo antes de que el proyecto
fuera visado por el Colegio de Arquitectos.

f) El pliego de condiciones no establecía requisitos
de clasificación y exigía una fianza provisional indeter-
minada que no fue constituida. Este pliego no fue apro-
bado por el Consejo, infringiendo los arts. 14 y 24 de
la LCE.

7.3.2.2.4.2. Adjudicación y ejecución

a) Los representantes de la Fundación, antes de que
el Consejo autorizase la contratación directa, ya habían
solicitado propuestas de tres empresas para la ejecución
de la obra.

b) El adjudicatario estaba predeterminado, vulne-
rando el principio básico de la concurrencia, recogido en
el art. 13 de la LCE, según se deduce de los siguientes
hechos:

— El presupuesto aprobado se basaba en uno previa-
mente redactado por el contratista.

— En la certificación de la liquidación se señalaba
que la ejecución había comenzado en julio de 1985, es
decir, antes de la adjudicación.

c) No se formalizó el contrato ni se constituyó la
fianza definitiva exigida, vulnerando los arts. 39 y 118
de la LCE.

d) No se llevó a cabo la comprobación del replanteo
de la obra, como exige el art. 127 del RGCE.

7.3.2.2.5. Transformador eléctrico, gradas, carcasas,
pavimentos y equipamiento 11

La contratación se llevó a cabo, en todos los casos, de
manera directa, apreciándose en su tramitación las irre-
gularidades que se reflejan en los siguientes epígrafes,
que ponen de manifiesto la defectuosa e ineficiente
actuación de los representantes de la Fundación y de los
directores de la obra.

7.3.2.2.5.1. Actuaciones preparatorias

a) Existen errores y contradicciones en la califica-
ción de ciertos contratos, ya que uno mismo se conside-
raba en unos documentos como obra y en otros como

suministro, lo que refleja la falta de claridad de los direc-
tores de obra, que elaboraron la mayoría de las memorias
correspondientes a estas contrataciones.

b) Estas memorias estaban basadas en la mayoría
de los casos en las proposiciones presentadas por los
futuros adjudicatarios. Ello supone que se solicitaban
ofertas antes de haber realizado ninguna actuación pre-
paratoria y antes de elaborar los pliegos de bases, llegan-
do a fijar el presupuesto según la oferta presentada por el
futuro adjudicatario.

c) El número de unidades y los precios unitarios del
presupuesto de las carcasas aumentaron considerable-
mente con respecto al proyecto inicial, como se refleja
en el Anexo 7, sin que esté justificado este incremento.

d) Se aprobaron por el Consejo de la Fundación
cantidades alzadas para el equipamiento —20.000.000
de ptas.— sin tener conocimiento de las unidades con-
cretas que se iban a adquirir.

e) Del examen de la contratación de los pavimentos
se constata la existencia de presupuestos diferentes para
idéntico fin. Además, en el caso de los pavimentos para
diversas salas deportivas existen contradicciones entre
los pliegos de cláusulas administrativas y los de prescrip-
ciones técnicas respecto a la superficie a pavimentar.

f) Los pliegos de condiciones adolecen de irregula-
ridades talos como: carecer de fecha, no estar firmados
(salvo el de carcasas), establecer criterios de selección
improcedentes, requerir la presentación de los documen-
tos de los licitadores después de la adjudicación y dispo-
ner el pago aplazado. Además, no fueron informados por
la Secretaria ni por la Intervención.

7.3.2.2.5.2. Adjudicación y formalización

El principio básico de concurrencia, previsto en el
art. 13 de la LCE, resultó vulnerado por las siguientes
razones:

a) En todos los casos se acordó la contratación
directa basándose en la urgencia o en la cuantía, de
acuerdo con el art. 117 del Texto Articulado Parcial de la
Ley 41 /1975, de Bases del Estatuto del Régimen Local,
aprobado por Decreto 3046/1977, de 6 de octubre. La
urgencia no estaba justificada ya que desde el inicio se
preveía la necesidad de estas unidades, mientras que res-
pecto a la cuantía se aplicó indebidamente el límite
correspondiente a la contratación de obras —50.000.000
de ptas. 12— en vez del de suministros —3.000.000 13—.
A pesar de ello se emitieron sendos informes jurídicos
que consideraban procedente la contratación directa y
que, además, eran siempre posteriores al acuerdo del
Consejo que adoptaba dicha forma de contratación, por
lo que carecían de virtualidad y vulneraban el art. 20 del
Reglamento de Contratación de las Corporaciones Loca-
les, aprobado por Decreto de 9 de enero de 1953
(RCCL).

11 En el Anexo 2 se resumen los datos básicos relativos a estas contratacio-
nes.
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b) En todas las contrataciones, excepto en las de los
pavimentos para diversas salas deportivas y para el fron-
tón, el adjudicatario estaba predeterminado, según se
deduce de los siguientes hechos:

– Los proveedores de los pavimentos, gradas, equi-
pamiento y carcasas ya se señalaban en las reuniones del
Consejo de 17 de mayo y 17 de junio de 1985 con ante-
rioridad a que se produjera la adjudicación a su favor.
Además, en la Memoria para la contratación del transfor-
mador se indicaba como marca orientativa la del futuro
adjudicatario.

— En los casos del equipamiento y de las carcasas se
procedió a una previa contratación verbal por parte de
los representantes de la Fundación, en contra de lo dis-
puesto en el art. 41 de la LCE y, además, tramitando el
expediente con posterioridad.

– Todas las proposiciones presentadas para las con-
trataciones directas por los licitadores que no fueron
adjudicatarios superaban el presupuesto, por lo que su
eliminación era automática de acuerdo con el art. 118 del
RGCE. En el único caso en que ésta no se produjo, la
adjudicación recayó en la empresa —que estaba prede-
terminada— basándose en las facilidades para el pago
aplazado que ofrecía, criterio contrario al art. 12 de
la LCE.

Los representantes de la Fundación renunciaron en
ocasiones, en contra de los intereses públicos, a las pre-
rrogativas que ostenta la Administración, según se dedu-
ce de los siguientes hechos:

a) En ningún caso consta la constitución de la fianza
definitiva, aunque en las notificaciones de las que se dis-
pone se hacía referencia a ella (en un caso exigiéndola por
cuantía inferior a la fijada en el pliego). Incluso, para las
carcasas, fue la Fundación la que se obligó a avalar una
letra, procediendo, a falta del aval bancario, a inmovilizar
una cuenta corriente por un importe de 5.246.469 ptas.
durante más de tres meses. Dicha inmovilización se acor-
dó, además, antes del reconocimiento de la obligación.

b) En los expedientes de contratación de las carca-
sas, gradas y pavimento de la pista central figuran letras
de cambio aceptadas por el Presidente-Delegado y por el
Gerente por el importe de las adjudicaciones.

c) La Fundación aceptó en el contrato firmado para
el suministro de las carcasas someterse a los tribunales
de Córdoba, renunciando por ello a su propio fuero, en
contra de lo dispuesto en el pliego de bases.

d) La formalización del contrato se efectuó en
documento con apariencia de privado en los supuestos de
gradas, carcasas y pavimento de la pista central, sin cons-
tar en los demás, vulnerándose el art. 254 del RGCE.

e) En los contratos privados firmados se fijaba un
interés de demora de un 17,5 por 100 o de un 18 por 100
según los casos, en contra del art. 91 de la LCE, que
determinaba el interés legal —11 por 100 en 1985, de
acuerdo con la Disposición Adicional Novena de la Ley
50/1984, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales
del Estado para 1985—.

f) El contrato formalizado para las carcasas dispo-
nía que una parte del precio se pagaría a la firma del
mismo, es decir antes de la entrega del suministro, lo cual
se llevó a efecto, vulnerando el art. 91 de la LCE.

7.3.2.2.5.3. Ejecución

a) No figura acta o certificación de la recepción de
conformidad de las unidades, infringiendo lo dispuesto
en los arts. 262 del RGCE y 61 del RCCL.

b) El pago de las cantidades debidas tuvo lugar con
mucho retraso, lo que supuso riesgo de reclamación de
intereses de demora. En el pago al contratista de las gra-
das y pavimento de la pista central se incluyeron intere-
ses de demora, por un importe de 129.262 ptas., sin que
conste debidamente justificado dicho pago, al no deta-
llarse sus motivos ni su cálculo.

c) En relación con el transformador se aprobó un
gasto adicional de 1.261.995 ptas., documentado con una
simple factura. Este mayor gasto, que debería haber figu-
rado en el presupuesto inicial, se encomendó verbalmen-
te a una empresa distinta y sin consultar con otras, con el
fin de eludir los requisitos señalados en el pliego de con-
diciones para el caso de modificaciones.

7.3.2.2.6. Otros gastos

Además de las contrataciones examinadas anterior-
mente, se realizaron los gastos que se relacionan en el
Anexo 3 por importe total de 16.883.084 ptas.

Del examen de la escasa documentación entregada
al Tribunal de Cuentas debe destacarse que la instala-
ción contra incendios se contrató verbalmente en contra
de lo dispuesto en el art. 41 de la LCE. Además, ni
siquiera se consultó a otras empresas, lo que tampoco
se realizó para la contratación de los marcadores y de
la acometida de instalación eléctrica, vulnerando el
art. 247 del RGCE.

7.3.2.2.7. Memoria valorada por aumentos y mejoras 14

Los directores de la obra redactaron la Memoria valo-
rada por aumentos y mejoras por importe de 112.744.816
ptas., incluyendo algunas de las reivindicaciones del con-
tratista por las unidades de obra ejecutadas no contenidas
en la liquidación. Esta Memoria, recibida en la Funda-
ción el 22 de marzo de 1988, no fue aprobada por el Con-
sejo ni abonada en un primer momento, pero finalmente
el Ayuntamiento fue condenado a su pago, así como al de
otras cantidades reclamadas por el contratista, por Sen-
tencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y
León de 28 de diciembre de 1993.

Del examen de la documentación destacan las
siguientes irregularidades:

a) La Memoria tiene fecha de 9 de agosto de 1985 y
la certificación de obra de la misma de 14 de octubre del
mismo año; sin embargo, los siguientes datos inducen a

14 En el Anexo 8 se detallan los incrementos recogidos en la Memoria res-
pecto al presupuesto inicial.
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considerar que éstas no son las fechas en las que fueron
redactadas —lo que tiene importantes repercusiones a la
hora del pago de los intereses legales—:

– En el propio texto se hacía referencia a hechos que
tuvieron lugar después de la fecha de expedición de la
misma.

— Los directores de obra, en sendos escritos de 10
de febrero de 1987, afirmaban que se había llegado al
acuerdo definitivo en la liquidación de la Memoria y que
la misma estaba pendiente de redactar y certificar.

b) Esta Memoria recogía los incrementos de precios
sobre unidades del proyecto por el aumento de calidades
en las mismas y por aumento del ritmo de ejecución, así
como unidades de obra no previstas y precisas para la
celebración del Campeonato Mundial de Gimnasia Rít-
mica, si bien estas causas no resultan justificadas por lo
siguiente:

— No hubo, correlativamente, disminución de pre-
cios por las unidades ejecutadas con inferior calidad.

— Se admitieron incrementos por aumento del ritmo
de ejecución cuya oportunidad y procedencia había nega-
do inicialmente la dirección de obra.

— Se entendió erróneamente que el complementario
de urbanización y la modificación de cimentación daban
derecho al contratista (ex art. 149 del RGCE) a un
aumento del plazo de ejecución que, al no poder conce-
derse, debía compensarse con un mayor ritmo en la cons-
trucción de las obras más costoso. Sin embargo, el com-
plementario de urbanización no confería el derecho al
contratista a un aumento de plazo ni a compensación por
un mayor ritmo de ejecución, ya que se trataba de una
obra distinta de la principal y la modificación de cimen-
tación se había considerado por la Fundación también
obra diferente para no aplicar la baja de adjudicación,
por lo que tampoco existía tal derecho del contratista.

— Se acreditaron partidas que, en principio, fueron
rechazadas por la dirección de obra, sin que se explique
el cambio de criterio 15.

— Se admitieron otras partidas irregulares 16.

7.3.2.2.8. Instalación de climatización

El Capítulo de climatización ascendía en el presu-
puesto de adjudicación de la obra principal a 31.904.504
ptas.; sin embargo el gasto total de esta instalación fue de
80.039.190 ptas., lo que supuso un aumento del 151 por
100 sobre el presupuesto inicial 17, que fue consecuencia
de la actuación ineficiente de los redactores del proyecto,
que, a su vez, eran directores de obra, como resulta de
los siguientes hechos:

a) La insuficiencia del proyecto original, puesta de
manifiesto por el contratista al presentar, a los dos meses
del inicio de las obras, dos propuestas en las que el capí-
tulo de climatización aumentaba considerablemente.

b) La denegación de la autorización del proyecto,
en abril de 1985, por la Delegación Territorial de la Con-
sejería de Industria y Trabajo, al no cumplir los mínimos
exigibles según el Reglamento de Climatización, cir-
cunstancia que había sido advertida por la empresa
encargada del control de calidad.

c) La realización de la instalación sin control por
parte de la dirección de obra.

d) La contradicción entre los informes de los direc-
tores de obra de fechas 9 de julio de 1986 y 10 de febrero
de 1987, al rechazarse en el primero algunas partidas 18

por presentar irregularidades y considerarlas correctas en
el segundo, sin que se expresaran las razones del cambio
de criterio.

7.3.3. Certificaciones

Las certificaciones de la obra principal y las que se
emitieron de modo independiente en relación con la
modificación de la cimentación, frontón y soleras, así
como las certificaciones de la obra complementaria de
urbanización, también ejecutada por el mismo contra-
tista de la obra principal, presentan las siguientes ano-
malías:

a) Desde la primera certificación de la obra princi-
pal —noviembre de 1984— se incluyeron partidas de
cimentación que no fueron ejecutadas, con lo que se des-
virtúa la presunción de certeza que conlleva toda certifi-
cación de obra.

b) Las obras de cimentación se ejecutaron en 1984,
sin embargo las certificaciones se emitieron en julio,
agosto y septiembre de 1985 y se aplicaron al presupues-
to de 1986.

c) En la emisión de las certificaciones correspon-
dientes a la modificación de cimentación, frontón y sole-
ras se causó un perjuicio a los fondos públicos de
8.217.218 ptas. por las siguientes causas:

— La introducción en las certificaciones de la parti-
da 21.10, que no fue ejecutada por el contratista sino por
los servicios municipales, según se reconoció por la
dirección de obra el 9 de julio de 1986.

— La inclusión en las certificaciones de partidas de
hormigón de resistencia superior al utilizado, sin aplicar
la rebaja en los precios del 10 por 100 del presupuesto,
propuesta por la dirección de obra en escritos de 26 de
febrero de 1985 y 9 de julio de 1986, de conformidad con
la clausula 44 del PCAG.

— La eliminación en la liquidación de la baja de
adjudicación del 1,41 por 100, que, sin embargo, se había
descontado en las tres certificaciones expedidas con
anterioridad.

18 En el Anexo 12 se especifican estas partidas con sus importes y las causas
del rechazo.

15 En el Anexo 9 se detallan las causas del rechazo inicial, las partidas de la
Memoria que finalmente se incluyeron y su cuantía.

16 Estas partidas se desglosan en el Anexo 10.
17 En el Anexo 11 se detallan los incrementos del gasto producido en estas

obras, incluyendo los 43.372.312 ptas. por obras complementarias a cuyo pago
condenó el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León por Sentencia de 28
de diciembre de 1993.
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d) En la obra complementaria de urbanización exis-
te confusión sobre la fecha de ejecución, puesto que en
las certificaciones primera y segunda, de agosto y sep-
tiembre de 1985, respectivamente, se indicaba que las
obras coincidieron con esos meses, mientras en la liqui-
dación constaba que comenzaron en julio (antes de la
adjudicación) y terminaron el 9 de agosto. Asimismo se
han remitido dos ejemplares de la segunda certificación
con fechas distintas, uno de ellos de 30 de septiembre de
1985 y otro de 5 de mayo de 1986, lo que plantea incerti-
dumbres acerca del momento en que se elaboró efectiva-
mente e incidió de modo importante en los intereses de
demora que hubieron de abonarse posteriormente.

Los abonos de las certificaciones se realizaron con
retraso, lo que motivó que el Ayuntamiento fuera conde-
nado por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y
León al pago de 50.377.962 ptas, en concepto de intere-
ses de demora. Estos intereses por la demora en el pago,
ocasionada por la falta de consignación presupuestaria 
—como se demuestra por el hecho de que finalizadas las
obras en 1985, se efectuaron en 1988 transferencias de
crédito del Ayuntamiento a la Fundación—, así como la
expedición de las certificaciones con fechas que no se
correspondían con las reales, han originado un perjuicio
económico a los fondos públicos que se podría haber evi-
tado con una adecuada planificación presupuestaria por
parte del Ayuntamiento de Valladolid y de la Fundación,
y un control de esta última sobre la dirección de las
obras, exigido por el Pliego de Condiciones del contrato
y la cláusula 21 del PCAGCEST.

7.3.4. Recepción de las obras

El 9 de octubre de 1985 se computó como fecha de la
recepción provisional de las obras, procediéndose a su
medición general y a la formulación de la liquidación el
14 de octubre de 1985. Sin embargo, esta fecha no puede
ser considerada como la real de recepción provisional de
la obra por los siguientes motivos:

— Consta un acta anexa, de fecha 10 de octubre de
1985 y que no fue firmada por la empresa constructora,
en la que se detallaban los defectos encontrados en la
obra y se otorgaba un plazo de seis meses para su subsa-
nación.

— En el expediente figura un escrito, de 9 de enero
de 1986, por el que la dirección de obra, representantes
de la constructora y de la Fundación acordaron proceder
a la recepción provisional el 23 de enero de 1986, y en la
introducción de la Memoria valorada por aumentos y
mejoras también se señalaba que en esa fecha tuvo lugar
la recepción provisional. El acta acreditativa de esta
recepción no ha sido facilitada al Tribunal de Cuentas a
pesar de su explícita solicitud, desconociéndose por tanto
si los defectos encontrados fueron corregidos.

Por otra parte, se procedió a la recepción provisional
de las obras con incumplimiento de los arts. 54 de la LCE
y 170 del RGCE, ya que el 9 de julio de 1986 la direc-
ción de obra expuso la existencia de deficiencias en

determinadas unidades de obra sin que conste que se sub-
sanaran.

7.3.5. Liquidación

a) Las certificaciones de liquidación de la obra prin-
cipal, de la modificación de cimentación, frontón y sole-
ras y de la obra complementaria de urbanización se emi-
tieron en una fecha —14 de octubre de 1985— que no se
corresponde con la realidad por las siguientes causas:

— La recepción provisional no se produjo antes del
23 de enero de 1986.

— El 17 de abril de 1986, la dirección de obra remi-
tió a la Fundación un borrador de su liquidación provi-
sional y de la del contratista.

— El 6 de septiembre de 1987, el Gerente de la Fun-
dación trasladó a los directores de obra la documentación
enviada por la empresa constructora solicitando una reu-
nión entre los días 22 y 27 de septiembre para determinar
definitivamente la liquidación.

El señalamiento de la fecha de la liquidación repercu-
tió en el pago de los intereses de demora, ya que se cal-
cularon desde el 14 de octubre de 1985.

b) La aprobación por el Consejo de la liquidación
de la obra principal se realizó con fecha 17 de noviembre
de 1987, vulnerando lo dispuesto en el art.172 del
RGCE, que señala que ésta debe ser aprobada dentro del
plazo de nueve meses a partir de la recepción provisio-
nal.

c) En la liquidación desaparecieron unidades de
obra cuya ejecución se había acreditado en certificacio-
nes anteriormente emitidas, desvirtuándose la presun-
ción de certeza de la obra ejecutada que debe concurrir
en toda certificación. Esta actuación irregular tuvo lugar
en las liquidaciones del proyecto inicial y de la modifica-
ción de cimentación, frontón y soleras, como se refleja
en los Anexos 13 y 14, donde se relacionan las partidas
reducidas o suprimidas.

d) La liquidación del proyecto inicial y de la modi-
ficación de cimentación, frontón y soleras, que ascendió
a 456.734.262 ptas., presentó un exceso de un 12,85 por
100 sobre el precio del contrato, superando el porcentaje
permitido —10 por 100— en la cláusula 62 del PCAG 19.
De este exceso se deben destacar, en especial; las parti-
das de cimentación incluidas en el proyecto principal y
en la modificación referida a la misma, ya que en la rela-
ción valorada de 24 de abril de 1985 se cuantificaron en
80.932.373 ptas., mientras que en la liquidación se valo-
raron en 86.701.211, un 7,1 por 100 más 20. Este exceso
es improcedente de acuerdo con las cláusulas 45 y 62 del
PCAG, ya que, al tratarse de obras terminadas a finales
de 1984 que después quedaron ocultas, en el momento
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de la liquidación era imposible realizar una nueva medi-
ción de la que resultaran mayores cantidades, máxime
cuando la medición de abril de 1985 había sido confir-
mada por el contratista, la dirección de obra y la Funda-
ción.

e) La liquidación de la obra complementaria de
urbanización, presupuestada inicialmente en 44.607.189
ptas., ascendió a 49.068.008 ptas., con un incremento del
10 por 100, límite máximo permitido por la cláusula 62
del PCAG, llegando el capitulo 42 «Hormigones» a
aumentar un 31,5 por 100 respecto al presupuesto origi-
nal.

f) El pago de los distintos saldos resultantes de
liquidación se efectuó con retraso en 1988, incumplién-
dose lo dispuesto en el art. 172 del RGCE.

7.4. Dirección de obra

La dirección de la obra se contrató con técnicos aje-
nos a la Fundación, a pesar de que en el pliego de con-
diciones que regía el contrato de ejecución de las obras
y en el complementario de urbanización se señalaba
que aquélla correspondía a la Fundación a través de sus
servicios y funcionarios técnicos. Las irregularidades
detectadas en esta materia son las siguientes:

a) No se tramitó el expediente contractual en el que
se determinara el régimen jurídico aplicable, se justifica-
ra acudir a personal ajeno ante la insuficiencia de medios
técnicos propios y se redactaran los pliegos de prescrip-
ciones técnicas y económico-administrativas incluyendo
las tarifas a aplicar y la clasificación a exigir, por lo que
se incumplieron los trámites y el procedimiento señala-
dos en el Decreto 1005/1974, de 4 de abril.

b) Los directores de las obras fueron nombrados por
el Consejo de la Fundación, en su reunión de 8 de agosto
de 1984, sin la utilización de los procedimientos selecti-
vos correspondientes (concurso público o contratación
directa) señalados en los arts. 8 y 9 del Decreto
1005/1974. En el caso de la obra complementaria de
urbanización no consta siquiera el nombramiento de los
directores, que se realizó verbalmente.

c) No se constituyeron las fianzas ni se formaliza-
ron los contratos en documentos administrativos, vulne-
rándose lo dispuesto en el art. 10 del Decreto 1005/1974.

d) En el cálculo de los honorarios por dirección de
obra no se aplicó a la Tarifa VII (Fuera de la residencia)
la reducción del 20 por 100 correspondiente a los «Tra-
bajos realizados para la Administración pública», de
acuerdo con el Real Decreto 2512/1977, de 17 de junio,
y con el Real Decreto 314/1979, de 13 de febrero, lo que
supuso un exceso de facturación de 1.518.148 ptas.

e) En los mandamientos de pago números
764/1985, 173/1986 y 219/1986 no se practicó, o se rea-
lizó por menor cuantía de la debida, la correspondiente
retención del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas.

f) En la dirección de obra, además de lo señalado en
los apartados 7.3.3, 7.3.4 y 7.3.5 referentes a certifica-
ciones, recepción y liquidación, se han producido las
anomalías siguientes:

— Incumplimiento de las obligaciones especificadas
en las cláusulas 45 a 48 del PCAG, ya que las certifica-
ciones de obra fueron elaboradas por la empresa cons-
tructora.

— Retrasos en la emisión de las certificaciones de la
modificación de cimentación y en la redacción de la
Memoria valorada por aumentos y mejoras.

— La certificación de obras, a pesar de reconocer, en
escrito de 9 de julio de 1986, no haberse ejecutado bajo
su supervisión, así como la falta de control sobre las
mediciones y los materiales empleados en la obra.

— Falta de control de la ejecución unilateral por el
contratista de unidades no previstas de climatización.

— Asunción de riesgos improcedentes en el caso de
una construcción destinada a albergar acontecimientos
multitudinarios, según resulta de los hechos siguientes:

* La falta de calidad en la cimentación, que suponía,
según la dirección de obra, una reducción de los coefi-
cientes de seguridad, debido, entre otras razones, a la
falta de resistencia del hormigón y de ensayos en zonas
de cimentación.

* La utilización del Polideportivo con anterioridad a
la instalación de tuberías y armarios con devanaderas
contra incendios, exigible en un edificio de estas caracte-
rísticas.

* La celebración de los Campeonatos sin haberse
subsanado los defectos críticos en la instalación eléctri-
ca, notificados por la Delegación Territorial de Industria
de la Consejería de Industria y Trabajo.

— Recepción provisional de las obras con defectos
de ejecución, cuya corrección posterior no consta.

— Elaboración por los propios directores de obra de
las liquidaciones y valoraciones de sus trabajos en lugar
de por técnico municipal, incumpliéndose lo dispuesto
en las cláusulas 5, 33 y 37 del PCAGCEST.

De todo lo señalado anteriormente se deduce que la
Fundación incumplió sus obligaciones en relación con la
labor de la dirección de obra, no sólo por la irregular con-
tratación administrativa de los directores sino por la
ausencia absoluta de la inspección y vigilancia del traba-
jo contratado que demandan las cláusulas 5 y 21 del
PCAGCEST, limitándose a aceptar las certificaciones
remitidas por los directores y todas las modificaciones
presentadas por éstos. Además, no hizo uso de los servi-
cios técnicos del Departamento de Arquitectura puestos a
su disposición por el Ayuntamiento.

7. 5. Control de calidad

En la memoria del proyecto inicial del Polideportivo
se recogía un apartado específico relativo a los ensayos
de materiales y al control de calidad, que correrían a
cargo del contratista, con el limite del 1 por 100 del pre-
supuesto de la obra, de conformidad con la cláusula 38
del PCAG. Este control de calidad se realizó a través de
un contrato celebrado en marzo de 1985 —cuatro meses
después de iniciarse las obras— entre la Fundación y un
laboratorio homologado. Asimismo, en el expediente
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examinado consta una simple mención de un compromi-
so con otro laboratorio, habiendo resultado limitada la
fiscalización en esta materia por no haber remitido la
Fundación la información requerida por el Tribunal de
Cuentas.

En el expediente de contratación con el laboratorio
homologado y en las retenciones efectuadas a la empresa
constructora para el pago del 1 por 100 del control de
calidad se observan las irregularidades que se señalan en
los párrafos siguientes.

7.5.1. Contrato con el laboratorio homologado

a) No se tramitó el expediente contractual, cons-
tando tan sólo una oferta del laboratorio que recogía las
condiciones en que se efectuaría el control de calidad,
que fue aceptada por la Fundación, con infracción de
los trámites y el procedimiento exigidos en el Decreto
1005/1974.

b) La contratación se realizó directamente con la
única empresa consultada, contraviniendo el principio
básico de concurrencia, recogido en el art. 13 de la LCE,
que debe imperar en toda contratación administrativa.
Además, la formalización se realizó sin la previa consti-
tución de garantía, mediante la suscripción de un contrato
de carácter privado en impresos del propio laboratorio.

c) La ejecución de este contrato no se realizó de
forma correcta, como se desprende del hecho de que, a
pesar de que entre los trabajos se encontraba el de la
supervisión del hormigonado, los directores de obra
pusieron de manifiesto las deficiencias detectadas en el
hormigón.

d) Las facturas emitidas por el laboratorio, por
importe total de 4.288.130 ptas., presentan las siguientes
deficiencias:

— Incluyen trabajos realizados con anterioridad a la
firma del contrato.

— La emitida en noviembre de 1985 comprendía tra-
bajos del mes siguiente. 

— En la factura de diciembre de 1985 se aplicó inde-
bidamente el IVA, ya que la Ley 30/1985, de 2 de agosto,
reguladora de este Impuesto, entró en vigor el día 1 de
enero de 1986.

— Comprenden trabajos adicionales, no previstos en
el contrato suscrito, por importe de 1.003.000 ptas.

Además, el pago de estas facturas se realizó de forma
parcial —por importe de 3.119.348 ptas.—, habiendo
resultado limitada la fiscalización al no remitir el Ayun-
tamiento de Valladolid la certificación requerida por el
Tribunal, acreditativa de las cantidades pendientes de
pago, correspondientes tanto a la diferencia entre las fac-
turas emitidas y los abonos efectuados como a los intere-
ses de demora solicitados por la empresa.

7.5.2. Retenciones a la empresa constructora

La Fundación debía retener el 1 por 100 de las canti-
dades certificadas a la empresa constructora del Polide-
portivo para el pago al laboratorio encargado del control

de calidad de la obra. En la retención de estas cantidades
se han producido las anomalías siguientes:

a) En el proyecto inicial, en el reformado de cimen-
tación y en el de urbanización, el cálculo del 1 por 100
para satisfacer el control de calidad se realiza sobre el
presupuesto de adjudicación en lugar de sobre el de con-
trata.

b) En el proyecto inicial la retención no se produjo
en todos los mandamientos de pago y, además, el cálculo
del 1 por 100 se realizó restando el importe correspon-
diente al compromiso con el otro laboratorio, que no ha
sido justificado.

c) En la Memoria valorada por aumentos y mejoras
no sólo no constaba en la certificación emitida el cálculo
de la retención sino que, además, se incluyó una partida
referente a una «prueba de carga» por un importe de
2.751.009 ptas., señalándose expresamente que dado lo
exiguo del presupuesto dedicado a ensayos no era posi-
ble su abono con cargo al presupuesto de control.

Estas circunstancias han motivado que se retuvieran a
la empresa constructora 2.349.440 ptas. menos de las que
correspondían en aplicación de lo dispuesto en la cláusu-
la 38 del PCAG, además de la cantidad no reclamada
correspondiente a la Memoria valorada que se especifica
en el apartado siguiente, con el consiguiente perjuicio a
los fondos públicos.

7. 6. Actuación de la Asesoría Jurídica del Ayunta-
miento en relación con el proceso contencioso-
administrativo 21

El contratista reclamó judicialmente el pago de: la
Memoria valorada por aumentos y mejoras por importe
de 112.744.816 ptas. con los intereses legales correspon-
dientes desde el 14 de octubre de 1985, que ascendieron
finalmente a 89.970.364 ptas.; las partidas de climatiza-
ción no previstas inicialmente por un total de 43.372.312
ptas. y los intereses de demora de las certificaciones abo-
nadas con retraso —50.377.962 ptas.— y de las retencio-
nes del IGTE —5.997.778 ptas.—, siendo condenado el
Ayuntamiento al pago de estas cantidades por Sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de
28 de diciembre de 1993.

El Pleno del Ayuntamiento, en sesión de 28 de enero
de 1994, acordó solicitar a la Asesoría Jurídica, como
consecuencia de la Sentencia citada, un informe sobre
las posibles responsabilidades de la dirección facultativa
de la obra en el conjunto de las actuaciones de la misma
y, en particular, sobre la remisión en 1988 de la Memoria
de Proyecto de Mejora y Ampliación del Polideportivo
Pisuerga. Dicho informe fue evacuado el 15 de abril
de 1994.
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En la actuación de la Asesoría Jurídica del Ayunta-
miento de Valladolid en la defensa del procedimiento
contencioso-administrativo de reclamación de cantida-
des por el contratista así como en el informe emitido con
posterioridad a la Sentencia dictada, referente a la exi-
gencia de posibles responsabilidades a los directores de
obra se constata lo siguiente:

a) En cuanto a la defensa en la reclamación judicial
de cantidades por el contratista, conviene destacar 22.

— La Asesoría Jurídica manifestó al Alcalde de
Valladolid, el 9 de abril de 1990, que respecto al princi-
pal reclamado parecía difícil sostener una defensa de la
actuación municipal. En consonancia con ello, el letrado
del Ayuntamiento admitió, en la contestación a la deman-
da, que dicho principal —112.744.816 ptas.— era la
única y exclusiva cantidad pendiente de pago y que no
procedía abonar suma alguna por modificaciones que no
se encontraran incluidas en la memoria redactada por la
Dirección Técnica de la obra. Ante este reconocimiento,
la Sentencia condenó al Ayuntamiento al pago de ese
importe. Sin embargo, al respecto es preciso señalar lo
siguiente:

* La defensa del Ayuntamiento se avino a lo recono-
cido por los directores de obra sin analizar las partidas
que se incluyeron en esta Memoria y sin poner en evi-
dencia las contradicciones e irregularidades de los mis-
mos, detalladas en el apartado 7.3.2.2.7 de este informe.

* No se reclamó que se descontara de las 112.744.816
ptas. la baja de adjudicación ofrecida por el contratista 
—el 1,41 por 100—, que procedía por tratarse de una
modificación del contrato de obra y que así se había des-
contado en relación con las obras de climatización. Ello
supuso el abono de 1.589.702 ptas. y sus correspondien-
tes intereses de demora —1.268.582 ptas.—, que podrían
haberse evitado.

* Tampoco se reclamó la retención en la certificación
del 1 por 100 correspondiente al control de calidad, que,
sin embargo, fue aplicada en el presupuesto de la obra
principal, en el de la modificación de cimentación, fron-
tón y soleras y en el de la obra complementaria de urbani-
zación. Ello significó el abono de 1.099.938 ptas. y sus
correspondientes intereses de demora —877.750 ptas.—

— Respecto al pago de 43.372.312 ptas. por obras
no previstas de climatización, la defensa del Ayunta-
miento no efectuó un análisis detallado de las partidas
reconocidas por los directores, a pesar de las irregulari-

dades y contradicciones manifestadas en el apartado
7.3.2.2.8 de este Informe. Tampoco reclamó la retención
del 1 por 100 para el pago a la empresa encargada del
control de calidad, a la cual se encomendó elaborar un
informe sobre el proyecto de instalación de climatización
y supervisar el montaje de tal instalación, lo que supuso
el abono de 439.926 ptas., que se podría haber evitado.

— Respecto a la reclamación por parte del contratis-
ta de los intereses legales de la Memoria y de los de
demora, la defensa del Ayuntamiento no hizo referencia
al hecho, señalado a lo largo de este Informe, de que la
fecha de las certificaciones de liquidación de la obra
principal, de la modificación de cimentación, de la obra
complementaria de urbanización y de la Memoria valo-
rada por aumentos y mejoras, —14 de octubre de 1985—
no se correspondía con el momento de su elaboración,
fecha que, por lo demás, en ningún caso podía conside-
rarse correcta si se comprueba que la recepción provisio-
nal no se produjo antes del 23 de enero de 1986, por lo
que sólo este dato ya arrojaría un menor período de tiem-
po de 101 días para el cálculo de los intereses.

b) Por lo que se refiere al informe sobre posibles
responsabilidades de los directores de obra debe señalar-
se que la Asesoría Jurídica excluyó cualquier tipo de res-
ponsabilidad, basándose en que la relación entre el
Arquitecto autor de un proyecto y director de la obra y la
Administración era la propia de un contrato de arrenda-
miento de servicios profesionales —regulada por el
Código Civil—, por lo que la aceptación por la Adminis-
tración de la ejecución y entrega de las obras, sin formu-
lar ningún reparo, suponía conformidad con la dirección
técnica. Sin embargo, conviene señalar lo siguiente:

— Los contratos de redacción de proyectos y de
dirección de obras tienen naturaleza administrativa, sin
que la omisión del expediente —exigido en el Decreto
1005/1974— pueda modificarla.

— Podría haberse ordenado la práctica de una inves-
tigación ya que:

* La cláusula 28 del PCAGCEST, respecto a los tra-
bajos defectuosos o mal ejecutados, disponía que la
recepción del estudio o servicio por la autoridad compe-
tente no exoneraba al Consultor ni a los funcionarios res-
ponsables de los mismos por los defectos o improvisa-
ciones en que hubieran podido incurrir y les fueran
imputables.

* El art. 154 del RGCE la preveía cuando se hiciera
precisa la modificación de un proyecto y resultaran indi-
cios de que ello se debía a defecto o imprevisión imputa-
ble a sus autores o supervisores.

8. CONCLUSIONES

8.1. En relación con las actuaciones del Ayuntamiento
de Valladolid

1.a El Ayuntamiento no ejerció durante la ejecución
de las obras ningún control ni supervisión, pese a que se

22 En relación con el contenido de las alegaciones, en los Fundamentos Jurí-
dicos 7.o y 8.o de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León
de 28 de diciembre de 1993 sólo se hace referencia a las obras de climatización,
pero en ningún caso al resto de las modificaciones o alteraciones contractuales.
Por otra parte, del mencionado Fundamento Juridico 7.o se deduce que la no apli-
cación de las disposiciones referentes al precio en el contrato de obras respecto a
la modificación de climatización es consecuencia de que el Ayuntamiento no
aceptara expresamente tal modificación, lo que se afirma a efectos de declarar
procedente el pago en virtud de la doctrina del enriquecimiento injusto. Además,
en el Fundamento Jurídico 6.o se señala que la condena al pago de la Memoria
Valorada por aumentos y mejoras no es sino a consecuencia de la aplicación de
los preceptos legales y reglamentarios concernientes a la modificación del con-
trato de obras.
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estaban produciendo modificaciones y contrataciones
complementarias que incrementaban el presupuesto ini-
cial y para las que la Fundación solicitó previamente
financiación.

2.a El Ayuntamiento infringió la normativa presu-
puestaria al aprobar indebidamente un expediente de gas-
tos plurianuales para financiar las obras del Polideporti-
vo, siendo declarado nulo el Acuerdo por Sentencia de la
Audiencia Territorial de Valladolid de 20 de junio de
1988, confirmada por Sentencia del Tribunal Supremo
de 21 de noviembre de 1991.

3.a El Ayuntamiento vulneró la normativa urbanísti-
ca, en cuanto a volumen de edificabilidad y alturas máxi-
mas permitidas, al permitir la ejecución del Polideporti-
vo infringiendo las determinaciones del Plan General de
Ordenación Urbana y el Estudio de Detalle, aprobado
definitivamente el 6 de septiembre de 1984 23.

4.a La Asesoría Jurídica del Ayuntamiento, en la
contestación a la demanda de reclamación de cantidades
por parte del contratista, no actuó con la debida diligen-
cia en la defensa de los intereses de la Administración,
por las siguientes causas:

a) Admitir la procedencia del pago de la Memoria
valorada por aumentos y mejoras —112.744.816 ptas.—,
que generó 89.970.364 ptas. en concepto de intereses
legales y de las obras no previstas de climatización 
—43.372.312 ptas.—, sin advertir las irregularidades y
contradicciones de la misma.

b) No alegar la improcedencia de cantidades recla-
madas que deberían haber sido descontadas, como las
correspondientes a la aplicación de la baja de adjudica-
ción y la retención para el abono de los trabajos de con-
trol de calidad —5.275.898 ptas.—, o reducidas en su
cuantía al existir errores en las fechas de las certifica-
ciones —de al menos 101 días— para el cálculo de inte-
reses.

c) En el informe emitido en relación con la posible
responsabilidad de los directores de obra calificó indebi-
damente el contrato de consultoría previsto en el Decreto
1005/1974 como de arrendamiento de servicios, por lo
que los consideró exentos de responsabilidad sin ofrecer
la posibilidad al Ayuntamiento de que se ordenase la
práctica de una investigación.

8.2. En relación con las actuaciones de la Fundación
Municipal Deportiva 24

1.a La Fundación actuó, en algunas ocasiones, care-
ciendo de la debida competencia, al adoptar el Consejo
resoluciones con anterioridad a que el Ayuntamiento
hubiese acordado que redactara, aprobara y ejecutara el
proyecto, excediéndose, asimismo, sus representantes en
las atribuciones conferidas al realizar actuaciones que
correspondían al Consejo. En estos casos los acuerdos o
resoluciones podrían haber estado incursos en causa de
invalidez.

2.a El Interventor no ejerció debidamente sus fun-
ciones de control interno, al no formular los correspon-
dientes reparos ante las irregularidades puestas de mani-
fiesto en este Informe, tales como adopción de acuerdos
por órgano incompetente y aprobación de certificaciones
con errores en las fechas y cantidades. Por su parte, la
Secretaría General no realizó el asesoramiento legal pre-
ceptivo.

3.a Se conculcaron normas y principios de carác-
ter presupuestario, en particular los principios de espe-
cialidad y anualidad y el procedimiento de gastos y
pagos.

4.a La Fundación vulneró el principio de concurren-
cia en la contratación administrativa de la redacción del
proyecto inicial y no ejerció ninguna vigilancia e inspec-
ción, lo que habría evitado las deficiencias del mismo y
que dieron origen a las posteriores modificaciones y a la
elaboración de la Memoria valorada.

5.a En la contratación de las obras, la Fundación:

a) Puso de manifiesto su incapacidad para acometer
la actividad que le había sido encargada, ya que actuó de
manera ineficiente con ausencia de toda planificación,
aprobando un proyecto incompleto y contrario a la nor-
mativa urbanística, utilizando criterios inadecuados para
su adjudicación, aceptando cuantas modificaciones y
contrataciones complementarias le fueron presentadas
por la dirección de obra sin ejercer ningún control, incu-
rriendo en duplicidades y contradicciones. Por otra parte,
procedió a la contratación y ejecución de las obras sin
consignación presupuestaria.

b) Llevó a cabo actuaciones contrarias a la normati-
va reguladora de la contratación administrativa al recu-
rrir de forma generalizada a la contratación directa, pro-
ceder, en ocasiones, a la contratación verbal y omitir la
tramitación de los expedientes de contratación o realizar-
los con importantes irregularidades, vulnerando, además,
los principios de concurrencia y publicidad.

c) Renunció a las prerrogativas de que goza la
Administración en la contratación por el fin público per-
seguido, al aceptar condiciones que correspondían al
ámbito de la contratación privada.

6.a Respecto a la ejecución y recepción de la obra,
debe destacarse lo siguiente:

a) Las certificaciones emitidas y aprobadas de la
modificación de cimentación incluyeron partidas no ejecu-
tadas y unidades de calidad superior a la empleada sin apli-
carse, además, la baja de adjudicación, causando un perjui-
cio a los fondos públicos por importe de 8.217.218 ptas.

b) El pago de las certificaciones se realizó con retra-
so, lo que motivó el abono de 56.375.740 ptas. en con-
cepto de intereses de demora.

c) Las obras fueron recibidas indebidamente incum-
pliendo los arts. 54 de la LCE y 170 del RGCE. Además,
se admitieron fechas de recepción y liquidación que no
podían considerarse correctas, lo que repercutió en el cál-
culo de los intereses de demora.

23 Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.
24 Epígrafe modificado como consecuencia de las alegaciones.
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d) En la liquidación se eliminaron o redujeron parti-
das anteriormente certificadas, desvirtuando la presun-
ción de certeza que conlleva toda certificación.

7.a Los directores de obra incurrieron en graves irre-
gularidades e incumplimiento de las funciones exigidas
por el Pliego de Cláusulas Administrativas Generales
para la contratación de obras del Estado, al no ejercer el
debido control sobre la correcta realización de la obra,
realizar modificaciones sin conocimiento de la Funda-
ción y emitir informes contradictorios y certificaciones y
liquidaciones erróneas que causaron perjuicios a los fon-
dos públicos. La Fundación no ejerció inspección y vigi-
lancia alguna sobre la actuación de dichos directores,
como exige el Pliego de Cláusulas Administrativas
Generales para la Contratación de Estudios y Servicios
Técnicos.

8.a La Fundación no efectuó correctamente las
retenciones al contratista para el abono de los trabajos de
control de calidad, resultando perjudicados sus intereses
económicos en 2.349.440 ptas.

9.a La Fundación no actuó en defensa de los intere-
ses públicos en los siguientes casos:

a) No adoptó, en relación con el contratista, las
medidas propuestas por la dirección de obra ante las defi-
ciencias detectadas en la ejecución de las obras.

b) No exigió responsabilidades a los redactores del
proyecto y directores de obra por las graves deficien-
cias e irregularidades en el cumplimiento de sus funcio-
nes.

Madrid, 25 de febrero de 1998.—El Presidente del
Tribunal de Cuentas, Ubaldo Nieto de Alba.

ANEXOS

ÍNDICE DE ANEXOS

N.o Anexo

1 Modificaciones del proyecto inicial
2 Transformador, gradas, carcasas, pavimen-

tos y equipamiento
3 Otros gastos (apartado 7.3.2.2.ó)
4 Gasto final de la obra
5 Coste de construcción del Polideportivo
6 Adecuación al planeamiento urbanístico
7 Incremento en el presupuesto de carcasas

(Apartado 7.3.2.2.5.1.c)
8 Incrementos de la memoria valorada por

aumentos y mejoras sobre el presupuesto
(Apartado 7.3.2.2.7)

9 Memoria valorada por aumentos y mejoras,
partidas rechazadas inicialmente por la
dirección (Apartado 7.3.2.2.7.c)

10 Memoria valorada por aumentos y mejoras,
partidas irregulares (Apartado 7.3.2.2.7.d)

11 Incremento del gasto en obras de climatiza-
ción (Apartado 7.3.2.2.8)

12 Climatización, partidas rechazadas inicial-
mente por la dirección (Apartado
7.3.2.2.8.c)

13 Alteraciones en las certificaciones acredita-
tivas de la obra ejecutada (Apartado 7.3.5.c)

14 Alteraciones en las certificaciones acredita-
tivas de la obra ejecutada (Apartado 7.3.5.c)

15 Exceso en la liquidación de la obra inicial
(Apartado 7.3.5.d)

16 Exceso en la liquidación de la obra inicial y
de la modificación de cimentación (Aparta-
do 7.3.5.d)
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ANEXO 1

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

MODIFICACIONES DEL PROYECTO INICIAL

(*) Para financiar esta modificación se utilizó la supresión de las partidas de gradas. En este importe se incluyen las nuevas partidas introducidas.
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ANEXO 2

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

TRANSFORMADOR, GRADAS, CARCASAS, PAVIMENTOS Y EQUIPAMIENTO

ANEXO 3

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

OTROS GASTOS (APARTADO 7.3.2.2.6)

(*) Realmente no hay baja en el importe de adjudicación, sino que la diferencia se debe a que no se paga el IGTE.
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ANEXO 4

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

GASTO FINAL DE LA OBRA (*)

(*) En este importe no figuran otros gastos de los que no ha sido remitida documentación.
(**) Esta cuantía resulta de la diferencia entre la cantidad pagada por la Fundación al laboratorio (3.119.348 pts.) y la retenida al contratista (2.189.242 pts.).
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(*) Se incluye la cantidad de 129.262 pts. abonada a Noshaga Sport en concepto de intereses legales (punto  7.3.2.2.5.3.b).

ANEXO 5

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

COSTE DE CONSTRUCCIÓN DEL POLIDEPORTIVO
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ANEXO 6

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

ADECUACIÓN AL PLANEAMIENTO URBANÍSTICO
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ANEXO 8

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

INCREMENTOS DE LA MEMORIA VALORADA POR AUMENTOS Y MEJORAS 
SOBRE EL PRESUPUESTO (apartado 7.3.2.2.7)

ANEXO 7

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

INCREMENTO EN EL PRESUPUESTO DE CARCASAS (apartado 7.3.2.2.5.1.c)
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ANEXO 9

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

MEMORIA VALORADA POR AUMENTOS Y MEJORAS, PARTIDAS RECHAZADAS INICIALMENTE
POR LA DIRECCIÓN  (apartado 7.3.2.2.7.c)

ANEXO 10

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

MEMORIA VALORADA POR AUMENTOS Y MEJORAS, PARTIDAS IRREGULARES (apartado 7.3.2.2.7.d)
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ANEXO 11

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

INCREMENTO DEL GASTO EN OBRAS DE CLIMATIZACIÓN (apartado 7.3.2.2.8)

ANEXO 12

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

CLIMATIZACIÓN, PARTIDAS RECHAZADAS INICIALMENTE POR LA DIRECCIÓN (apartado 7.3.2.2.8.c)
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ANEXO 13

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

ALTERACIONES EN LAS CERTIFICACIONES ACREDITATIVAS DE LA OBRA EJECUTADA
(apartado 7.3.5.c) (*)

(*) Los cuadros recogen las partidas que desaparecen en la Liquidación respecto a la última certificación de obra en el proyecto inicial y en la modificación de
cimentación.

(**) El proyecto de modificación de cimentación no consta entre la documentación disponible.
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ANEXO 14

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

ALTERACIONES EN LAS CERTIFICACIONES ACREDITATIVAS DE LA OBRA EJECUTADA
(apartado 7.3.5.c) (*)

(*) El cuadro recoge una comparación referida a las partidas que disminuyen más de 500.000 pts. en la Liquidación respecto a la última certificación de obra.

ANEXO 15

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

EXCESO EN LA LIQUIDACIÓN DE LA OBRA INICIAL (apartado 7.3.5.d) (*)

(*) El cuadro recoge una comparación referida a las partidas que aumentan más del 400 por 100 en la Liquidación respecto a la última certificación de obra.
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ANEXO 16

AYUNTAMIENTO DE VALLADOLID

POLIDEPORTIVO «PISUERGA»

EXCESO EN LA LIQUIDACIÓN DE LA OBRA INICIAL Y DE LA MODIFICACIÓN DE CIMENTACIÓN
(Apartado 7.3.5.d) (*)

(*) El cuadro recoge una comparación referida a las partidas que aumentan más de 500.000 pts. en la Liquidación respecto a la última certificación de obra en el
proyecto inicial y en la modificación de cimentación.

(**) El proyecto de modificación de cimentación no consta entre la documentación disponible.
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